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I. INTRODUCCION

Si entendemos por nacionalización "la transformación de empresas privadas 
en empresas del Estado” con el objeto de "sustraer los medios de producción y 
distribución de riquezas de la propiedad privada para ponerlos en manos de 
la Nación o de aquellos órganos que representan los intereses colectivos de la 
misma” ;1 o en otros términos, "el acto gubernativo de alto nivel, destinado a 
un mejor manejo de la economía nacional o a su reestructuración, por el cual la 
propiedad privada sobre empresas de importancia es transformada de manera 
general e impersonal en propiedad colectiva y queda en el dominio del Estado 
a fin de que éste continúe la explotación de ellas según las exigencias del interés 
general” ,2 es indudable que la nacionalización petrolera en Venezuela, es un 
auténtico proceso de nacionalización.

En efecto, el Estado venezolano, mediante la Ley Orgánica que Reserva al 
Estado la Industria y el Comercio de los Hidrocarburos, del 29 de agosto de 1975,3 
indudablemente nacionalizó esta industria, transformando de manera general 
en el sector, la propiedad privada de las empresas petroleras en propiedad pública, 
mediante la reserva que hizo de esa industria y comercio de los hidrocarburos; 
y, adquiriendo la propiedad de las empresas, reestructuró, así, la economía 
nacional.

Al día siguiente de la promulgación de la Ley de Nacionalización, el Presi­
dente de la República dictó el decreto N ” 1.123, del 30 de agosto de 1975,4 
mediante el cual se creó la empresa Petróleos de Venezuela S. A., como "una

1. León Julliot de la Morandiére: "Prólogo” a Konstantin Katóarov, Teoría de la
Nacionalización, p. 5. México, 1963­

2. Eduardo Novoa Monreal: Nacionalización y recuperación de recursos naturales
ante la Ley Internacional, p. 50. México, 1974.

3. Véase en Gaceta Oficial N 9 1.769, Extr., de 29 de agosto de 1975.
4. Véase en Gacela Oficial N 9 1.770, Extr., de 30 de agosto de 1975. El decreto

de creación de la empresa ha sido modificado por Decreto N 9 250, del 23-8-1979,
en Gaceta Oficial N 9 31.810, del 30-8-1979.
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empresa estatal, bajo la forma de Sociedad Anónima, que cumplirá y ejecutará 
la política que dicte en materia de hidrocarburos el Ejecutivo Nacional, por órgano 
del Ministerio de Minas e Hidrocarburos, en las actividades que le sean enco­
mendadas” , dictándose, además, sus estatutos,5 La motivación central de la 
creación de Petróleos de Venezuela S. A. fue la consideración de que era "de 
prioritaria necesidad proceder a la constitución e integración de las empresas 
estatales que tendrán a su cargo la continuación y desarrollo de la actividad 
petrolera reservada al Estado” .6 La empresa se creó con un capital de dos mil 
quinientos millones de bolívares (Bs. 2.500.000.000,00), representado en cien 
(100) acciones de la exclusiva propiedad de la República de Venezuela, como 
única accionista,7 y los estatutos sociales de la misma fueron registrados en el 
Registro Mercantil respectivo el día 15 de septiembre de 1975.8'

La Ley de Reserva estableció un período de transición de cuatro meses para 
hacer efectiva la nacionalización, el cual se extendió hasta el 31 de diciembre 
de 1975, oportunidad en la cual se hizo efectiva la extinción de las concesiones 
de hidrocarburos que habían sido otorgadas por el Ejecutivo Nacional9 a través 
de más de medio siglo de explotación petrolera. Durante ese período se negoció 
con las empresas petroleras la indemnización que la ley había acordado cance­
larles, y se las hizo constituir sendas empresas en el país, cuyas acciones fueron 
transferidas a Petróleos de Venezuela S. A. A partir del 1° de enero de 1976, 
así, Venezuela comenzó a regir la industria petrolera nacionalizada, a través 
de las empresas estatales que fueron creadas para tal fin.

Petróleos de Venezuela S. A., en la actualidad, no sólo es la empresa más 
grande de Venezuela, sino de toda la América Latina, y ocupa la posición N 9 12 
en el índice de las quinientas corporaciones industriales más grandes del mundo. 
Petróleos de Venezuela S. A., además, es la segunda de las empresas de las 
naciones en vías de desarrollo y es sólo superada por la Compañía Nacional de 
Petróleos de Irán.10

N o es difícil imaginar, por tanto, la importancia que reviste el estudio 
del régimen jurídico organizativo de Petróleos de Venezuela S. A., a lo cual

5. Arts. l  y 2.
6. "Considerando” único del decreto.
7. Cláusulas 4*, 5’  y 6*. El capital, íntegramente suscrito, se pagó en un 40 por ciento

al constituirse la empresa, habiéndose pagado el 60 por ciento restante el 2-1-1976.
Véase Petróleos de Venezuela, Informe Anual 1977, p. 38.

8. La inscripción de los Estatutos se efectuó en el Registro Mercantil de la Circuns­
cripción Judicial del Distrito Federal y Estado Miranda, el día 15 de septiembre 
de 1975, bajo el N 9 23 del tomo 99-A; y fueron publicados en Gaceta Municipal 
del Distrito Federal N 9 413, Extr., del 25-9-1975.

9. Artículo 1.
10. Véase las informaciones de la Revista Fortune en El Nacional. Caracas, 15 de agosto

de 1978, p. D -ll.
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están destinadas las presentes notas, las cuales desarrollaremos en cuatro partes. 
En una primera parte, insistiremos brevemente en la peculiaridad del proceso 
venezolano de nacionalización de la industria petrolera, el cual se realizó dentro 
del marco del ordenamiento jurídico vigente de la República y sin que se pro­
dujeran mayores traumas y conflictos con las empresas transnacionales; en segundo 
lugar, haremos un breve recuento del proceso jurídico-organizativo de la industria 
petrolera nacionalizada; en tercer lugar, se expondrá el régimen jurídico-adminis- 
trativo de Petróleos de Venezuela S. A.; y en cuarto lugar, se analizará la orga­
nización y funcionamiento actual de las empresas petroleras estatales.

II. CARACTERISTICAS DEL PROCESO VENEZOLANO
DE NACIONALIZACION PETROLERA

Tal como señalamos, la peculiaridad de mayor importancia del proceso 
venezolano de nacionalización petrolera, es que se realizó dentro del marco 
permitido por el ordenamiento jurídico vigente del país, sin violentárselo en 
forma alguna; y se realizó, además, como un proceso político, realizado política­
mente, sin violentarse los derechos particulares.

1. ha figura de la reserva de actividades económicas 
por el Estado

El fundamento constitucional de la nacionalización petrolera en Venezuela 
está en la figura de la reserva de actividades económicas por el Estado, prevista 
en la Constitución vigente de 1961, siguiendo la orientación establecida en la 
Constitución de 1947.

En efecto, el artículo 97 de la Constitución establece expresamente la posi­
bilidad que tiene el Estado de "reservarse determinadas industrias, explotaciones 
o servicios de interés público por razones de conveniencia nacional” . Se abre 
así la posibilidad, no sólo de que el Estado realice actividades empresariales, 
sino que las realice en forma exclusiva, reservada, excluyendo a los particulares 
del ámbito de las mismas. Esta reserva, sin duda, tiene por efecto fundamental 
establecer una limitación a la libertad económica de los individuos, excluyéndola 
del sector reservado.

En efecto, la reserva de actividades económicas por parte del Estado conlleva 
básicamente una prohibición impuesta a los particulares de realizar actividades 
propias del sector reservado, lo que afecta tanto a aquellos particulares o empresas 
que venían realizando actividades en el sector, como a cualquier particular o 
empresa que pretendiera, en el futuro, realizar dichas actividades. Después de 
la reserva, por tanto, los particulares que operaban en el sector no pueden

410



continuar realizando sus actividades, y hacia el futuro, ningún otro particular 
puede realizar nuevas actividades en el sector. La libertad económica en el 
mismo, ha sido excluida y es imposible ejercerla.

Como consecuencia de ello, el acto de reserva, per se, no conlleva derecho 
alguno de los particulares afectados a indemnización por parte del Estado. 
Aquellos, simplemente, cesan en sus actividades, y un deber de indemnización 
sólo surgiría si el Estado decide apropiarse de las instalaciones o de las empresas 
de los particulares que operaban en el área reservada, es decir, decide naciona­
lizar esas empresas.

Este principio, en nuestro criterio, se deduce, por ejemplo, de las normas 
de la Ley que reserva al Estado la Industria del Gas Natural, de 26 de agosto 
de 1970.11 En efecto, esta ley reservó al Estado la "industria del gas proveniente 
de yacimientos de hidrocarburos” 12 y estableció, por tanto, la obligación a los 
concesionarios de "entregar al Estado, en la oportunidad, medida y condiciones 
que determine el Ejecutivo Nacional, el gas que se produzca en sus operacio­
nes” .13 Corría por cuenta del Estado el pago a los concesionarios de "los gastos 
de recolección, compresión y entrega del gas” .14 La reserva, per se, no daba 
ningún derecho a indemnización por parte de los concesionarios, y el Estado 
sólo pagaba los costos de la recolección, compresión y entrega del gas. La 
ley sólo previo una compensación en el caso de que el Estado decida asumir 
las operaciones de recolección, compresión y tratamiento en plantas que actual­
mente realizan los concesionarios, en cuyo caso, la misma equivaldría "a  la parte 
no depreciada del costo de las instalaciones y equipos que requiere para esas 
operaciones o el valor de rescate de los mismos si éste fuere menor que aquél” .15 
De acuerdo a esto, la indemnización sólo procedía si el Estado decidía apropiarse 
de las instalaciones, y por esa apropiación; la reserva, en sí misma, en cambio, 
como prohibición impuesta a los concesionarios de seguir aprovechándose del 
gas natural, no dio derecho alguno a indemnización.

2. Las bases jurídicas de la nacionalización 
de la industria petrolera

La nacionalización petrolera, es decir, la obligatoriedad impuesta a todas 
las empresas concesionarias que operaban en la industria y el comercio de los 
hidrocarburos que el Estado se reservó por razones de conveniencia nacional, 
de transferirle a éste la propiedad de las mismas, mediando indemnización, es

11. Véase en Gaceta Oficial N 9 29-594, del 26 de agosto de 1971.
12. Artículo 1.
13. Artículo 3.
14. Artículo 7.
15. Artículo 8.
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una institución que como se dijo, en Venezuela tiene fundamento constitucional 
en la ya señalada figura de la reserva al Estado de industrias o sectores eco­
nómicos.

En efecto, conforme al artículo 97 de la Constitución, el Estado, al reservarse 
la industria y el comercio de los hidrocarburos, estableció un verdadero y autén­
tico monopolio de Derecho.16 Puede decirse entonces que, en Venezuela, el 
proceso nacionalizador de las actividades petroleras se inició con la declaratoria 
de reserva señalada, lo que correspondía hacer a las Cámaras Legislativas me­
diante ley.

Pero indudablemente, la reserva no es el único elemento del proceso de 
nacionalización. La reserva, en efecto, conllevó fundamentalmente una prohi­
bición impuesta a los particulares de realizar actividades propias del sector reser­
vado o nacionalizado, lo que afectó tanto a aquellos concesionarios o empresas 
que venían realizando actividades en el sector, como a cualquier otro particular 
o empresa, hacia el futuro. Después de la reserva, los concesionarios o empresas 
que operaban en el sector, no debían continuar realizando sus actividades; y 
hacia el futuro ningún otro particular podía ni puede realizar nuevas actividades 
en el sector. Por ello, la nacionalización no se agotó con la reserva, sino que 
requería de actos complementarios mediante los cuales se asegurara que la 
gestión de las empresas y bienes existentes afectados a la industria y el comercio 
de los hidrocarburos, la cual se nacionalizaba, se transferirían al Estado, y que 
la actividad productiva o de servicios no se detendría ni entorpecería.

De allí que la reserva estuviese acompañada, como lo exige el ordenamiento 
jurídico venezolano, de la expropiación de las empresas que operaban en el 
sector nacionalizado, para asegurar el traspaso rápido de los bienes de los conce­
sionarios al Estado.

Debe destacarse, además, que por el hecho de la reserva, es decir, de la 
prohibición impuesta por ella a los concesionarios de realizar actividades en el 
respectivo sector, desde el momento mismo en que se produce la reserva, esos 
particulares o empresas no debían operar más. En el caso de la industria petro­
lera, sin embargo, después del momento en que se promulgó la Ley de Reserva, 
se permitió a las empresas existentes la posibilidad de operar durante 4 meses, 
sólo con motivo de asegurar la continuación de la industria hasta hacer efectiva 
la expropiación, y en forma transitoria, sometidas a la fiscalización y control 
del Estado.

De lo señalado anteriormente, resulta claro que una auténtica nacionalización 
de un sector económico se produce cuando se dan conjuntamente la medida de

16. Vicenzo Spagnuolo Vigorita: "Las Empresas Nacionalizadas” , en Evelio Verdera
y Tuells (ed.), La Empresa Pública, tomo II, p. 1.430. Zaragoza, 1970.
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reserva con la técnica expropiatoria. Esta última es el mecanismo para hacer 
efectiva la voluntad del Estado de asumir la actividad económica objeto de la 
reserva. Esto fue lo que sucedió en el proceso de nacionalización de la industria 
petrolera, el cual, además, indudablemente que estaba condicionado por un 
objetivo fundamental: que la industria y las unidades económicas empresariales, 
continuaran funcionando a cabalidad, desde el momento mismo de la expropiación.

Para asegurar este objetivo fundamental, el proceso expropiatorio en la 
nacionalización petrolera debía tender a versar sobre las empresas petroleras, 
es decir, sobre las unidades económico-productivas o de servicios que manejaban 
la industria petrolera, de manera que éstas no se vieran afectadas en su funciona­
miento con el cambio de titularidad a favor del Estado.17

En este sentido, en el proceso nacionalizador de la industria petrolera, lo 
ideal hubiera sido que la expropiación hubiese versado sobre las empresas más 
que sobre bienes particularizados, mediante un simple traspaso de acciones de 
los concesionarios al Estado. Esta fue la modalidad utilizada, por ejemplo, en 
las nacionalizaciones efectuadas en Francia con posterioridad a la liberación 
sobre las empresas bancarias, empresas de seguros y empresas de transportes 
aéreos.18 En estos casos, se produjo la transferencia de las empresas con todo su 
patrimonio, al Estado, mediante una transferencia de acciones.

Sin embargo, una solución simple y rápida como la anotada, hubiera exigido, 
en el caso de la industria petrolera, la existencia, jurídicamente hablando, de 
sociedades anónimas constituidas en Venezuela, para que pudiera operarse el 
traspaso de acciones. La realidad, sin embargo, era otra: la casi totalidad de las 
empresas petroleras eran empresas extranjeras domiciliadas en Venezuela con­
forme al artículo 354 del Código de Comercio. Por ello, al no estar constituidas 
en Venezuela, el patrimonio de las mismas, afectado a las actividades productivas 
o de servicios en el país, no estaba representado por títulos accionarios específicos 
que pudieran ser transferidos a la República.

La expropiación de las empresas petroleras en Venezuela, como resultado 
de la nacionalización de la industria, se refirió por tanto, a los bienes afectos 
a los procesos productivos o de servicios. N o podía, en general, expropiarse 
propiamente a las empresas, sino a los bienes que las formaban, y con ellos, el 
Estado hizo constituir Jas nuevas empresas, cuyo capital fue transferido al 
Estado.

17. Allan-R. Brewer-Carías: "Comentarios en torno a la nacionalización petrolera” , en
Revista Resumen, N ç 55, pp. 22 a 24. Caracas, 24 de noviembre de 1974.

18. Jean Rivero: Le Régime des Natiowalizations, Extrait du Juris Classeur Civil
Annexes, pp. 13 y lé. Paris, 1948.
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Ahora bien, resumiendo lo señalado anteriormente, puede decirse que la 
reserva tiene como consecuencia dos efectos fundamentales: en primer lugar, 
establecer a favor del Estado, un monopolio de derecho; y en segundo lugar, 
establecer, como consecuencia, una prohibición para los particulares de realizar 
actividades en el sector reservado, en virtud de la exclusión de la libertad econó­
mica que implica. Por esta sola reserva, no tiene el Estado obligación alguna 
de indemnizar a los particulares excluidos. Pero si además de la reserva, ésta 
se acompaña con la exigencia y obligación impuesta a los particulares y empresas 
afectadas, de transferir forzosamente al Estado las instalaciones con que ope­
raban, estaremos en presencia de la figura de la nacionalización, que sí da 
derecho a indemnización, tal como sucedió en materia petrolera.

En el ordenamiento jurídico venezolano, por tanto, la figura de la reserva 
junto con la decisión del Estado de asumir la actividad reservada, expropiando 
los bienes o empresas particulares que actuaban en el sector, dan origen a una 
nueva institución: la nacionalización, sometida a sus propias normas indemniza- 
torias, de acuerdo a la interpretación que haga la ley de la "justa indemnización” 
a que se refiere el artículo 101 de la Constitución. En este sentido, por ejemplo, 
las normas para calcular la indemnización con motivo de las nacionalizaciones 
de las industrias del hierro y del petróleo, establecidas en el Decreto-Ley que 
reserva al Estado la industria de la explotación de mineral de hierro 19 y en la 
Ley Orgánica que reserva al Estado la industria y el comercio de los hidrocar­
buros, de 29 de agosto de 1975, son distintas a las previstas en la Ley de 
Expropiación por Causa de Utilidad Pública o Social; y entre otros factores 
porque no se trata de una expropiación, pura y simplemente, de empresas. Esta 
es una restricción a la propiedad de una determinada organización económica: 
no afecta, per se, la libertad económica en un determinado sector, y el hecho 
de que se expropie una empresa no impide que otros particulares realicen acti­
vidades en ese mismo sector.

En cambio, en la nacionalización, la reserva afecta y excluye la actividad 
económica en el sector reservado, y la transferencia forzosa de las empresas se 
produce respecto de todas las que operan en el sector, con la prohibición para 
los particulares de seguir realizando o realizar en el futuro actividades en dicho 
sector. Aquí no hay una restricción a la libertad económica de un particular o 
grupo de ellos, sino la exclusión de la libertad económica respecto a un deter­
minado sector. Por eso, los principios de la expropiación no pueden aplicarse,
tal como están en la legislación tradicional, a la expropiación que acompaña a 
la reserva estatal, pues en este caso, la nueva institución que surge, la naciona­
lización, condiciona el tratamiento del proceso.

19. Decreto-Ley N 9 580, del 26 de noviembre de 1974, en Gaceta Oficial N 9 30.577,
del 16 de diciembre de 1974.
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3. Las características políticas de la nacionalización 
petrolera

La peculiaridad de la nacionalización petrolera en Venezuela, no sólo 
resulta de su realización con apego al ordenamiento jurídico vigente, sino de 
que fue un proceso político, políticamente realizado, sin la producción de con­
flictos con las empresas concesionarias, realizado por políticos y sometido a 
un amplísimo debate político-democrático en el país. Por eso, el proceso de 
nacionalización petrolera en Venezuela, afortunadamente, no fue un proceso que 
condujo a confrontaciones con las empresas transnacionales, es decir, no fue 
un proceso traumático, sino que se caracterizó por ser un proceso de nacionali­
zación concertada. Para captar lo importante del proceso en sus aspectos polí­
ticos, basta citar las propias palabras del Presidente Carlos Andrés Pérez en 
1975 al producirse la nacionalización, dos años después, al celebrarse los dos 
años de constitución de la empresa petrolera venezolana, y posteriormente, al 
concluir su período presidencial en 1978.

En efecto, el 20 de diciembre de 1975, diez días antes de que se produjese 
la extinción de las concesiones de hidrocarburos en el país y que el Estado 
asumiese la operación de la industria petrolera, con motivo de la clausura de 
las sesiones ordinarias de las Cámaras Legislativas, el Presidente de la República 
señaló lo siguiente: "N o  han sido fáciles las negociaciones para arribar a la 
nacionalización del petróleo. Y  digo negociaciones en el sentido más amplio 
y más claro de la palabra. . El Presidente se refirió a las dificultades de las 
negociaciones, particularmente en relación a la decisión adoptada por Venezuela 
de pagar como indemnización exclusivamente el valor en libro de los activos 
no depreciados, y sostuvo que se hicieron estas negociaciones, "no por temor, 
en ningún momento sacrificando el interés nacional, sino porque queríamos 
señalar el ejemplo de que sí es posible, dentro del sistema de la democracia 
representativa, respetando los intereses legítimos que estuviesen representados 
en la industria petrolera, realizar la nacionalización sin llegar a la confrontación. 
Creo que este hecho hará historia en las relaciones entre el mundo en desarrollo 
y los países industrializados. Creo que Venezuela ha dado una pauta de extraor­
dinaria importancia y significación en el mundo, que vive la angustia de la 
distensión, que trata de encontrar medios y modos de convivencia auténtica, que 
quiere hacer de la interdependencia, no un modo de dependencia, sino una 
posibilidad de entendimiento justo y equitativo entre todas las naciones de 
la tierra, cualesquiera que sean sus fuerzas bélicas y posibilidades económicas” .20

Posteriormente, en un discurso pronunciado el 30 de agosto de 1977, en 
la sede de Petróleos de Venezuela S.A., y en ocasión del segundo aniversario

20. Véase en El Nacional, p. D-l. Caracas, 21 de diciembre de 1975.

415



de la creación de esa empresa, el Presidente Carlos Andrés Pérez expuso lo 
siguiente: "El primer problema que interesó a la opinión pública fue el de la 
compensación a las empresas petroleras. Por primera vez en la historia, un país 
en desarrollo enfrentaba la decisión de nacionalizar empresas transnacionales 
sin recurrir a métodos extraordinarios, mediante la imposición a secas de la 
soberanía estatal, sino usando los recursos de un Estado de Derecho, las normas 
preestablecidas en la Constitución y en las leyes de la República. Y  de esa manera 
no se trató de una confiscación, sino del ejercicio del derecho de un Estado 
soberano para recuperar la administración de un recurso suyo, compensando a 
quienes lo venían detentando por convenios con el Estado. En menos de cinco 
mil millones de bolívares se estimó el pago de estas compensaciones a las em­
presas transnacionales, por cuanto de acuerdo con la ley aprobada por el Con­
greso, se pagaría sobre el valor neto en libro, sin aceptar ninguna clase de reva­
lorización. Y  Venezuela obtuvo por menos de cinco mil millones de bolívares, 
lo que hoy tiene un valor superior a los cincuenta mil millones de bolívares” .21

Más recientemente, en una conferencia televisada del Presidente Carlos 
Andrés Pérez, dada el 27 de noviembre de 1978, se refirió al mismo proceso 
de nacionalización, sin traumas y sin conflictos, en los términos siguientes:

“N o nos copiamos ningún proceso de nacionalización. No fuimos a la 
ruptura del Estado de Derecho ni al enfrentamiento con las empresas transna­
cionales, ni mucho menos a hostilidades contra los países a los cuales pertenecían 
estas empresas transnacionales” .

"Usando la norma vigente de nuestra Constitución, la ley que acabamos de 
aprobar, sin transigir en ninguna posición que menoscabara el decoro nacional 
o mediatizara el proceso de nacionalización, procedimos a realizarlo y a fijar 
el 1? de enero de 1976, como la fecha en que asumiríamos soberanamente todas 
las actividades relacionadas con la industria del petróleo. . .  ” .

"Para llegar a este acuerdo sin violencia, el Gobierno de Venezuela, en 
cumplimiento de la ley aprobada por el Congreso, pagó una compensación, no 
indemnización, a las empresas transnacionales sobre las bases de los activos no 
amortizados, es decir, sobre libro, lo que faltaba por pagar de los equipos que 
estaban en servicio. De esta manera, se acordó un pago de cuatro mil trescientos 
setenta y cuatro millones de bolívares (Bs. 4.374.000.000,00). Cuatrocientos no­
venta y tres millones de bolívares (Bs. 493.000.000,00) en efectivo por las inver­
siones hechas por las empresas petroleras en repuestos y otros accesorios traídos 
al país después que se aprobó la Ley de Reversión que iba a vigilar el proceso 
hasta 1983; y tres mil ochocientos cincuenta y cuatro millones de bolívares

21. Véase en El Universal, p. 1-10. Caracas, 1* de septiembre de 1977.
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(Bs. 3.854.000.000,00) como compensación de los activos no amortizados. Y  
esto no se ha pagado en dinero efectivo; se pagó en bonos para descontarlos 
a plazo, lo que abarata aún más la negociación para Venezuela, porque como 
ya sabemos, el dinero se va devaluando con el tiempo. Hemos rescatado dos mil 
ochenta y un millones (Bs. 2.081.000.000,00) de estos bonos, y faltan por resca­
tar mil setecientos setenta y dos millones de bolívares” (Bs. 1.772.000.000,00).22

La nacionalización petrolera, por tanto, no fue traumática ni jurídica ni 
políticamente hablando. Para realizarla se acudió a las figuras que permitía el 
ordenamiento jurídico: la reserva al Estado de sectores económicos y el pago de 
la indemnización por la apropiación, por el Estado, de los bienes que estaban 
afectados a la actividad reservada; sin que esto se hubiese realizado violentando 
ni el orden jurídico ni el derecho que correspondía a las empresas transnacio­
nales. Venezuela, así, negoció la nacionalización, o si se quiere, evitó el conflicto.

Se puede estar o no de acuerdo con la forma como se desarrolló el proceso 
de nacionalización petrolera venezolana, el cual, como resulta de las propias 
expresiones del Jefe del Estado durante el período en el cual se hizo, puede 
decirse que fue un proceso negociado con las empresas, las cuales convinieron 
con la indemnización que se les ofreció. Insistimos, se puede o no estar de 
acuerdo con ello, políticamente hablando, pero lo que no se puede negar ni 
dudar, es que haya sido una verdadera nacionalización. Para que esta exista, ni 
es necesario violentar el orden jurídico ni es necesario violentar los derechos 
de los particulares. Si el orden jurídico admite el proceso nacionalizador, y si 
se puede negociar con los particulares la indemnización por sus derechos, la 
nacionalización puede hacerse sin conflictos ni traumas. He allí la peculiaridad 
del proceso venezolano.

Pero el proceso, además, tuvo unas modalidades jurídicas peculiares.

4 . Las peculiaridades jurídicas de la nacionalización 
de la industria petrolera

En efecto, la Ley Orgánica que reserva al Estado la Industria y el Comercio 
de los Hidrocarburos, de 1975, estableció, siguiendo la orientación constitucional, 
"que se reserva al Estado, por razones de conveniencia nacional, todo lo relativo 
a la exploración del territorio nacional en búsqueda de petróleo, asfalto y demás 
hidrocarburos; a la explotación de yacimientos de los mismos, a la manufactura 
o refinación, transporte por vías especiales y almacenamiento; al comercio exte­
rior e interior de las substancias explotadas y refinadas, y a las obras que su 
manejo requiera, en los términos señalados por esta ley” . Como consecuencia de

22. Véase en El Universal, p. 2-28. Caracas, 28 de noviembre de 1978.
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lo establecido en este artículo l 9, el mismo agregó que las concesiones otorgadas 
por el Ejecutivo Nacional quedaban extinguidas, aun cuando dicha extinción 
se haría efectiva el día 31 de diciembre de 1975.

Este artículo de la ley estableció, en primer lugar, la reserva a favor del 
Estado de la actividad económica relacionada con la industria y comercio de 
los hidrocarburos. La consecuencia fundamental de esta reserva, fue, en primer 
lugar, la extinción de las concesiones otorgadas para la exploración y explo­
tación de los hidrocarburos a empresas particulares, con anterioridad a la ley, 
extinción que se hizo efectiva el día 31 de diciembre de 1975; y en segundo 
lugar, el establecimiento de un monopolio de derecho a favor del Estado ya que, 
conforme a lo que establece el artículo 59 de la ley, el Estado ejercería todas 
esas actividades reservadas "directamente por el Ejecutivo Nacional o por medio 
de entes de su propiedad, pudiendo celebrar los convenios operativos necesarios 
para la mejor realización de sus funciones, sin que en ningún caso estas gestiones 
afecten la esencia misma de las actividades atribuidas” .

Pero no sólo se trataba de establecer una reserva a favor del Estado, sino 
que la ley, además, conlleva a una verdadera nacionalización, es decir, a la 
asunción por parte del Estado de las actividades económicas que venían estando 
a cargo de las empresas concesionarias. A tal efecto, la ley estableció los meca­
nismos necesarios para expropiar a dichas empresas, si acaso no se llegaba a un 
arreglo amigable o avenimiento en relación al monto de la correspondiente 
indemnización.

En tal sentido, el artículo 12 de la ley estableció que el Ejecutivo Nacional, 
dentro de los 45 días continuos y subsiguientes a la fecha de promulgación de 
la ley, es decir, dentro de los 45 días siguientes al 29 de agosto de 1975, y por 
órgano del Ministerio de Minas e Hidrocarburos, debía hacer a los concesionarios 
una oferta formal de una indemnización, por todos los derechos que los conce­
sionarios tuvieran sobre los bienes afectos a las concesiones de las cuales eran 
titulares.

La indemnización que el Estado debía cancelar a los concesionarios, de 
acuerdo al artículo 15 de la ley, correspondía a los derechos sobre los bienes 
expropiados, y no podía ser superior al valor neto de las propiedades, plantas 
y equipos, entendiéndose como tal, el valor de adquisición menos el monto 
acumulado de depreciación y amortización, a la fecha de la solicitud de expro­
piación, según los libros usados por el respectivo concesionario a los fines del 
Impuesto sobre la Renta. El mismo artículo 15 de la ley estableció una serie 
de deducciones que debían hacerse a dicha indemnización antes de su pago.

De acuerdo a esas normas, el Ministro de Minas e Hidrocarburos presentó 
a las veintidós empresas concesionarias las ofertas de indemnización, previén­
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dose el pago de acuerdo a dos sistemas: una parte pagada en efectivo, cancelán­
dose el material existente para el 31 de diciembre; y otro para el pago por concepto 
de equipos e instalaciones, que debía efectuarse en bonos de la deuda pública, 
conforme a lo autorizado por el artículo 16 de la ley.23 Las empresas concesio­
narias contestaron la oferta presentada por el Ejecutivo Nacional dentro de los 
15 días siguientes, y como consecuencia de ello, se llegó, entre el Ejecutivo 
Nacional y las empresas concesionarias, a un avenimiento, el cual se hizo constar 
en las llamadas Actas-Convenios, suscritos por el Procurador General de la 
República y las empresas concesionarias, conforme a las instrucciones impartidas 
por el Ejecutivo Nacional por órgano del Ministerio de Minas e Hidrocarburos; 
Actas de Avenimiento o Convenios cuyos efectos se producirían para la fecha 
de extinción de las concesiones, es decir, para el 31 de diciembre de 1975.

El día 28 de noviembre de 1975 concluyó la firma de las Actas Convenios 
entre la Procuraduría General de la República y las empresas concesionarias.24 
De acuerdo a lo previsto en el artículo 12 de la ley, el Ejecutivo Nacional, por 
órgano del Ministro de Minas e Hidrocarburos, sometió las Actas Convenios a 
la aprobación y consideración de las Cámaras Legislativas, en sesión conjunta, 
habiéndose iniciado el debate en el Congreso el día 10 de diciembre.25 Las Actas 
Convenios fueron aprobadas y el acuerdo de aprobación respectivo fue publicado 
el 18 de diciembre de 197 5 20 y de acuerdo a dichas Actas se pagó una indem­
nización estimada para el 31 de diciembre de 1975, a las principales empresas 
concesionarias y participantes, que ascendió a la cantidad de cuatro mil trescientos 
cuarenta y siete millones, novecientos treinta mil trescientos cincuenta y dos 
bolívares (Bs. 4.347.930.352,00).

La ley había previsto mecanismos para expropiar a las empresas concesio­
narias si no se lograba el avenimiento previsto en el artículo 12 de la ley, pero 
no fue necesario acudir a dicho procedimiento, ya que se logró el acuerdo. En 
el cuadro N * 1, se relaciona el monto de la indemnización pagada a las empresas 
concesionarias y participantes tal como resultó de las Actas Convenios aprobadas.

En la Cláusula Cuarta de las Actas Convenios suscritas por la República 
y algunas de las principales empresas concesionarias, se establecieron las bases 
para que éstas procedieran a constituir sendas compañías anónimas que progre­
sivamente irían asumiendo la operación integral de la industria; compañías anó­
nimas, que luego serían traspasadas a la República, al extinguirse las concesiones 
el 31 de diciembre de 1975, tal como sucedió.

23. Véase Irene Rodríguez' Gallad y Francisco Yanez: Cronología Ideológica de la
Nacionalización Petrolera en Venezuela, p. 403. Caracas, 1977.

24. Idem, p. 424.
25 . Ibidem, p. 430.
26. Véase en Gaceta Oficial N 9 1.784, Extr., de 18 de noviembre de 1975.
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C u a d r o  N ’ 1

MONTO DE LA INDEMNIZACION CANCELADA A LAS EMPRESAS CONCESIONARIAS

(En bolívares)

Monto total
de la A pagar

Empresas concesionarias indemnización en efectivo

1. Amoco Venezuela Oil Company

2. Caracas Petroleum S. A.

3. Chevron Oil Company of Venezuela

4. Continental Oil Company of Venezuela

5. Coro Petroleum Company

6. Creole Petroleum Corporation

7. Charter Venezuela Petroleum Company

8. Eastern Vz’la. Gas Traspt. Co. S. A.

9. International Petroleum (Vzla.) Limited

10. Mene Grande Oil Company

11. Mito Juan Concesionaria de Hidroc. C. A.

12. Mobil Oil Company of Venezuela

13. Phillips Petroleum Company

14. S. A. Petroleras Las Mercedes

15. Compañía Shell de Venezuela N. V.

16. Sinclair Venezuela Oil Company

17. Talon Petroleum C. A.

18. Texaco Maracaibo Incorporated

19. Texas Petroleum Company

20. Venezuela Atlantic Refining Company

21. Venezuela Gulf Refinig Company S. A.

22. Venezuela Sun Oil Company

T o t a l :

53.521.856,00 16.970.375,00

5.032.905,00 904.279,00

50.854.480,00 2.506.729,00

4.506.238,00 2.707,00

4.983.099,00 685.878,00

1.997.408.836,00 300.169.658,00

16.813.534,00 3.614.660,00

306.924,00 —

154.514.017,00 6.071.845,00

290.581.070,00 12.174.933,00

14.643.495,00 533.559,00

96.691.957,00 32.061.431,00

83.570.332,00 14.722.239,00

9.602.827,00 660.638,00

1.049.156.442,00 45.000.000,00

27.081.378,00 5.015.693,00

8.300.133,00 4.089.876,00

129.980.252,00 2.389.643,00

41.807.117,00 5.074.074,00

74.841.842,00 8.163.275,00

23.644.884,00 5.353.082,00

114.958.361,00 13.718.755,00

4.252.801.987,00 479.883.329,00
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(continuación)

Menos: Fondo de Garantía

A pagar 
en bonos

36.551.481.00

4.128.626.00

48.347.751.00

4.503.531.00

4.297.221.00

1.697.239.178.00

13.198.874.00 

306.924,00

148.442.172.00

278.406.145.00

14.109.936.00

64.630.526.00

68.848.093.00

8.942.189.00

1.004.156.442.00

22.065.685.00

4.210.257.00

127.590.609.00

36.733.043.00

66.678.667.00

18.291 .802.00

101.239.606.00

3.772.918.658.00

Depositado 
en BCV

3.226.639¡18

1.487.638,60 

5.775.445,78 

497.523,65 

1.515.680,97

239.157.619,70

1.381.001,55 

479.286,91 

14.620.203,12 

29.379.651,31

332.255,46

29.079.728,10

11.806.085,27

4.362.131,54

196.580.219,00

8.815.604,45

168.039,73

18.176.656,57

19.484.915,77

1.106.190,06 

13.309.799,36

10.941.969,03

611.764.305,71

Por depositar 
en BCV

18.539.762.99 

4.112.311,04

33.093.421,20

2.496.508,15

4.633.090,03

554.281.972,80

8.788.523.99 

266.056,89

78.622.259,88

152.283.893,92

2.428.449,74

41.959.871.10

30.342.359.73

20.527.419.46

538.441.507,30

28.170.026.10

3.104.893,57

39.701.158.73 

60.033.847,93 

35.568.093,34

8.747.856,33

29.354.698.47

1.695.577.942,79

Total

21.766.402,17

5.599.949,64

38.868.866,98

2.994.031,80

6.148.731,00

793.439.592.50

10.169.525.54

745.343,00

93.242.463,10

181.663.545,23

2.760.705,20

71.039.599,20

42.148.445.00

24.889.551.00 

735.021.726,30

36.985.630.55 

3.272.933,30

57.957.815,30

79.518.763,70

36.674.283,40

22.137.656,29

40.296.687.50

2.307.342.240,50

Neto a entregar

31.755.453,83 

( 567.044,64)

11.985.613,02

1.512.206,20 

( 1.165.632,00)

1.203.969.243,50

6.644.008,45 

( 433.419,80)

61.271.553,90

108.917.532,77

11.882.789.80

25.652.397.80

41.421.887,00

(15.286.724,00) 

314.134.715,70 

( 9.904.252,55)

5.027.199.70

72.022.436,70

(37.711.646,70)

38.167.558,60

1.507.227.71

74.661.673,50

1.945.459.738,50
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III PROCESO JURIDICO-ORGANIZATIVO DE LA INDUSTRIA
PETROLERA NACIONALIZADA

El proceso jurídico-organÍ2ativo de la industria petrolera nacionalizada, 
como era de esperarse, fue un proceso complejo, el cual se manifestó en tres 
aspectos fundamentales. En primer lugar, en la organización de la Administración 
Petrolera Nacionalizada, la mal debía asumir la industria; en segundo lugar, en 
la conversión de la industria petrolera en industria nacionalizada; y en tercer 
lugar, en la elaboración de los textos legales que permitieron la creación de los 
entes petroleros nacionalizados. Estudiaremos separadamente estos aspectos, pero 
antes analizaremos someramente lo que se establecía en el Informe de la Comisión 
Presidencial de la Reversión Petrolera de 1974.

1. El Informe de la Comisión Presidencial de la Reversión Petrolera 
de 1974

A . Aspectos generales

Mediante decreto N 9 10, del 22 de marzo de 1974,27 el Presidente de la 
República creó una Comisión que debía encargarse "de estudiar y analizar las 
alternativas para adelantar la reversión de las concesiones y los bienes afectos 
a ellas, a objeto de que el Estado asuma el control de la exploración, explotación, 
manufactura, refinación, transporte y mercadeo de los hidrocarburos” ,2* integrada 
por todas las instituciones, sectores, partidos, y grupos de interés representativos 
del país. La Comisión, denominada "Comisión Presidencial de la Reversión 
Petrolera” , se instaló en mayo de 1974 y entregó al Presidente en diciembre de 
1974 un Informe29 en cuya comunicación de remisión se puso de relieve lo 
siguiente:

Al analizar las vías jurídicas que es posible seguir para nacionalizar la 
industria de los hidrocarburos, se optó por recomendar, como la más idónea, 
la legislativa, por ser ella la que permite, con arreglo a lo dispuesto en 
los artículos 97 y 101 de la Constitución, la reserva al Estado de la indus­
tria de los hidrocarburos, y la adopción de un procedimiento especial de 
expropiación de los derechos derivados de las concesiones y de los bienes 
a ellas afectos. En este sentido la Comisión aprobó el proyecto de "Ley 
Orgánica que Reserva al Estado la Industria y el Comercio de los Hidro­
carburos” , el cual prevé la participación de las tres ramas del poder público 
en acto de tanta trascendencia nacional e internacional como lo es la 
nacionalización de la industria petrolera y cuya pronta aprobación se reco­
mienda.

27. Véase en Gaceta Oficial N ” 30.358, de 22 de marzo de 1974.
28. Artículo 1.
29. Edición multigrafiada, noviembre, 1974.
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Se formuló un modelo para la organización empresarial del Estado, que 
habrá de encargarse de la administración de los hidrocarburos al producirse 
la nacionalización de la industria, previo el análisis de las características 
específicas de la industria petrolera venezolana y de los aspectos adminis­
trativos de las concesionarias foráneas, como simples organismos suplidores 
de petróleo para las organizaciones transnacionales a las cuales pertenecen
y con respecto a las cuales tienen un alto grado de dependencia.30

Con los diversos trabajos que le habían sido entregados el 23 de diciembre 
de 1974, el Presidente de la República dijo que el Ministerio de Minas podía 
"iniciar los preparativos para la trascendental e histórica decisión que en el 
curso del próximo año tomaremos” .31 El Informe señalado contenía, en efecto, 
seis libros, relativos a los siguientes aspectos: Informe Central de la Comisión,
en el cual se expusieron las ideas básicas que justificaban la nacionalización
de la industria petrolera y se indicaron el conjunto de conclusiones y recomen­
daciones de las Subcomisiones; Informe sobre Recursos Energéticos; Informe 
sobre el Aspecto Laboral y de Recursos Humanos; Informe Económico-Finan­
ciero; Informe sobre el Aspecto Operativo de las Futuras Empresas Petroleras 
Nacionales; Informe sobre el Aspecto Jurídico-Organizativo con un Apéndice; 
Exposición de Motivos y el Proyecto de Ley Orgánica que reserva al Estado la 
Industria y el Comercio de los Hidrocarburos.

Los aspectos organizativos y administrativos del proceso de nacionalización 
se detallaron en el Informe de la Subcomisión Operativa (Libro V ), en el cual 
se expusieron, entre otros aspectos, los relativos a "la  estructura del organismo 
empresarial del Estado a quien corresponderá la tarea de manejar la industria 
nacionalizada del petróleo venezolano” ; "la secuencia que deberá adoptarse para 
que la nacionalización petrolera sea un proceso gradual que culmine con pleno 
éxito” ,32 y la forma jurídica y de creación que debía adoptarse respecto de la 
empresa petrolera nacionalizada.

B . Aspectos relativos a la denominada "Administración Petrolera 
Nacional”  (A PN )

La Comisión, en relación al organismo empresarial del Estado que debía ma­
nejar la industria petrolera nacionalizada, al cual se denominó Administración 
Petrolera Nacional (A P N ), recomendó lo siguiente:

2. La APN atenderá con toda independencia administrativa y en base 
a los más sanos principios gerenciales y técnicos, lo relativo a la explo-

30. Página 2 de la comunicación CPRP-34, del 6-12-1974.
31. Véase en El Nacional, p. D-5. Caracas, 24 de diciembre de 1974.
32. Pp. 1-35 del Informe.
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ración, explotación, refinación y transporte de hidrocarburos en el 
territorio nacional, así como al comercio de los mismos dentro y 
fuera del país, de acuerdo a los lincamientos previstos por la Ley 
Orgánica antes citada y a los siguientes objetivos fundamentales a 
largo plazo (macrometas):

a) Proporcionar al Estado venezolano los ingresos fiscales y los 
hidrocarburos que le señalen los órganos competentes de pla­
nificación nacional.

b) Garantizar permanentemente el suministro de los hidrocarburos 
que el país requiera.

c) Proveer un mercado preferencial a los bienes y servicios que 
el país produzca para la industria nacional de los hidrocarburos.

En el proceso de alcanzar los objetivos fundamentales, la APN deberá aten­
der dos objetivos básicos durante el período de transición comprendido 
entre el momento en que se inicie la creación de la APN hasta la oportu­
nidad en que se considere suficientemente cumplida la reestructuración
general de la industria petrolera de la Nación. Esos objetivos básicos a 
corto plazo (micrometas) son:

d) Mantener a la industria petrolera en su capacidad actual de 
generación de ingresos fiscales, aun cuando esa capacidad sólo 
se emplee parcialmente.

e) Mantener la eficiencia de las unidades operativas y de apoyo 
existentes, para garantizar la continuidad de las actividades de 
la industria.

3. Adoptar para la APN la estructura de una organización integrada 
verticalmente, multiempresarial y dirigida por una Casa Matriz. 
Este tipo de estructura provee una dirección central que formula los 
grandes lincamientos de la acción conjunta, acepta la más amplia 
delegación de responsabilidad y autoridad a las empresas operativas 
para el cabal cumplimiento de sus fines y permite una programación 
sistemática de inversiones y operaciones.

4. Crear las empresas de la APN como entes de la propiedad exclusiva 
del Estado, con personalidad jurídica y patrimonio distinto del Fisco 
Nacional, aptos para actuar con entera eficiencia en el campo 
mercantil.

5. Proporcionar a la APN máxima autonomía administrativa y plena 
flexibilidad de acción, dentro de la adhesión que deberá guardar 
con respecto a las pautas y estrategias de la planificación nacional.

6. Proporcionar a la APN autoridad propia para adelantar sus gestiones, 
dentro de los planes, programas y presupuestos aprobados y sin las 
trabas que han significado los controles previos externos requeridos 
en dependencias del Gobierno Nacional y en algunos institutos autó­
nomos.
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7. Adscribir la APN a la Presidencia de la República, a través del
Consejo Nacional de Empresas del Estado (propuesto por la Comi­
sión de Reforma Integral de la Administración Pública). Por esta 
adscripción la APN recibirá dirección política del Jefe del Estado, 
señalamientos programáticos de los organismos de planificación nacio­
nal, control normativo de los ministerios sectoriales y control fiscal 
posterior por parte de la Contraloría General de la República, rin­
diendo cuenta de sus resultados por ante el Consejo Nacional de
Empresas del Estado.

8. Separar diáfanamente los diferentes niveles organizativos que se
integran en el funcionamiento de la APN, como se muestra a con­
tinuación :

Ejecutivo Nacional

Nivel de Dirección Política.
Nivel de Tutela Programática.

Casa Matriz de la APN

Nivel de Dirección Empresarial.
Nivel de Apoyo Funcional.
Nivel de Coordinación.

Empresas Operadoras de la APN 

Nivel de Ejecución.

9. Asignar a la Casa Matriz, empresa llamada a funcionar en la APN 
como el organismo de dirección empresarial y de recepción de los 
planes, objetivos y estrategias del Ejecutivo Nacional en el sector 
de los hidrocarburos, las siguientes responsabilidades:

a) Estructurar una organización eficiente, en términos del aprove­
chamiento óptimo que haga de los recursos de hidrocarburos del 
país y de la utilización que dé a los recursos humanos, finan­
cieros y gerenciales a su disposición.

b) Adelantar una gestión confiable, que asegure la debida atención 
a los compromisos, tanto domésticos como internacionales, que 
adquiera la industria petrolera del Estado venezolano.

c) Mantener una actitud flexible, capaz de atender con acierto y rapi­
dez los cambios de situación que ocurran en la Nación y el 
mundo.

d) Garantizar, a todos los niveles y en cooperación con los organis­
mos educativos y de capacitación profesional del país, la forma­
ción del personal que requiera la APN y el sector de la pro­
ducción de bienes y servicios para la industria de los hidro­
carburos.
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e) Asegurar, a todos los niveles y en cooperación con los organismos 
calificados de Venezuela y el exterior, los servicios de investi­
gación y desarrollo requeridos para mantener a la industria de 
los hidrocarburos del país en el más alto nivel tecnológico.

f)  Establecer criterios propios de evaluación y control, así como 
todos los otros principios de sana administración empresarial, 
que sean requeridos para realizar una operación eficaz, en cuanto 
al cumplimiento de los objetivos de la APN.

10. Asignar a las empresas operativas, únicos organismos de la APN 
encargados de la ejecución de los planes y programas, las siguientes 
responsabilidades principales:

a) Desarrollar con los recursos a su disposición todas aquellas acti­
vidades cónsonas con los planes y programas aprobados por la 
Casa Matriz.

b) Contribuir a la optimización del rendimiento nacional derivado 
de las actividades industriales del petróleo.

11. Estructurar la Casa Matriz en forma tal que pueda cumplir las más 
amplias funciones de dirección de la APN, las cuales incluyen: pla­
nificación y desarrollo, evaluación y control, respaldo financiero, 
apoyo tecnológico, coordinación de actividades operativas, desarrollo 
de personal y gerencia, asesoramiento legal, relaciones públicas, pres­
tación de servicios centrales.

12. Estructurar empresas operadoras para atender las siguientes activi­
dades típicas de la industria y propias de la APN: exploración en 
cuencas nuevas, exploración en cuencas tradicionales, producción 
de petróleo y gas, refinación, prestación de servicios tecnológicos, 
comercialización externa, comercialización interna, transporte ma­
rítimo.

13. Dotar a la APN de un régimen propio de administración de personal, 
independiente de la Administración Pública. Este régimen deberá 
velar por la captación y desarrollo de personal y gerencia; establecer 
los patrones de sueldos, salarios, compensaciones y promociones, 
siempre en base a la actuación individual y a los méritos del trabajo 
realizado; garantizar que los obreros, empleados, supervisores, geren­
tes y directores de la APN no serán considerados empleados públicos, 
y mantener las condiciones económicas, sociales, asistenciales y de 
cualquier otro orden logradas en la industria petrolera.

14. Dotar a la APN de un cuerpo gerencial de prestigio y competencia, 
siendo necesario para ello:

a) Integrar la Junta Directiva de la Casa Matriz con personas de 
vasta y reconocida experiencia petrolera o empresarial, pública 
o privada.

b) Integrar las organizaciones de apoyo funcional de la Casa Matriz 
con profesionales y técnicos especializados de alta calificación.
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c) Integrar las juntas directivas de las empresas operadoras con 
personas de larga experiencia técnica y administrativa en la 
industria petrolera, pública o privada.

15. Dotar a la APN de un Plan de Organización que le permita ponerse 
en marcha a corto plazo y mantener las actividades de la industria 
a sus niveles actuales.33

C. Aspectos relativos a la secuencia del proceso nacionalizador

Para alcanzar la nacionalización petrolera en el menor tiempo, al más bajo 
costo social posible y procurando el óptimo beneficio nacional, la Comisión 
recomendó aplicar principios de gradualismo y organicidad, en la siguiente 
forma:

1. Concebir y realizar el conjunto de medidas que configuran la nacio­
nalización de la industria petrolera como un proceso gradual cuya 
celeridad quede determinada por la capacidad de absorción de acti­
vidades que muestre la APN y por los requerimientos de la conve­
niencia nacional.

2. Mantener a la CVP operando en sus áreas asignadas y en sus actuales 
actividades, hasta tanto se integre a la APN y forme parte de la 
reestructuración general de la industria, la cual afectará a todas las 
empresas operadoras de la APN. En esa reestructuración se reco­
mienda tomar muy en cuenta el papel que ha desempeñado la CVP 
como empresa pionera en la actividad petrolera del Estado venezolano.

3. Mantener al Ministerio de Minas e Hidrocarburos como el organismo 
estatal de formulación de política petrolera y como el mecanismo 
de control normativo de las actividades de esa industria, reajustando 
su funcionamiento a la nueva perspectiva que involucra la actividad 
exclusiva del Estado en el sector petrolero. A su función rectora, el 
MMH deberá incorporar a corto plazo todo el planteamiento ener­
gético, como envolvente de la cuestión petrolera.

4. Adoptar el siguiente procedimiento para ejecutar el Plan Básico de 
Organización de la APN, en el entendido de que dicho plan podría 
ser modificado por la Casa Matriz después que ésta se constituya:

a) En la etapa inmediata, crear la Casa Matriz e integrar sus prin­
cipales organizaciones de apoyo funcional. Además, en esta 
etapa se crearían cuatro empresas operadoras para atender las 
siguientes actividades específicas:

*  Comercialización externa.
*  Transporte Marítimo (flota petrolera).
*  Exploración (cuencas nuevas).
*  Servicios tecnológicos.

33. Pp. 1-38 y 1-45 del Informe.
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b) En la etapa intermedia, durante el proceso de expropiación, esta­
blecer empresas operadoras filiales de la Casa Matriz para recibir 
los derechos de las 22 concesionarias existentes y realizar las 
actividades de producción, exploración en las cuencas tradicio­
nales, refinación y transporte correspondientes. En esta etapa 
es fundamental mantener en su estado actual las unidades ope­
rativas de las concesionarias, el personal que en ellas trabaja, 
el régimen administrativo y las relaciones técnicas entre las dife­
rentes organizaciones.

c) En una etapa ulterior, reestructurar la industria en forma general 
con el objeto de optimizar los beneficios nacionales derivados 
de la actividad petrolera. Esto envuelve integrar la CVP a la 
APN y nuclear la CVP y las empresas operadoras que sustituye­
ron a las concesionarias en un número reducido de empresas 
productoras:

*  Productora A
*  Productora B
*  Productora C
*  Productora D

Además, en esta etapa se decidirá sobre la conveniencia de establecer dos 
empresas separadas para atender las siguientes actividades específicas:

*  Refinación.
*  Comercialización interna.

A la Casa Matriz le corresponderá decidir, en última instancia, sobre el 
número de empresas productoras y sobre el grado de integración vertical 
de cada una de ellas.

5. Mantener las empresas de la APN sujetas, en cuanto les sean apli­
cables, a las disposiciones legales que rigen las relaciones del Estado
venezolano con las empresas concesionarias, de acuerdo a lo previsto
en la Ley Orgánica propuesta por la Comisión.34

D . Aspectos relativos a la forma jurídica y de creación 
de la empresa petrolera nacionalizada

En el Proyecto de Ley Orgánica que reserva al Estado la Industria y el 
Comercio de los Hidrocarburos que se acompañó, como Apéndice, al Informe, 
se estableció expresamente, en su artículo 5", lo siguiente:

Artículo 59 Las actividades señaladas en el artículo 1’  de la presente ley 
sólo podrán ser ejercidas:

a) Por el Ejecutivo Nacional, y

34. Pp. 1-45 a 1-49 del Informe.
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b) Por entes de la propiedad exclusiva del Estado creados mediante 
leyes especiales, a los cuales les sean asignados por el Ejecutivo 
Nacional, previa aprobación del Senado, los correspondientes 
derechos para ejercer una o más de las indicadas actividades. Los 
derechos asignados no podrán ser enajenados, gravados o ejecu­
tados, so pena de nulidad de los respectivos actos.

A tales entes les estará permitido crear empresas de su exclusiva 
propiedad, para realizar una o varias de las actividades compren­
didas en los derechos que se les asignen, e igualmente podrán 
celebrar los convenios operativos necesarios para la mejor reali­
zación de sus actividades, sin que en ningún caso estas gestiones 
afecten la esencia misma de los derechos asignados.

En relación a este artículo, la Exposición de Motivos de la Ley, explicaba 
lo siguiente:

En el artículo 59 se establece que las actividades reservadas sólo podrán 
ser ejercidas por el Ejecutivo Nacional, forma tradicional mantenida en 
nuestras leyes de hidrocarburos, y por entes de la propiedad exclusiva del 
Estado creados mediante ley especial. Este artículo perfecciona la figura 
de la asignación de tales derechos. En efecto, los derechos para ejercer una 
o más de las actividades señaladas en el artículo l 9 sólo pueden ser asig­
nados, con la previa aprobación del Senado, a entes de la propiedad exclu­
siva del Estado, creados mediante ley especial, sin que tales derechos 
puedan ser enajenados, gravados o ejecutados so pena de nulidad. Si bien 
a tales entes les estará permitido crear empresas de su exclusiva propiedad, 
para realizar una o varias de las indicadas actividades, e igualmente celebrar 
los convenios operativos necesarios para la mejor realización de dichas 
actividades, debe quedar muy claro que en ningún caso estas gestiones debe­
rán afectar la esencia misma de los derechos asignados. En efecto, está 
totalmente descartada la posibilidad de crear empresas mixtas o de parti­
cipación, para la realización de las actividades reservadas, pero ello no 
excluye la celebración de convenios o contratos con empresas privadas para 
la ejecución de determinadas obras o servicios por los cuales estas últimas 
recibirían el pago en dinero o en especie, sin que en este último caso 
se pueda comprometer un porcentaje fijo de la producción de un deter­
minado campo o la entrega de una cantidad substancial de petróleo que 
desdibuje la figura del simple contrato de servicio u operación. El Estado 
podría participar como socio en una de estas empresas prestadoras de tales 
servicios, lo que redundaría en acopio de experiencia para el Estado y sus 
entes en el campo operativo industrial.35

De lo anterior, deben destacarse los siguientes aspectos:

En primer lugar, que el Proyecto dejó cierta flexibilidad en cuanto a la 
forma jurídica de los entes petroleros nacionalizados, pues no calificó su forma

35. Pp. 1-62 y 1-63 del Informe.
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jurídica. El Proyecto inicialmente redactado por la Subcomisión Jurídica estable­
cía en su artículo 2° que, además del Ejecutivo Nacional, las actividades reser­
vadas podían ser ejercidas "por institutos autónomos o empresas de la propiedad 
exclusiva del Estado” ,36 con lo cual se daba alguna orientación en torno a la 
forma de derecho público y de derecho privado que debían tener las empresas 
petroleras nacionalizadas.

En segundo lugar, que los entes que administrarían la industria petrolera 
nacionalizada, debían ser creados "mediante leyes especiales” , con lo cual el 
Congreso conservaba un mecanismo ulterior de intervención en el proceso y se 
quitaba flexibilidad al Ejecutivo Nacional.

En tercer lugar, que posteriormente, para que esos entes pudiesen realizar 
actividades petroleras, debían obtener del Ejecutivo Nacional una "asignación” 
de las mismas conforme a lo previsto en la Ley de Hidrocarburos, "previa apro­
bación del Senado” , con lo cual una vez más, se rigidizaba el proceso, al preverse 
la intervención del Poder Legislativo.

En cuarto lugar, que estaba totalmente descartada la posibilidad de que los 
particulares, incluso mediante su participación en empresas mixtas, intervinieran 
en las actividades reservadas, lo que no excluía la posibilidad de que se celebrasen 
con aquéllos convenios para la ejecución de determinadas obras o servicios.

Este artículo 6? del Proyecto, fue modificado, tanto por el Ejecutivo Nacio­
nal al presentar el Proyecto a la consideración del Congreso, como por el propio 
Congreso, sobre todo en la Cámara de Diputados. No sólo se admitió la posi­
bilidad de constituir empresas mixtas, sino que se flexibilizaron las normas para 
la creación de las empresas nacionalizadas.

2. El proceso de organización de la Administración Petrolera 
Nacionalizada

Varios aspectos resaltan de la organización de la Administración Petrolera 
Nacional: uno, su vinculación y relación con la Administración Central Minis­
terial; y otro, su estructuración interna.

A. La adscripción de la Organización Petrolera Nacionalizada 
a la Administración Pública

Uno de los aspectos más resaltantes de las recomendaciones del Informe 
de la Comisión Presidencial de la Reversión Petrolera, en relación a la estruc­
turación de la Administración Petrolera Nacional, era la proposición de que 
debía proporcionársela de una "máxima autonomía administrativa y plena flexi­

36. Art. 2. Véase en El Nacional, p. D-l. Caracas, 20 de agosto de 1974.
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bilidad de acción, dentro de la adhesión que deberá guardar con respecto a 
las pautas y estrategias de la planificación nacional” . En tal sentido, se proponía 
"adscribir la APN a la Presidencia de la República, a través del Consejo Nacio­
nal de Empresas del Estado (propuesto por la Comisión de Reforma Integral 
de la Administración Pública). Por esta adscripción, la APN recibirá dirección 
política del Jefe del Estado, señalamientos programáticos de los organismos de 
planificación nacional, control normativo de los ministros sectoriales y control 
fiscal posterior por parte de la Contraloría General de la República, rindiendo 
cuenta de sus resultados por ante el Consejo Nacional de Empresas del Estado” .37

El sentido de esta recomendación, tal como la explicó el Presidente de la 
Subcomisión que la preparó, era la de que la APN debía ser concebida como
una organización regida por una Casa Matriz "tan separada y distinta de la
Administración Pública como fuere posible” .38 Con la adscripción de la APN
al famoso "Consejo Nacional de Empresas del Estado” el cual, afortunadamente,
nunca se creó,39 se reconocía que "no obstante la independencia que se le otorgue 
con relación a la Administración Pública, la APN es un ente del Estado, de 
quien proviene su existencia y para quienes deberá trabajar” .40 Sin embargo, se 
buscaba alejarla de la Administración Pública tradicional mediante su no ads­
cripción al Ministerio sectorial correspondiente, el antiguo Ministerio de Minas 
e Hidrocarburos (el actual Ministerio de Energía y Minas), y su adscripción 
al Consejo Nacional de Empresas del Estado, con cuyo proyecto se pretendía 
desvincular las actividades empresariales del Estado de las políticas sectoriales. 
Contra esta fórmula reaccionó el Contralor General de la República, doctor José 
Muci-Abraham, en un famoso Informe sobre el Proyecto de Ley, en el cual 
señaló, en relación a estos aspectos, lo siguiente:

La adscripción de la APN (de la Casa Matriz) al Ejecutivo Nacional, o 
en otras palabras, las relaciones entre el Estado (el Ejecutivo Nacional) y 
la Casa Matriz de la APN, forzosamente tendrán que producirse a través 
del Ministerio de Minas e Hidrocarburos. De lo contrario, sea que se ads­
criba la APN a la Presidencia de la República, o al propuesto Consejo 
Nacional de Empresas del Estado, el Ministerio de Minas e Hidrocarburos 
tendría que desaparecer, por falta de competencias y funciones sustanciales; 
a esta situación, en nuestro criterio, no debe llegarse. . .  si bien es conve­
niente la estructuración de la APN en un holding sectorial de empresas

37. Pp. 1-40.
38. Véase la información dada por Humberto Peñaloza <*n El Racional, p. D-4. Caracas,

l 7 de diciembre de 1974.
39. Véase nuestra crítica en Allan-R. Brewer-Carías: "Algunos aspectos jurídicos de

las relaciones entre el gobierno central y las empresas del Estado” , en CLAD,
Gobierno y empresas públicas en América Latina, Buenos Aires, 1978, pp. 176 y ss.

40. Véase la información dada por Humberto Peñaloza en El Nacional, p. D-4. Caracas,
1* de diciembre de 1974.
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públicas petroleras, dicho holding (Casa Matriz) debe estar adscrito 
al Ministerio Sectorial respectivo, es decir, estar adscrita al Ministerio 
de Minas e Hidrocarburos, el cual a su vez debe ser reformado. Al con­
trario, no parece conveniente la adscripción de la APN al proyectado Con­
sejo Nacional de Empresas del Estado. La vinculación del holding petro­
lero al Ministerio responsable del sector, en definitiva, será la mejor vía 
para garantizar la adecuación de las actividades de la APN a las políticas 
gubernamentales.41

De estos criterios confrontados, prevaleció el expresado por el Contralor 
General de la República, Petróleos de Venezuela S. A., como Casa Matriz de 
la industria petrolera nacionalizada, recibe las directivas políticas del Ministro 
de Energía y Minas, quien ejerce la representación de las acciones de la Repú­
blica en la Asamblea. El Ministro, así, ejerce el control accionarial sobre la 
industria petrolera nacionalizada, a través de Petróleos de Venezuela C. A., 
como Casa Matriz.42 Las modalidades de las relaciones entre Petróleos de Vene­
zuela S. A. y la Administración Central, se exponen más adelante.43

B. La organización interna de la industria petrolera nacionalizada

La Comisión Presidencial de la Reversión Petrolera había propuesto la 
integración de la industria nacionalizada, a través de "una organización integrada 
verticalmente, multiempresarial y dirigida por una Casa Matriz” y compuesta 
por una serie de empresas aptas "para actuar con entera eficiencia en el campo 
mercantil” .44 Se consideró, además, que la Casa Matriz debía "limitarse a las 
actividades más generales de planificación, organización, dirección, coordinación 
y control de la APN, sin injerencia alguna en las actividades específicas de las 
filiales operativas, únicas encargadas de la ejecución de los planes y programas” .45 
En cuanto a las empresas operadoras, se señaló que cada una de ellas debía 
"representar una actividad empresarial que la APN considere necesario desarrollar. 
El establecimiento de una actividad como empresa operadora separada deberá 
contribuir a la realización de los objetivos de la APN; y cada empresa operadora 
deberá justificarse en términos de magnitud y potencial de crecimiento” .46

41. Opinión del Contralor General de la República sobre el articulado del Proyecto 
de Ley Orgánica que reserva al Estado la Industria y el Comercio de los Hidro­
carburos, en separata Informe al Congreso, 1975, pp. 25 y 2"L Véase, además, los 
comentarios a dicho Informe del Contralor, en C. R. Chávez: "La Autoridad Petro­
lera Nacional” , en El Universal, p. 2-23. Caracas, 20 de abril de 1975.

42. Este control ministerial fue criticado por la Agrupación de Orientación Petrolera 
(Agropet), la cual consideró que con ello la Casa Matriz' "quedaría reducida a 
la condición de apéndice del Ministerio Sectorial” . Véase en El Universal, pp. 1-12, 
Caracas, 10 de septiembre de 1976. Otras críticas pueden verse en El Nacional, 
pp. 6-2. Caracas, 24 de julio de 1975­

43 . Véase la Parte IV de este Estudio.
44. Pp. 1-39 del Informe.
45. Pp. V-61 del Informe.
46. Pp. V-62 del Informe.
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Al inicio de la actividad de la industria petrolera nacionalizada, comenzaren 
a actuar, la Casa Matriz, Petróleos de Venezuela S. A. y catorce empresas ope­
radoras: la Corporación Venezolana del Petróleo S. A., empresa constituida por 
la transformación del antiguo instituto autónomo del mismo nombre,47 y por 
las siguientes trece empresas que se habían constituido en sustitución de las 
empresas concesionarias, y cuyas acciones fueron traspasadas a Petróleos de 
Venezuela S  A.

—  Lagovén (antes Creóle).
—  Maravén (antes Shell).
—  Menevén (antes Mene-Grande).
—  Llanovén (antes Mobil Oil).
— Deltavén (antes Texaco y Texas).
—  Palmavén (antes Sun y Charter).
—  Roquevén (antes Phillips).
—  Barivén (antes Sinclair y Vareo).
—  Amovén (antes Amoco).
—  Boscanvén (antes Chevron).
—  Talovén (antes Talón).
—  Guarivén (antes Las Mercedes).
—  Vistavén (antes Mito Juan).48

La Casa Matriz, a los efectos de coordinar la actividad de las empresas 
operadoras, estableció diversos coordinadores de áreas de actividad para Mate­
riales y Equipos; Planificación; Desarrollo Tecnológico; Organización y Recursos 
Humanos; Control y Finanzas; Mercado Interno; Producción; Refinación, Sumi­
nistro y Comercio, y Exploración.49 Estos coordinadores tenían la misión de 
estar en contacto directo con las diferentes áreas de las empresas operadoras, 
con el objeto de aportar sus conocimientos e informar a la Casa Matriz de esas 
actividades.

Después de un año de funcionamiento de la industria petrolera naciona­
lizada, se inició el proceso de racionalización de las operadoras, tendiente a 
lograr su fusión y reducir las catorce empresas a cuatro.

47. Véase el decreto N 9 1.127, del 2 de septiembre de 1975, en Gaceta Oficial N 9
30.864, de 5 de diciembre de 1975.

48. Véase la información en El Universal, p. 2-1; y en Petróleos de Venezuela, Informe
Anual, 1976, p. 13.

49. Idem.
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C u a d r o  N9 2

ORGANIZACION INICIAL DE LA INDUSTRIA PETROLERA NACIONALIZADA

Petróleos de Venezuela, S. A.

Lagoven
Maraven Meneven Lfanoven
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i Deltaven

......  ...........

i Palmaven
Roqueven Barivcn Arnoven j Boscanven j Talaven
Gucriven Vistaven
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En tal sentido, en el Informe Anual correspondiente al Ejercicio 1976, pre­
sentado en agosto de 1976, se indicaba que se había iniciado "la racionalización 
operacional de la industria, proceso que habrá de culminar con una apreciable 
simplificación del cuadro administrativo y operacional que existe hoy día. La 
primera etapa, la cual ya está en marcha, es de coordinación administrativa de 
unas empresas filiales por otras y no involucra cambios corporativos o estructu­
rales de las empresas. Es una etapa, sin embargo, que nos facilitará el camino 
hacia la segunda fase, la cual será la integración definitiva de las empresas” .50

En diciembre de 1976, en esta forma, se anunció que no se justificaba que 
continuasen las operadoras en forma dispersa, por lo cual se iniciaba la etapa de 
coordinación de las mismas, con vista a su integración. Así, se anunció el 
inicio del siguiente esquema de cordinación:

Empresa Coordinadora Empresa Coordinada

Lagovsn • 
Maraven *

Meneven *

Llanovert * 
CVP «

* Amovtn
* Roqueven 
b Taloven 
-V istaven
- Guarivert 
■ Bariven
* Boscanven

C u a d r o  N 9 3
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Petróleos de Venezuela, S. A.

50. Petróleos de Venezuela, Informe Anual l'j. 5, p. 7.



Palmavén y Deltavén siguieron reportando directamente a Petróleos de 
Venezuela S. A.51

La coordinación así iniciada, abarcó los aspectos financieros, administra­
tivos y técnicos de la industria. Las empresas coordinadoras, además, comenzaron 
a recibir cuenta de las empresas coordinadas, por lo que comenzaron a reportar 
a Petróleos de Venezuela S. A. sólo 7 empresas, en lugar de las catorce iniciales.

Las empresas coordinadas, sin embargo, continuaron conservando su entidad 
empresarial y personalidad jurídica. En esta forma se abría el proceso de inte­
gración de las empresas operadoras, el cual se desarrolló durante el año 1977.

Durante este año 1977, en efecto, se desarrolló el siguiente esquema de 
racionalización de la industria, agregándose en el sistema de coordinación, cri­
terios geográficos:

Empresa Coordinadora

Meneven

Empresa Coordinada 

Ameven

Roqueven-Oriente

Roqueven-Occidenle
Vlstoven-Occidente
Taloven-Falcón

Roqueven-Son Roque 
Visfaven-Orienfe 
Taloven-Oriente 
Bariven-EI Chaure 
Guariven-Guárico

CVP

Uanoven

51. Véase la información del Vicepresidente de Petróleos de Venezuela en El Nacional, 
p. D-9. Caracas, 11 de diciembre de 1976.
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PROCESO DE REESTRUCTURACION DE LA INDUSTRIA PETROLERA 
NACIONALIZADA

ENERO, 1978

Se llegó, así, en 1977, a un esquema de coordinación y organización de 
cinco empresas operadoras.52

En enero de 1978, en esa forma, materialmente había concluido el proceso 
de reestructuración de las empresas operadoras, habiéndose reducido las 14 em­
presas iniciales a cuatro grupos operadores, a cargo de las siguientes empresas, 
tal como lo anunció el Vicepresidente de Petróleos de Venezuela S. A.

1. Lagovén, empresa que absorbió las operaciones de Amovén y las acti­
vidades de Roquevén en el Oriente del país;

2. Maravén, empresa que absorbió las actividades de Roquevén en Occi­
dente, así como los campos de Mara de Vistavén y los campos de 
Talovén en el Estado Falcón;

3. Menevén, empresa que absorbió las operaciones de Talovén, Guarivén 
y Vistavén en Oriente y el Estado Guárico, así como las operaciones 
de la refinería El Chaure, en el Estado Anzoátegui;

4. CVP-Llanovén, grupo que estaba en proceso de fusión y que concluía 
las operaciones de la empresa Boscanvén en el Occidente, así como 
las actividades de producción de Barivén en el Estado Barinas. Este 
grupo debía absorber también las operaciones de las empresas Pal- 
mavén y Deltavén.53

52. Petróleos de Venezuela, Informe Anual 2977, p. 7.
53. Véase la información de J. C. Arreaza en El Nacional, p. D-13. Caracas, 28 de 

enero de 1978. Cfr. en la Presentación de Julio César Arreaza ante la XIII Asamblea 
de ARPEL, México, abril, 1978.
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Cuadro N ç 5

PROCESO DE RACIONALIZACION DE LA INDUSTRIA

Enero 1976 Coordinación 1977 Integración 1979

Además, mediante la Ley de Conversión del Instituto Venezolano de Petro­
química en Compañía Anónima, del 18 de julio de 1977,54 se autorizó al Ejecu­
tivo para proceder a dicha conversión mediante decreto,55 lo cual se hizo en 
diciembre de 1977,56 y además, para aportar las acciones de Petroquímica de 
Venezuela S. A. (Pequivén), "en el aumento de capital que a efectos de su 
adquisición, pudiera hacer la empresa de propiedad exclusiva del Estado Petró­
leos de Venezuela S. A .” .57 Las referidas acciones, emitidas originalmente a 
nombre de la República de Venezuela,58 fueron traspasadas a Petróleos de 
Venezuela S A. el l 9 de marzo de 1978 59 habiéndose concretado en 1978, por 
el Ejecutivo Nacional, mecanismos que permitieron proveer los fondos nece­
sarios para el saneamiento de la industria petroquímica.60 Petróleos de Vene-

54. Véase en Gaceta Oficial N ç 31.278, del 18-7-1977.
55. Véase el decreto N 9 2.454, del 22 de noviembre de 1977, en Gaceta Oficial N 9

31.369, del 25 de noviembre de 1977.
56. Petróleos de Venezuela, Informe Anual 1977, p. 6.
57. Art. 2 9 de la Ley de Conversión.
58. Artículo 2° del decreto.
59. Petróleos de Venezuela, Informe Anual 1978, p. 5.
60. Idem.
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zuela S. A., en efecto, había manifestado al Ejecutivo Nacional durante 1977, 
su "confianza en que el Ejecutivo Nacional cumplirá su ofrecimiento de sanear 
financieramente a la Petroquímica antes de dicho traspaso, a fin de no compro­
meter los fondos destinados a las inversiones en el sector petrolero en pagar 
los déficits y pérdidas acumuladas en el citado Instituto” .61

Por otra parte, el Instituto Tecnológico Venezolano del Petróleo (IN TEVEP), 
como Fundación adscrita a Petróleos de Venezuela S. A., comenzó sus activi­
dades de investigación relacionadas con las operaciones de la industria en 1976,62 
habiendo sido transformado en Compañía Anónima en mayo de 1979, siendo 
Petróleos de Venezuela S. A. su único accionista, convirtiéndose, por tanto, en 
la sexta empresa filial de esa empresa.63

El proceso de integración y racionalización de la industria petrolera nacio­
nalizada, tendiente a estructurar cuatro empresas operadoras, puede decirse que 
concluyó en 1979- En efecto, en noviembre de 1978 Petróleos de Venezuela S. A. 
constituyó la empresa Corpovén, la cual recibió todo el personal de las siguientes 
seis empresas operadoras del llamado Grupo CVP-Llanovén, con quienes, ade­
más, celebró sendos convenios de operación: CVP y Llanovén, Boscanvén, Ba- 
rivén, Deltavén y Palmavén.

A partir del l 9 de enero de 1979, además, el Ministerio de Energía y Minas 
redeterminó las áreas de actividad de las mencionadas empresas, asignándose 
todas a Corpovén. En la Asamblea General de agosto de 1979, el capital de 
Corpovén fue aumentado y con ello adquirió los activos de las empresas fusionadas.

En 1979, por tanto, se cumplió el proceso de racionalización de la industria, 
habiéndose integrado las catorce operadoras iniciales en las siguientes cuatro: 
Lagovén, Maravén, Menevén y Corpovén.64 En relación a este proceso, el Vice­
presidentes de Petróleos de Venezuela expresó en junio de 1979, lo siguiente:

El proceso se inició en 1977 con la etapa de coordinación, mediante la cual 
siete empresas filiales de Petróleos de Venezuela, de las catorce existentes, 
presentaban cuenta directamente a la Casa Matriz, coordinando las cinco 
mayores de ellas a siete de menor tamaño.

61. Petróleos de Venezuela, Informe Anual 1977, p. 6.
62. Petróleos de Venezuela, Informe Anual 1976, p. 24.
63. Véase el discurso de Julio César Arreaza, Presidente Encargado de Petróleos de

Venezuela ante la X X X V  Asamb'ea Anual de Fedecámaras, Porlamar, 18 de 
junio de 1979. INTEVEP S. A. fue inscrita en el Registro Mercantil de la 
Circunscripción Judicial del Distrito Federal y Estado Miranda el 31 de mayo de 
1979, bajo el N" 15 del tomo 65-A segundo.

64. Petróleos de Venezuela, Informe Anual 1978, pp. 4 y 57.
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Al finalizar 1977 establecimos un mecanismo de absorción que desembocó, 
al iniciarse el presente año, en cuatro grandes empresas operadoras: Lago- 
vén, Maravén, Menevén y Corpovén.

Hemos estado especialmente atentos a la preservación de la confianza y 
de la motivación del personal durante un proceso que incide directa e 
indirectamente sobre su futuro y sus carreras.

Creemos haber llevado el proceso con buen éxito, ayudados por la gran 
disciplina y sentido de responsabilidad de los Presidentes, Directores, Eje­
cutivos y demás trabajadores de las empresas filiales.

El proceso de racionalización abre nuevas oportunidades de desarrollo 
profesional al crecer el tamaño de las empresas y al concretarse la expan­
sión de actividades de la industria; permite una mejor planificación de 
carreras, al disminuir el número de empresas y uniformarse los procedi­
mientos de evaluación de puestos y de evaluación de desempeño en el 
trabajo; aumenta la oportunidad de una libre intercambiabilidad de recursos 
humanos entre las empresas del Sector Petrolero y — por extensión—  con 
las empresas del Sector Petroquímico, así como el Instituto de Tecnología 
Aplicada INTEVEP; facilita grandemente a la Casa Matriz un conoci­
miento más directo de los recursos humanos, lo cual incide positivamente 
sobre su óptima utilización, y en ningún caso la remuneración y otras 
condiciones de trabajo del personal son desmejoradas al pasar de una a 
otra empresa.65

C u a d r o  N *  6

ORGANIZACION DE LA INDUSTRIA PETROLERA NACIONALIZADA

AGOSTO, 1979

Petróleos do Venezuela. S. A .

-Pequiven, S.A . Logoven Maraven Meneven Corpoven tntevep

3. El proceso de conversión de la industria petrolera en industria 
nacionalizada

Sin duda, al momento de iniciarse la nacionalización de la industria petro­
lera, resultaba claro que los problemas jurídicos que planteaba dicho proceso 
no eran los de mayor importancia ni los más complejos. Tal como lo señalaba 
a comienzos de 1975 el Presidente de la Comisión Permanente de Minas e 
Hidrocarburos de la Cámara de Diputados, los de mayor entidad y complejidad

65. Presentación del doctor Julio César Arreaza, Presidente de la Delegación Vene­
zolana ante la X IV  Asamblea Ordinaria de Arpel Río de Janeiro, mayo 30-junio 
r ,  1979. ‘
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eran los problemas organizativos y administrativos, “ es decir, ios relativos a 
cómo se va a operar la industria nacionalizada y a cómo se va a realizar el traspaso 
de numerosas y complicadas estructuras operativas al dominio de la Nación” .65bis

Por ello, la principal preocupación que originaba el proceso de conversión 
de la industria petrolera en industria nacionalizada era sin duda, la que surgía 
de los problemas administrativos y organizativos, pues, ante todo, se buscaba 
que dicho proceso no afectara la marcha de la industria.

La forma más simple, jurídicamente hablando, para asegurar esea conversión 
sin afectar la operación de la industria, hubiera sido la transferencia de las acciones 
de las empresas concesionarias al Estado. Así se expresaba el Viceministro de 
Minas e Hidrocarburos en octubre de 1974, cuando aún la Comisión Presidencial 
para la Reversión Petrolera no había terminado su informe:

Este gobierno estudia estructurar una compañía matriz que tenga como fina­
lidad la orientación de las grandes líneas de la gestión petrolera. Esta 
compañía coordinará las actividades de las empresas operativas de la indus­
tria que deberán conservar —las empresas—  sus estructuras actuales. Esas 
empresas simplemente cambiarán de dueños, pero seguirán operando en 
la misma forma con el objeto de no producir distorsiones en la industria.66

El cambio de dueño, en todo caso, no era tan simple jurídica y políticamente 
hablando.

La preocupación por el mantenimiento de la estructura administrativa de 
las empresas nacionalizadas, a corto plazo, en todo caso, fue una constante.67 
Ella llevó a los representantes de la Federación de Cámaras y Asociaciones de 
Producción (Fedecámaras), la mayor organización de productores y comer­
ciantes privados, a plantear, en el voto salvado que formularon a algunos artículos 
del Proyecto de Ley de Nacionalización Petrolera, lo siguiente:

El Anteproyecto de Ley que Reserva al Estado la Industria y el Comercio 
de los Hidrocarburos, debe estar fundamentado en dos principios esenciales, 
a saber: a) desde el punto de vista estructural, que el Anteproyecto consagre 
procedimientos adecuados y convenientes para que la transferencia de la 
operación del control absoluto de la industria petrolera al Estado, se haga 
en forma gradual y constante, de manera que el Estado pueda absorber 
dicha actividad en la medida en que haya creado y puesto en funciona­
miento las estructuras de organización administrativa necesarias para esta 
finalidad. . .

65 bis véase las declaraciones de Arturo Hernández Grisanti en El Nacional, 11 de enero 
de 1975, p. D-l.

66. Véase las declaraciones de Fernando Báez Duarte en El Nacional, 5 de octubre 
de 1974, p. D-l.

67. Cfr. las conclusiones del Congreso de Economía Petrolera y Minera en El Nacional, 
Caracas, 8 de noviembre de 1974, p. D-8.
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. . .N o obstante la extremada acuciosidad de los mantenedores del Ante­
proyecto en el propósito de prever los menores detalles, el instrumento se 
encuentra inconcluso, pues no establece un régimen transitorio que facilite 
y ordene la transferencia gradual de los bienes afectos a las concesiones de 
acuerdo a la capacidad de absorción que el Estado pueda crear e incre­
mentar para recibirlos, sin provocar interrupciones del proceso productivo. 
Además, el Anteproyecto, cualesquiera que fueren las modificaciones que 
le sean introducidas por el Ejecutivo y el Legislativo, impone la aprobación 
anterior de otro instrumento legal que cree las estructuras básicas de la 
Casa Matriz y de las diversas empresas operativas que sustituyan la acción 
de las actuales compañías extranjeras radicadas en nuestro país. De lo 
contrario, no existirán los mecanismos indispensables para recibir las ins­
talaciones y otros bienes cuyo tránsito al dominio del Estado se pauta en 
el Anteproyecto de Ley Orgánica aprobado por la Comisión Presidencial.63

En efecto, tal como se indicó, en el Proyecto de Ley que Reserva al Estado
la Industria y el Comercio de los Hidrocarburos elaborado por la Comisión
Presidencial, no se previo norma alguna que regulara el proceso administrativo 
de conversión de la industria petrolera en industria nacionalizada,69 lo cual no 
se planteó, tampoco, ni en el Informe ni en el texto del Proyecto elaborado por 
la Comisión Permanente de Minas e Hidrocarburos de la Cámara de Diputados.70 
En este Informe, sin embargo, se señaló que la Comisión había analizado argu­
mentos sobre la alternativa de que la República, en lugar de adquirir los bienes 
de la industria como establecía el Proyecto, comprase las empresas concesionarias 
mediante la adquisición de sus acciones, y se concluyó diciendo lo siguiente:

Esta alternativa se descartó por diversas razones, entre las cuales menciona­
mos: impracticidad de una acción de este tipo en el caso’ de empresas mul­
tinacionales cuyos accionistas se encuentran fuera de la jurisdicción nacio­
nal y las acciones muchas veces dispersas en multitud de manos; perjuicio 
del Estado al asumir el pasivo de las empresas cuyo alcance sería difícil 
de preestablecer con exactitud en razón de los múltiples y complejos víncu­
los de éstas en el exterior; conveniencia de que las empresas sigan exis­
tiendo como tales, a fin de responder ante el Estado de cualquier responsa­
bilidad pendiente después de la nacionalización.71

Esta argumentación, sin duda, descartaba la vía fácil de transición y conver­
sión de las empresas concesionarias en empresas nacionalizadas mediante la

68. Véase el texto en El Nacional, Caracas, 14 de febrero de 1975, p. D-l.
69. Véase el Informe de la Comisión Presidencial de la Reversión Petrolera, cit.,

pp. 1-76.
70. Véase el texto en Revista Resumen, N 7 84, 15 de junio de 1975, p. 27.
71. Idem, p. 22. Cfr. lo expresado por Román J. Duque Corredor: El Derecho de la

Nacionalización Petrolera, Caracas, 1978, p. 182; y Andrés Aguilar: "Régimen 
Legal de la Industria y Comercio de los Hidrocarburos’’, en Boletín de la Academia 
de Ciencias Políticas y Sociales, Nos. 66-67, p. 196. Caracas, 1976.
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adquisición de las acciones de aquéllas. Resultaba necesario, por ello, regular 
en la ley otro mecanismo de conversión y transición, que el Ejecutivo Nacional 
no tenía precisado.72 En la segunda discusión del Proyecto de Ley en la Cámara 
de Diputados, sin embargo, se solucionó este problema, al agregarse al artículo 6" 
relativo a las bases para la organización y gestión de la industria nacionalizada, 
una nueva base, la 4», del siguiente tenor:

Cuarta: A los solos fines de agilizar y facilitar el proceso de nacionaliza­
ción de la industria petrolera, el Ejecutivo Nacional constituirá o hará 
constituir las empresas que estime conveniente, las cuales, al extinguirse 
las concesiones, pasarán a ser propiedad de la empresa (matriz) prevista 
en la base segunda de este artículo.

Este agregado fue explicado por el Presidente de la Comisión Permanente 
de Minas e Hidrocarburos, señalando que establecía un “mecanismo de transi­
ción menos perturbador, para que no haya baches y permita al Estado mantener 
la eficiencia de la industria. .. Esto se hace necesario porque el Estado vene­
zolano no adquiere empresas, no adquiere acciones de Creóle, Shell, Mene Grande 
y otras compañías sino que va a adquirir bienes, activos y equipos, y va a formar 
compañías nuevas. Esas compañías nuevas pueden formarse dentro del lapso 
de 120 días, y al cabo de éste, cuando se produzca el avenimiento o la sentencia 
de la Corte Suprema de Justicia fijando la indemnización, por un lado, el Estado 
pagará la indemnización por los activos, y por las instalaciones materiales, y 
por otro, adquiere las acciones de estas compañías recién formadas, pagando, 
como se dijo, el capital que las petroleras hayan invertido en ellas” .73

Y  efectivamente así se realizó el proceso de conversión de la industria 
petrolera en industria nacionalizada.74

En efecto, como se dijo, luego de publicada la Ley Orgánica que Reseña 
al Estado la Industria y el Comercio de los Hidrocarburos, el 29 de agosto de 
1975, con fecha 30 de agosto del mismo año y por decreto N ” 1.123, se creó 
Petróleos de Venezuela como Casa Matriz de la industria petrolera nacionalizada,

72. El Presidente de la República, en su discurso de! 5 de julio de 1975, señaló, en 
efecto, que: "Tan pronto como sea promulgada la ley Se procederá a dictar el 
decreto creando la Empresa Matriz, bajo forma de sociedad anónima, que se llamará 
«Petróleos de Venezuela», Petroven. . . Asimismo entrarán a funcionar, inicialmente, 
tantas empresas operadoras como las que vienen actuando con el carácter de conce­
sionarias, conservando en lo posible 'z estructura y organización de éstas. Las 
acciones de las empresas operadoras pertenecerán a Petrovén. . .  ” , en El Nacional, 
pp. 1-10. Caracas, 6 de julio de 1975.

73. Véase las declaraciones de Arturo Hernández Grisanti en El Nacional, Caracas, 
24 de julio de 1975, p. D-3.

74. Cfr. Román J. Duque Corredor: El derecho de la nacionalización petrolera, cit., 
p. 186.
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cuyos estatutos sociales debido a su forma societaria, se registraron el 15 de 
septiembre de 1975.

La base segunda de la Ley de Reserva señalaba que el Ejecutivo Nacional 
debía atribuir a una de las empresas que creara "las funciones de coordinación, 
supervisión y control de las actividades de las demás, pudiendo asignarle la 
propiedad de las acciones de cualesquiera de esas empresas” , y esto se atribuyó 
a Petróleos de Venezuela.

Es de destacar que a pesar de las diversas opiniones que se habían expresado 
a favor de que la Casa Matriz se formara partiendo de la estructura de la Cor­
poración Venezolana del Petróleo,75 se optó por la solución de crear una nueva 
empresa, Petróleos de Venezuela S. A., y convertir a la CVP en una operadora 
más, filial de aquélla. Así, la base tercera de la Ley Orgánica de Reserva esta­
bleció que el Ejecutivo Nacional debía llevar a cabo "la conversión en sociedad 
mercantil de la Corporación Venezolana del Petróleo creada mediante decreto 
N 9 260, del 19 de abril de 1960” . A tal efecto, el Ejecutivo Nacional, mediante 
decreto N 9 1.127, del 2 de septiembre de 1975, publicado en Gaceta Oficial 
en diciembre de dicho año 76 dispuso que la CVP continuaría "girando ininte­
rrumpidamente a partir de su inscripción en el Registro de Comercio, como una 
sociedad mercantil anónima” con la misma denominación.77 En el mismo decreto 
se dispuso que las acciones de la sociedad anónima CVP serían “asignadas en 
propiedad a Petróleos de Venezuela” , a cuyo nombre debían ser emitidas,78 y 
se autorizó al Procurador General de la República para efectuar la inscripción 
del Documento Constitutivo y Estatutos en el Registro Mercantil, lo cual se hizo 
el 18 de diciembre de 1975.79

Así, la Corporación Venezolana del Petróleo, que era la única empresa 
estatal pública, se convirtió en la primera empresa filial de Petróleos de Venezuela.

En cuanto a las otras empresas concesionarias,80 en virtud de lo establecido 
en la señalada base cuarta de la Ley Orgánica de Reserva, se estableció en las 
Actas de Avenimiento suscritas por ellas y el Procurador General de la Repú­
blica, la obligación de las mismas de "constituir una compañía anónima y de

75. Cfr., por ejemplo, la opinión de Rubén Sader Pérez: "La empresa estatal y la 
nacionalización petrolera” , en El Nacional, Caracas, 18 de enero de 1975, p. D -l4.

76. Véase en Gaceta Oficial N 9 30.864, del 5 de diciembre de 1975.
77. Articulo 1.
78. Artículo 2.
79. Véase el documento inscrito en el Registro Mercantil de la Circunscripción Judicial 

del Distrito Federal y Estado Miranda, bajo el N 9 24 del tomo 58-A Segundo, en 
El Universal, Caracas, 26 de diciembre de 1975, pp. 3-6.

80. De las trece empresas concesionarias privadas, sólo tres eran de capital venezolano
o mayoritariamente venezolano: Mito-Juan; la S. A. Petrolera Las Mercedes y
Talón.



la autorización para el uso de los bienes” , la cual se estableció en la Parte IV, con 
el siguiente tenor:

1. A los fines previstos en la base cuarta del artículo 6'-’ de la Ley Orgá­
nica que Reserva al Estado la Industria y el Comercio de los Hidro­
carburos, el concesionario deberá constituir, conforme a documento 
constitutivo y características específicas que serán comunicados al con­
cesionario por el Ejecutivo Nacional mediante Oficio del Ministro 
de Minas e Hidrocarburos, una compañía anónima cuyas acciones 
quedarán traspasadas en su totalidad a Petróleos de Venezuela al 
extinguirse las concesiones de hidrocarburos el 31 de diciembre de 
1975, correspondiendo a esta última pagar en efectivo en esa misma 
fecha por dichas acciones un precio igual al capital suscrito y pagado. 
El pago de dicho precio se efectuará en dólares de los Estados Unidos 
de América al cambio de Bs. 4,20 por dólar. En el caso de que se 
hubieren hechos adquisiciones de bienes, previamente autorizadas 
por el Ministerio de Minas e Hidrocarburos, se pagarán los desem­
bolsos correspondientes que hubieren tenido lugar.

2. El concesionario, dentro de los diez (10) días continuos y siguientes 
a la fecha de inserción en el Registro Mercantil del documento cons­
titutivo de dicha empresa, deberá proceder a adquirir la totalidad de 
las acciones de la empresa constituida. Fuera de esta modificación el 
concesionario no podrá introducir ningún cambio en el documento 
constitutivo ni en las características específicas dichas, sin la previa 
autorización del Ministerio de Minas e Hidrocarburos. Asimismo, 
el concesionario se obliga en su condición de accionista, a que la 
indicada empresa no asumirá obligaciones de carácter financiero sin 
la autorización previa del Ministerio de Minas e Hidrocarburos.

3. Dentro de los quince (15) días siguientes a la constitución de dicha 
compañía, el concesionario le encomendará la operación de las con­
cesiones indicadas en la sección U del capítulo Io, operados por el 
concesionario y cuando fuere el caso, la operación de las concesiones 
de otros titiulares y que actualmente opera el concesionario, así como 
el uso de los bienes afectos a dichas concesiones, a los fines de la 
operación y bajo la única responsabilidad del concesionario, y le 
transferirá el personal que sea necesario para la continuidad regular 
y eficiente del manejo de dichas concesiones. Es entendido que la 
sustitución de patrono ocurrirá, sin solución de continuidad de la 
relación laboral, y que el concesionario conservará los derechos sobre 
los bienes y la titularidad de las concesiones hasta la fecha de extin­
ción de éstas.

4. Igualmente a los fines de la operación, el concesionario encomendará 
a dicha compañía el uso de los bienes afectos a las concesiones en 
las cuales terceras personas, si fuere el caso, tengan participación.

5. El concesionario autorizará al titular de las concesiones de hidrocar­
buros en las cuales tenga participación, para encomendar a la empresa
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que ésta constituya conforme a lo previsto en la base cuarta del 
artículo 6? de la Ley Orgánica que Reserva al Estado la Industria y 
el Comercio de los Hidrocarburos, el uso de la parte que le pertenece 
en los bienes afectos a dichas concesiones, a los fines de la operación 
y bajo la única responsabilidad del concesionario. Es entendido que 
el concesionario conservará los derechos sobre esa parte de dichos 
bienes hasta la extinción de las concesiones.81

En cumplimiento de estas cláusulas de las Actas Convenios, en la segunda 
quincena de diciembre de 1975, los concesionarios crearon las empresas men­
cionadas 82 conforme al modelo de Documento Constitutivo-Estatutos que les 
fue suministrado por el Ejecutivo Nacional.83 En dichos documentos se previeron 
dos cláusulas que precisan el proceso de traslado de acciones, así:

Cláusula Trigésima Séptima: Las acciones de la sociedad serán traspasadas
en su totalidad a "Petróleos de Venezuela” , sociedad anónima, de la cual es 
accionista única la República de Venezuela, al extinguirse las concesiones 
de hidrocarburos el 31 de diciembre de 1975.
Cláusula Trigésima Octava: Cuando las acciones de la sociedad pasen a
ser propiedad de "Petróleos de Venezuela” , de acuerdo con la base cuarta 
del artículo 6Q de la Ley Orgánica que Reserva al Estado la Industria y 
el Comercio de los Hidrocarburos, el Presidente de Petróleos de Venezuela, 
o a falta de éste, el Vicepresidente, o a falta de los anteriores cualquier 
otro miembro del Directorio de dicha empresa que éste designe, ejercerá 
la representación de los accionistas en las Asambleas y las presidirá, Petró­
leos de Venezuela podrá reservarse el manejo de las finanzas de la sociedad.

De acuerdo con esta cláusula, a partir del 1? de enero de 1976, cuando 
las acciones de estas empresas se traspasaron a Petróleos de Venezuela, la Casa 
Matriz comenzó, realmente, a manejar la industria petrolera, habiéndose reser­
vado, además, el manejo de las finanzas de las sociedades, en virtud de las 
decisiones de las Asambleas Extraordinarias de las empresas operadoras, con 
el objeto de optimizar el rendimiento de los ingresos totales generados por estas 
empresas.84

Este proceso de transición de la industria, para facilitar la conversión de 
las empresas concesionarias en empresas nacionalizadas aseguró la continuidad

81. Véase las referidas Actas Convenios en Gaceta Oficial N 9 1.784, Extr., del 18 de 
diciembre de 1975.

82. Véase, por ejemplo, las informaciones en El Nacional, Caracas, 26 de diciembre 
de 1975, pp. C-2 y D-2; y 27 de diciembre de 1975, p. C-6; y en El Universal, 
Caracas, 26 de diciembre de 1975, pp. 2-3 y 2-4; y 27 de diciembre de 1975, p. 1-10.

83. Véase las características sobresalientes de este Documento Constitutivo. Estatutos 
en Andrés Aguilar M.: “Régimen Legal de la Industria y Comercio de los Hidro­
carburos” , loe. cit., pp. 198 y ss.

84. Petróleos de Venez'uela, Informe 1976, p. 3. Cfr. Andrés Aguilar M.: “ Régimen 
Legal de la Industria y el Comercio de los Hidrocarburos” , loe. cit., pp. 199 y 200.
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de la empresa, io cual se facilitó por vahos factores que destacaba el Presidente 
de Petróleos de Venezuela en 1976: "la supervivencia de las unidades adminis­
trativas existentes para el momento de la nacionalización; la dotación de recursos 
humanos adecuados; el apoyo tecnológico indispensable para las operaciones 
de la industria y la colocación asegurada de un volumen inicial de hidrocarburos 
en el mercado internacional” .85

4. El proceso de creación y formedización jurídica de la industria 
petrolera nacionalizada

Tal como se señaló, el Proyecto de Ley Orgánica elaborado por la Comisión 
Presidencial de Reversión Petrolera no establecía mecanismos flexibles para la 
creación y formalización jurídica de las empresas de la industria petrolera nacio­
nalizada, sino que remitía a otra ley que debía dictarse.86 Esto fue eliminado 
por el Ejecutivo Nacional, y en el Proyecto de Ley que presentó a la conside­
ración del Congreso, sólo se estableció que las actividades reservadas podían
ser realizadas "por medio de entes de su propiedad” , agregándose un nuevo
artículo, el 6?, en el cual se establecieron las bases para la organización de la 
administración y gestión de las actividades reservadas.

De dicho artículo, así como de los otros relativos a los entes que debían 
configurar la industria petrolera nacionalizada, sin embargo, se aprecia la inten­
ción, tanto de los proyectistas como del legislador, de que las empresas que se 
constituyeran para manejar la industria petrolera nacionalizada, tuvieran la 
forma jurídica de sociedad anónima.

A. La intención de los proyectistas de 1974

Si se analiza el contenido del Informe de la Comisión Presidencial de la
Reversión Petrolera de 1974, puede apreciarse claramente que la intención, desde 
el punto de vista jurídico-administrativo del proceso de nacionalización de la 
industria petrolera, fue la creación de la "Administración Petrolera Nacional” 
como entidad de carácter estatal, que formaba parte de la Administración des­
centralizada y que, por tanto, se proyectaba como separada y distinta de la 
Administración Central.

85. Véase Rafael Alfonso Ravard: 1975-1978. Hacia la Normalidad Operativa, Tres
años de Petróleos de Venezuela, como casa matriz de la Industria Petrolera Nacional, 
p. 110. Caracas, 1978.

86. Como se dijo, el artículo 5'' del Proyecto disponía que las actividades reservadas 
podían ejercerse "por entes de la propiedad exclusiva del Estado creados mediante 
leyes especiales” . Véase el Injorme de la Comisión Presidencial de la Reversión 
Petrolera, cit., p. 1-76. Véase, además, el texto en El Nacional, Caracas, 5 de 
diciembre de 1974, p. D-2.
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En efecto, de acuerdo al Informe sobre el Aspecto Operativo de la Comisión, 
se señala que "no obstante que la APN representará una entidad independiente 
distinta de la Administración Pública, eso no la hará ajena al Estado venezolano, 
de quien recibirá las directrices contenidas en los Planes de la Nación, a quien 
rendirá cuenta de sus resultados y para quien habrá de trabajar. Lo que se desea 
es mantener a la APN al margen de normas y prácticas burocráticas concebidas 
fundamentalmente para organismos públicos y no para entidades modernas y 
complejas dedicadas a la producción en gran escala con destino a transacciones 
cuantiosas y frecuentes” .87 Conforme a ello se concibió a la APN "como una 
organización integrada verticalmente, multiempresarial y dirigida por una Casa 
Matriz” 88 de propiedad exclusiva y única del Estado.89 Las empresas de la 
APN debían también ser "de la propiedad exclusiva del Estado” y debían 
“constituirse como sociedades aptas para actuar con entera eficiencia en el campo 
mercantil” .90 Cada una de dichas empresas debía "tener personalidad jurídica 
y patrimonio propio y distinto del Fisco Nacional” .91 Tomadas en conjunto, se 
señalaba en el Informe "las empresas de la APN deberán caracterizarse por dis­
poner de autonomía administrativa, autosuficiencia económica y capacidad para 
la renovación de sus cuadros gerenciales. Siendo así la APN representará una 
entidad dependiente y distinta de la Administración Pública venezolana, de 
allí la designación que ha recibido: Administración Petrolera Nacional” .92 Lo 
sustancial del Informe sobre el Aspecto Operativo fue recogido en el Informe 
Central de la Comisión,93 donde se insistió, por ejemplo, en la “ independencia” 
y "autonomía administrativa” 94 de la APN, la "propiedad exclusiva del Estado” 
sobre las empresas de la APN,95 y el "régimen propio de administración de 
personal independiente de la Administración Pública” de la APN.96

En todo caso, tal como se indica en el Apéndice A del Informe sobre 
“Pautas para ser consideradas en la elaboración de los Estatutos de las Empresas 
de la APN” , ésta constituiría el "aparato administrativo del Estado” .97 o en otro 
término "la organización empresarial del Estado venezolano” para "manejar la 
industria petrolera del país una vez nacionalizada dicha industria” .98 Se insistía,

87. Véase Comisión Presidencial de la Reversión Petrolera, informe, p. 51. Caracas, 1974.
88. Idem, p. 50.
89. Ibidem, p. 51.
90. Ibidem, p. 50.
91. Ibidem, p. 50.
92. Ibidem, pp. V-50 y V-51.
93. Ibidem, pp. 1-38 y ss.
94. Ibidem, pp. 1-38 y 1-40.
95 . Ibidem, p. l-3a.
96. Ibidem, p. 13.
97. Ibidem, p. V-107.
98. Ibidem, p. V-108.
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sin embargo, que las empresas de la APN "deberán tener la forma de socieda­
des aptas para actuar con entera eficiencia en el campo mercantil” .99

En definitiva, la intención del Informe de la Comisión Presidencial de 
la Reversión Petrolera fue la de estructurar la Administración Petrolera Nacional, 
como una organización administrativa del Estado separada de la Administración 
Central, con autonomía e independencia administrativa, y por tanto, formando 
parte de la administración descentralizada, pero sujeta a sus propias normas, 
inclusive en materia de personal; se trataba, en todo caso, de estructurar personas 
jurídicas estatales pero con forma de sociedades anónimas, es decir, con forma 
de derecho privado. Las empresas de la APN y la Casa Matriz debían ser, 
entonces, personas estatales con forma jurídica de derecho privado.

B . El criterio de la Ley Orgánica de Reserva de 1975

El criterio de los proyectistas de 1974 puede decirse que se siguió en el 
Proyecto de Ley que reserva al Estado la Industria y el Comercio de los Hidro­
carburos y en la ley promulgada el 29 de agosto de 1975. En efecto, la ley 
dispuso expresamente que "el Estado debía ejercer las actividades reservadas, 
directamente por el Ejecutivo Nacional o por medio de entes de su propiedad” ,100 
con lo cual teóricamente el legislador dejó a la decisión del Ejecutivo Nacional 
el atender la industria nacionalizada a través de la propia Administración Cen­
tral ("directamente por el Ejecutivo Nacional” , dice el artículo 5°) o a través 
de la Administración descentralizada del Estado ("por medio de entes de su 
propiedad” agrega el mismo artículo 5°). Sin embargo, a pesar de esta aparente 
'ibertad, en realidad la ley dio directamente la pauta al Ejecutivo Nacional para 
la administración de la industria petrolera a través de formas descentralizadas. 
El artículo 6° de la ley, en efecto, precisa que a los fines de ejercer las activi­
dades nacionalizadas, "el Ejecutivo Nacional organizará la administración y 
gestión de las actividades reservadas” en la siguiente forma:

1. Creará, con las formas jurídicas que considere conveniente, las empresas 
que juzgue necesario para el desarrollo regular y eficiente de tales actividades, 
pudiendo atribuirles el ejercicio de una o más de éstas, modificar su objeto, 
fusionarlas o asociarlas, extinguirlas o liquidarlas y aportar su capital a otra 
u otras de esas mismas empresas. Estas empresas serán de la propiedad del 
Estado, sin perjuicio de lo dispuesto en la base segunda de este artículo, y en 
caso de revestir la forma de sociedades anónimas, podrán ser constituidas con 
un solo socio.

99. Ibidem, pp. V-109 y V-110.
100. Artículo 59
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2. Atribuirá a una de las empresas las funciones de coordinación, super­
visión y control de las actividades de las demás, pudiendo asignarle la propiedad 
de las acciones de cualesquiera de esas empresas.

3. Llevará a cabo la conversión en sociedad mercantil de la Corporación 
Venezolana del Petróleo creada mediante decreto N c? 260, de 19 de abril de 
1960.

4. A los solos fines de agilizar y facilitar el proceso de nacionalización 
de la industria petrolera, el Ejecutivo Nacional constituirá o hará constituir las 
empresas que estime conveniente, las cuales, al extinguirse las concesiones, 
pasarán a ser propiedad de las empresas previstas en la base segunda de este 
artículo.

5. A los fines de proveer a la empresa prevista en la base segunda de 
recursos suficientes para desarrollar la industria petrolera nacional, las empresas 
operadoras constituidas conforme a las bases primera, tercera y cuarta, según 
sea el caso, entregarán mensualmente a aquélla una cantidad de dinero equi­
valente al diez por ciento (10% ) de los ingresos netos provenientes del petróleo 
exportado por ellas durante el mes inmediatamente anterior. Las cantidades 
así entregadas estarán exentas del pago de impuesto y contribuciones nacionales 
y serán deducibles para las empresas operadoras a los fines del impuesto sobre 
la renta.

6. El artículo 79 de la ley agrega, además, que "las empresas a que se 
refiere el artículo anterior se regirán por la presente ley y sus reglamentos, por 
sus propios estatutos, por las disposiciones que dicte el Ejecutivo Nacional y por 
las del derecho común que les fueren aplicables” .

7. El artículo 89 de la ley señala por último, que "los directivos, adminis­
tradores, empleados y obreros de las empresas a que se refiere el artículo 61? de 
la presente ley, inclusive los de la Corporación Venezolana del Petróleo una 
vez convertida en sociedad mercantil, no serán considerados funcionarios o em­
pleados públicos” . Sin embargo, "a los directivos o administradores se les apli­
carán las disposiciones de los artículos 123 y 124 de la Constitución” .

De acuerdo a estas normas, no hay duda en que la intención del legislador 
fue estructurar la Administración Petrolera Nacional a través de empresas del 
Estado (entes o personas estatales) con forma de sociedad mercantil y por tanto 
con un régimen preponderantemente de derecho privado. La aparente posibilidad 
de que el Estado pudiera ejercer las actividades reservadas "directamente por el 
Ejecutivo Nacional” 101 en cuanto se refiere a las actividades que se venían rea­
lizando por empresas privadas de capital extranjero y que se nacionalizaban,

101. Artículo 59

449



estaba desvirtuada en la propia ley,102 al "sugerir” la constitución de empresas 
(entes de propiedad del Estado, como lo señala el artículo 59) con forma de 
sociedad mercantil.

Por supuesto, para realizar actividades nuevas en relación a las que efecti­
vamente se nacionalizaron, el Ejecutivo Nacional puede hacerlo directamente y 
de hecho se realizan algunas en la actualidad.103

C. El sentido del decreto de creación de Petróleos de Venezuela 
S.A., de 1975, y la forma jurídica de las operadoras

Conforme a la orientación señalada, el Ejecutivo Nacional, mediante el 
decreto N 9 1.123, de 30 de agosto de 197 5,104 considerando que era "de prio­
ritaria necesidad proceder a la constitución e integración de las empresas estatales 
que tendrán a su cargo la confirmación y desarrollo de la actividad petrolera
reservada al Estado” , decretó la creación de una empresa estatal, bajo la forma
de sociedad anónima, que cumplirá la política que dicte en materia de hidro­
carburos el Ejecutivo Nacional, por órgano del Ministerio de Minas e Hidro­
carburos, en las actividades que le sean encomendadas.105 El decreto de creación 
de la empresa se registró en el Registro Mercantil de la Grcunscripción Judicial 
del Distrito Federal y Estado Miranda bajo el N 9 23, tomo 99-A, con fecha 15 
cíe septiembre de 1975.106 N o hay duda, por tanto, de que la naturaleza jurídica 
de Petróleos de Venezuela S. A., conforme a lo que se dijo anteriormente en 
relación a la distinción entre los sujetos de derecho vinculados al sector público, 
es la de una persona estatal con forma jurídica de derecho privado. Es decir, 
es una "empresa estatal” o empresa del Estado, de propiedad íntegra del mismo 
y que responde a las políticas que aquél dicte, y como tal, está integrada dentro 
de la organización general de la Administración del Estado, como ente de la 
administración descentralizada, pero con forma jurídica de sociedad anónima, 
es decir, de persona de derecho privado.

En cuanto a las empresas operadoras, resulta clara la intención del legis­
lador de crearlas con forma de sociedades anónimas, cuyas acciones debían ser 
tenidas en propiedad por la empresa Matriz Petróleos de Venezuela. La propia 
Ley Orgánica de Reserva, como se dijo, en su base tercera, había dispuesto la 
conversión del Instituto Autónomo Corporación Venezolana del Petróleo en

102. Artículos 69 79 y 89
103. Cfr. Andrés Aguilar M.: "Régimen Legal de la Industria y el Comercio de los

Hidrocarburos", loe. cit., pp. 13 y 14.
104. Véase en Gaceta Oficial N 9 1.770, Extr., de 30-8-1976. Como se dijo, el decreto 

de creación fue modificado mediante decreto N 9 250, del 23-8-1979, en Gaceta 
Oficial N 9 31.810, del 30-8-1979.

105. Artículo l 9
106. Véase en Gaceta Municipal del Distrito Federal N 9 413, Extr., de 25-9-1975.
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sociedad anónima, lo cual se cumplió en diciembre de 1975. En ese mismo mes, 
y conforme a la base cuarta, se constituyeron las restantes trece empresas ope­
radoras, también con forma societaria.

De esta manera, tanto Petróleos de Venezuela S. A., como las catorce ope­
radoras iniciales se constituyeron, en el ordenamiento jurídico venezolano, como 
personas jurídicas estatales con forma de derecho privado; y en el ámbito econó­
mico, como empresas públicas o, más propiamente, como empresas del Estado. 
En la actualidad, igual naturaleza jurídico-económica tienen las seis filiales de 
Petróleos de Venezuela: las cuatro operadoras petroleras (Lagovén, Maravén, 
Menevén y Corpovén); la empresa Petroquímica (Pequivén); y la empresa de 
investigaciones petroleras (IN T E V E P !.

IV. REGIMEN JURIDICO-ADMINISTRATIVO DE PETROLEOS
DE VENEZUELA, S. A.

1. El cuadro normativo general

La identificación de la naturaleza jurídica de Petróleos de Venezuela S. A. 
como persona estatal con forma jurídica de derecho privado, plantea, sin duda, 
como consecuencia, que el régimen jurídico aplicable a la misma sea un régimen 
preponderantemente de derecho privado. Preponderantemente, debido a su forma, 
pero no exclusivamente. Por su carácter estatal está sometida a un régimen, 
también, de derecho público.

En efecto, de acuerdo a la Ley Orgánica que reserva al Estado la Industria 
y el Comercio de los Hidrocarburos, y a los antecedentes e intenciones de los 
proyectistas, Petróleos de Venezuela S A., es una sociedad anónima que, como 
tal y por la flexibilidad e independencia de su administración, está sometida a 
todo el régimen de derecho privado de las sociedades anónimas. Sin embargo, 
es la propia Ley Orgánica la que establece el régimen excepcional, al indicar en 
su artículo 1° que las empresas del Estado que se constituyan conforme a ella, 
entre los cuales está Petróleos de Venezuela, S. A., "se regirán por la presente ley 
y sus reglamentos, por sus propios estatutos, por las disposiciones que dicte el 
Ejecutivo Nacional y por las del derecho común que les fueren aplicables” . 
Además, la Cláusula Tercera de los Estatutos de la empresa, expresamente lo 
ratifica: "La sociedad se regirá por la Ley Orgánica que Reserva al Estado la 
Industria y el Comercio de los Hidrocarburos, por los reglamentos de ella, por 
estos Estatutos, por las disposiciones que dicte el Ejecutivo Nacional y por las 
del derecho común que le fueren aplicables” .

Por otra parte, Petróleos de Venezuela S. A. está sometida, en cuanto le sean 
aplicables, a las normas respecto a las concesiones de hidrocarburos que "con­
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tengan las leyes, reglamentos, decretos, resoluciones, ordenanzas y circulares” 
dictados por las autoridades públicas competentes.107

Conforme a estas disposiciones, ciertamente, Petróleos de Venezuela S. A. 
tiene "un régimen legal que permite diferenciarlas claramente, no sólo de la 
Administración Pública centralizada y de los institutos autónomos, sino también 
de otras empresas del Estado” ;108 para ello basta tener en cuenta que muy pocas 
empresas del Estado están sometidas, irrestrictamente, a "las disposiciones que 
dicte el Ejecutivo Nacional” como está Petróleos de Venezuela S. A., lo cual abre 
un amplio margen a la aplicación de normas de derecho público a la empresa, 
por vía de actos administrativos unilaterales, sin necesidad de acudir a las fórmulas 
societarias, como la Asamblea, por ejemplo. Cláusulas de esa naturaleza también 
se encuentran en los Estatutos de la empresa CVG Ferrominera del Orinoco C. A., 
creada con motivo de la nacionalización de la industria de la explotación del 
mineral de hierro109

Por tanto, sin lugar a dudas, la empresa Petróleos de Venezuela S. A. está 
sometida a un régimen jurídico peculiar, de derecho privado, como sociedad 
mercantil (sus Estatutos y las disposiciones del derecho común que le sean apli­
cables) y de derecho público (la Ley Orgánica, sus reglamentos y las dispo­
siciones que dicte el Ejecutivo Nacional).

2. Régimen jurídico derivado de la forma jurídica de derecho privado

A . La personalidad jurídica propia

El primer elemento del régimen jurídico de derecho privado de la empresa 
Petróleos de Venezuela S. A. es su personalidad propia, de derecho privado, 
surgida del acto de registro en el Registro Mercantil de los Estatutos de la 
misma, dictados por el citado decreto N ° 1.123, de 30 de agosto de 1975, acto 
de registro efectuado el 15 de septiembre de 1975; y no emanada directamente 
de la ley. En esto, como se dijo, la Ley Orgánica varió el sentido de la norma­
tiva del Proyecto de Ley de la Comisión Presidencial de Reversión Petrolera. 
Esta había propuesto que los entes que se constituyeran para operar la industria 
nacionalizada fueran "creados mediante leyes especiales” ,110 con lo cual, la sola 
creación de la personalidad jurídica de los entes directamente por ley, hubiera 
abierto una presunción en favor de la personalidad de derecho público de los 
mismos y eventualmente, de la preponderancia del régimen de derecho público.

107. Artículo T' de la Ley Orgánica.
108. Véase Andrés Aguilar M.: "Régimen Legal de la Industria y el Comercio de los

Hidrocarburos” , loe. cit., p. 18.
109. Véase las cláusulas 2?, 18, 34 y 35 de los Estatutos, en el diario El Bolivarense, 

Ciudad Bolívar, pp. 13 y ss. Ciudad Bolívar, 27-12-1975.
110. Artículo 5' del Proyecto.
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La Ley Orgánica, sin embargo, varió esta norma, y como se ha visto, atri­
buyó al Ejecutivo Nacional la facultad de elegir la forma jurídica que juzgara 
conveniente para la personalidad de las empresas, "sugiriendo” , en todo caso, 
que se escogiera la forma mercantil de derecho privado, la sociedad anónima, 
tal como se hizo posteriormente.

Ahora bien, el hecho de que la empresa Petróleos de Venezuela S. A. 
tenga una personalidad jurídica propia y distinta de la República y de los otros 
entes territoriales, la convierte en un centro autónomo de imputación de intereses, 
lo que da origen a un régimen jurídico propio desde el punto de vista patri­
monial, de la responsabilidad de orden tributario, de carácter contractual, etc., 
distinto del de la República. Como consecuencia, y en general, no se aplican 
a Petróleos de Venezuela S. A., por ejemplo, las normas de la Ley Orgánica dé 
la Hacienda Pública Nacional que rigen la Administración del patrimonio de 
la República.

B . El patrimonio propio

La empresa Petróleos de Venezuela S A., por otra parte, tiene un patrimonio 
propio, distinto del patrimonio de la República. Las acciones de la empresa, 
en todo caso, son de la exclusiva propiedad del Estado venezolano, como único 
accionista;111 pero "sus acciones no podrán ser enajenadas ni gravadas en forma 
alguna” .112

El capital originalmente suscrito de Bs. 2.500.000.000,00 fue pagado en 
un 40 por ciento, quedando al Ejecutivo Nacional determinar "la  forma y opor­
tunidad del pago de la parte de capital no enterado en caja” , lo cual se hizo 
el 2 de enero de 1976.113

En la gestión financiera y patrimonial, la empresa tiene expresamente 
atribuidas facultades para “adquirir, vender, enajenar y traspasar, por cuenta 
propia o de terceros, bienes muebles e inmuebles; emitir obligaciones, promover, 
como accionista o no, otras sociedades civiles o mercantiles y asociarse con per­
sonas naturales o jurídicas, todo conforme a la ley; fusionar, reestructurar o 
o liquidar empresas de su propiedad; otorgar créditos, fmandamiento, fianzas, 
avales o garantías de cualquier tipo, y, en general, realizar todas aquellas ope­
raciones, contratos y actos comerciales que sean necesarios o convenientes para 
el cumplimiento del mencionado objeto.114

111. Artículo 6 base Primera de la Ley Orgánica.
112. Cláusula Sexta de los Estatutos.
113. Cláusula Cuarta.
114. Cláusula Segunda.
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Sin embargo, para realizar esa gestión patrimonial, la empresa está sometida, 
como se dijo, a las "disposiciones que dicte el Ejecutivo Nacional” , y entre ellas, 
es el Ejecutivo Nacional quien debe fijar el monto del fondo de reserva de la 
empresa.115

Por su actividad patrimonial, en todo caso, Petróleos de Venezuela está 
sujeta "al pago de los impuestos y contribuciones nacionales establecidos para 
las concesiones de hidrocarburos” . . .  pero no está sujeta "a ninguna clase de 
impuestos estadales ni municipales” .116

C. Los objetivos propios

De acuerdo a la Ley Orgánica, la empresa matriz de la industria petrolera 
nacionalizada, Petróleos de Venezuela S. A., tiene por objeto fundamental la 
"coordinación, supervisión y control de las actividades de las demás empresas” ,117 
y tal como lo precisa la Cláusula Segunda de sus Estatutos, "la sociedad tendrá 
por objeto planificar, coordinar y supervisar la acción de las sociedades de su 
propiedad, así como controlar que estas últimas en sus actividades de explora­
ción, explotación, transporte, manufactura, refinación, almacenamiento, comer­
cialización o cualquiera otra de su competencia en materia de petróleo y demás 
hidrocarburos, ejecuten sus operaciones de manera regular y eficiente” . En 
la realización de dicho objeto, en todo caso, la empresa está sometida a "las 
disposiciones que dicte el Ejecutivo Nacional” como se dijo, además de toda 
la otra normativa que le es aplicable.

No hay que olvidar, en todo caso, que Petróleos de Venezuela es una 
empresa del Estado, que realiza esos objetivos por cuenta del Estado, que es 
quien se ha reservado la industria y el comercio de los hidrocarburos. Por ello, 
el propio decreto de creación de la empresa, modificado en 1979, considerando 
que ella tiene a su cargo "la continuación y desarrollo de la actividad petrolera 
reservada al Estado” , precisa que ésta "cumplirá y ejecutará la política que dicte 
en materia de hidrocarburos el Ejecutivo Nacional, por órgano del Ministro de 
Energía y Minas en las actividades que le sean encomendadas” .118

D . La organización propia

Petróleos de Venezuela S. A. fue concebida como una empresa matriz de 
toda la industria petrolera nacionalizada. Como tal, se la dotó de la organización 
iropia de »na sociedad anónima. Sin embargo, la organización societaria de

115. Cláusula Cuadragésima Quinta, numeral 1’
11 6 . Artículo l *  de la Ley Orgánica.
117. Artículo 6', base Segunda de la Ley Orgánica.
118. Artículo 2" del decreto N ? 1.123, del 30 de agosto de 1975.
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la empresa está condicionada por la intervención de órganos estatales extraños, 
formalmente, a los órganos societarios.

La Asamblea, por ejemplo, no existe en cuanto a tal. Siendo la República 
la única accionista, la Asamblea puede ser una sola persona: el Ministro de 
Energía y Minas, y en realidad cuando ejerce los derechos accionarios de la 
República manifiesta una voluntad unilateral de ésta, a través de un acto admi­
nistrativo. Los estatutos de Petróleos de Venezuela, sin embargo, han abierto 
la posibilidad de que los derechos accionarios de la República en la Asamblea 
estén representados por varios Ministros designados por el Presidente de la Repú­
blica, en cuyo caso, la Asamblea siempre estaría presidida por el Ministro de 
Energía y Minas.119 La decisión conjunta de estos Ministros, aun cuando no 
revista la forma de Resolución, también sería un acto administrativo individual.

Por otra parte, tal asamblea se reúne ordinariamente mediante convocatoria 
que debe formular el Directorio de la empresa con 15 días de anticipación 
mediante aviso publicado en la prensa de Caracas.120 Sin duda, esta es una de 
las cláusulas sin mayor sentido de los Estatutos, pues no parece razonable que 
se convoque al Ministro de Energía y Minas, por ejemplo, y a los otros Minis­
tros que puedan representar las acciones de la República en la Asamblea, por 
la prensa. En todo caso, esta situación se corrige en el caso de las Asambleas 
Extraordinarias; éstas se reúnen por iniciativa del Ejecutivo Nacional, mediante 
oficio dirigido por el Ministro de Energía y Minas al Directorio, o por convo­
catoria escrita de éste dirigida al Ejecutivo Nacional por órgano del Ministro 
de Energía y Minas.121

Por otra parte, al contrario de lo que normalmente sucede en las sociedades 
anónimas, la Asamblea como tal, no designa a los miembros del Directorio de 
Petróleos de Venezuela; éste está integrado por once miembros "designados 
mediante decreto por el Presidente de la República” junto con sus suplentes;122 
correspondiendo al Presidente en el mismo decreto de nombramiento, el seña­
lamiento de los Directores que deberán dedicarse en forma exclusiva a sus 
funciones dentro de la sociedad.123 En estos supuestos se confirma que el accio­
nista único, la República, ejerce sus derechos accionarios como tiene que ser: 
unilateralmente, a través de actos administrativos (decretos) individuales.

Por otra parte, en cuanto al personal de Petróleos de Venezuela S. A., la 
Ley Orgánica fue precisa: los directivos, administradores, empleados y obreros

119. Cláusula Undécima de los Estatutos.
120. Cláusula Novena de los Estatutos.
121. Cláusula Novena de los Estatutos.
122. Cláusula Decimaséptima.
123. Cláusula Vigésima.
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de las empresas nacionales, no son considerados como funcionarios o empleados 
públicos;124 por tanto, no están sometidos a la Ley de Carrera Administrativa 
ni al sistema de administración de personal vigente en el sector público centra­
lizado y descentralizado constituido a través de formas de derecho público (ins­
titutos autónomos). Sin embargo, aclara la Ley Orgánica, a los directivos o 
administradores se les aplica las incompatibilidades previstas en los artículos 
123 y 124 de la Constitución: el no desempeño, a la vez, de un destino público 
remunerado; y la no contratación con la República, los Estados, los Municipios 
y las demás personas jurídicas de derecho público. Además de estas incompati­
bilidades, por supuesto, a dichos directivos o administradores se les aplican 
las incompatibilidades electorales previstas en la Constitución: no pueden ser 
elegidos senadores o diputados en los términos del artículo 140, ordinal 3", 
que se refiere a los funcionarios y empleados de "empresas en las cuales el 
Estado tenga participación decisiva” .

En relación a la incompatibilidad prevista en el artículo 124 de la Cons­
titución, es necesario hacer la siguiente precisión: dicho artículo establece que 
"nadie que esté al servicio de la República, de los Estados, de los Municipios 
y demás personas jurídicas de derecho público podrá celebrar contrato alguno 
con ellos, ni por sí ni por interpuesta persona ni en representación de otro, salvo 
las excepciones que establezcan las leyes” . Esta norma, por tanto, no es direc­
tamente aplicable a Petróleos de Venezuela S. A., pues, tal como se señaló, no 
se trata de una persona jurídica de derecho público, sino de una persona jurí­
dica de derecho privado. Fue necesario prever expresamente en la Ley Orgánica, 
la aplicabilidad de dicha incompatibilidad, para que procediera respecto de los 
directores o administradores de Petróleos de Venezuela, tal como lo sugirió el 
Contralor General de la República.125

En el mismo sentido, no tratándose de funcionarios públicos, los directivos 
o administradores de Petróleos de Venezuela S. A., ya que esta persona jurídica 
tiene forma de derecho privado, los cargos que éstos ocupan no son destinos 
públicos remunerados. Para la aplicación, a ellos, de la incompatibilidad prevista 
en el artículo 123 de la Constitución en el sentido de que no puedan, además, 
y a la vez, ocupar un destino público remunerado, fue necesaria la previsión 
expresa en la Ley Orgánica.

Por último, debe señalarse que los "administradores” de Petróleos de 
Venezuela, es decir, los miembros de la Junta Directiva, a los solos efectos de 
la ley contra el enriquecimiento ilícito de funcionarios o empleados públicos, de

124. Artículo 84
125. Véase la opinión del Contralor General de la República sobre el articulado del 

Proyecto de Ley Orgánica que Reserva al Estado la Industria y el Comercio de los 
Hidrocarburos, en Revista Control Fiscal, N" 77, p. 46. Caracas, 1975.
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31 de marzo de 1964,126 "se consideran funcionarios o empleados públicos” , por 
lo que rige, para ellos, la obligación de presentar declaraciones juradas de 
bienes.127

3. Régimen jurídico derivado del carácter de persona jurídica estatal

Petróleos de Venezuela S. A. no sólo es una persona jurídica de derecho 
privado creada por el Estado, sino que además, es una persona jurídica estatal, 
y como tal, está sometida a un régimen de control por parte de diversas ins­
tancias estatales; y goza de una serie de prerrogativas.

A . El régimen de control

Uno de los elementos de mayor importancia que caracteriza a las personas 
jurídicas estatales, derivado precisamente de su integración a la estructura gene­
ral del Estado, es el régimen de control que se traduce en relaciones concretas 
entre la persona jurídica estatal descentralizada y la Administración Central. 
Por supuesto, el ámbito y modalidades de este control depende de la forma 
jurídica adoptada en el proceso descentralizador: si se trata de la adopción de 
formas jurídicas de derecho público, aquéllos serán, normalmente, más intensos 
y directos; si se trata, como en el caso de Petróleos de Venezuela S. A., de la 
adopción de formas jurídicas de derecho privado, aquéllos serán normalmente, 
de menor intensidad e indirectos.

En efecto, en la actualidad puede decirse que Petróleos de Venezuela S. A. 
está sometida a diversos tipos de controles públicos: control parlamentario, 
control fiscal, control administrativo y control accionario.

a) El control parlamentario

En cuanto al control parlamentario, es de destacar que conforme al artículo 
160 de la Constitución, como toda persona jurídica, Petróleos de Venezuela S. A., 
está obligada a comparecer mediante sus representantes ante los cuerpos legis­
lativos y sus comisiones, y "a  suministrarles las informaciones y documentos que 
requieran para el cumplimiento de sus funciones” . En todo caso, conforme al 
artículo 230 de la propia Constitución, las modalidades del control del Congreso 
sobre los intereses del Estado en Petróleos de Venezuela S. A. pueden ser regu­
ladas mediante ley.

b) El control fiscal externo

En lo que se refiere al control fiscal, Petróleos de Venezuela S. A., como

126. Gaceta Oficial N 9 902, Extr., de 31 de marzo de 1964.
127. Artículos 29, ordinal 39, y artículo 3 9 de la ley.
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toda empresa del Estado, está sometida al control de la Contraloría General de 
Ii República, que se traduce en un control de auditoría y control de gestión. 
En este sentido expresamente, la Ley Orgánica de la Contraloría General de 
la República otorga competencia al organismo contralor, en relación a las 
empresas del Estado, "para practicar auditorías y ejercer funciones de control 
de gestión, a fin de verificar si la actividad de las referidas empresas se adecúa 
a las decisiones adoptadas y a los planes y objetivos que le hubieran sido 
señalados; similares facultades de control podrá ejercer sobre las personas jurí­
dicas en que las empresas del Estado tengan participación y en las demás insti­
tuciones promovidas por entes públicos” .12™ 8 Queda claro, en todo caso, que 
respecto de las empresas del Estado, entre las cuales se encuentra Petróleos de 
Venezuela S. A., el control externo a cargo de la Contraloría es un control 
limitado: sólo puede consistir en la práctica de auditorías y en el control de 
gestión, y este último, sólo con el fin de verificar la adecuación de Petróleos 
de Venezuela S. A. a las decisiones adoptadas en la propia empresa o a los 
planes y objetivos que le han sido señalados por el Ejecutivo Nacional. Para 
el cumplimiento de estas tareas, la Contraloría General de la República estableció 
en Petróleos de Venezuela S. A. una Oficina de Control Externo128 a cargo de un 
Contralor Delegado. Corresponde particularmente a los funcionarios de esta 
Oficina ejercer las atribuciones previstas en el artículo 17 del Reglamento de 
la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, según el cual Petró­
leos de Venezuela S. A. está obligada a poner sus libros, comprobantes de con­
tabilidad y demás documentos a la disposición de los funcionarios que destaque 
la Contraloría para ejercer las funciones de control previstas en la ley.

Debe señalarse, además, que en virtud de que la Ley Orgánica de Crédito 
Público —tal como se verá—  se aplica a Petróleos de Venezuela, en cuanto al 
control externo a cargo de la Contraloría General de la República sobre Petróleos 
de Venezuela, aquélla tiene funciones de control financiero y de control percep­
tivo 129 sobre las operaciones de crédito público que realice la empresa. Por 
último, también debe señalarse que la Contraloría General de la República tiene 
atribuida competencia para vigilar que los aportes, subsidios y otras transferen­
cias que eventualmente haga la República a Petróleos de Venezuela S. A., se 
inviertan en las finalidades para las cuales se efectúan, por lo que podría, ade­
más, practicar inpecciones y establecer los sistemas de control que estime con­
veniente.130

127bis Artículo 64 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República.
128. Véase Resolución N 9 3 de 12 de mayo de 1977, de la Contraloría General de

la República, publicada en Gaceta Oficial N 9 31.236, de 17 de mayo de 1977.
129. Artículo 16.
130. Artículo 78 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República.
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En esta forma, es necesario tener en cuenta que aparte de las regulaciones 
que directamente establece la Ley Orgánica de la Contraloría General de la 
República y que permiten un control externo sobre las empresas del Estado, 
diversas normas particulares — algunas con el rango de Leyes Orgánicas, como 
la Ley de Crédito Público—  establecen competencias específicas en materia de 
control sobre empresas del Estado, a la Contraloría General de la República.

c) El control administrativo

Por otra parte, además del control parlamentario y del control fiscal, Petró­
leos de Venezuela S. A. también está sometido a mecanismos de control admi­
nistrativo, los cuales se refieren a la política de la empresa, a su régimen finan­
ciero y a su régimen presupuestario.

a ') El control político por el Ejecutivo Nacional

En efecto, ante todo es necesario señalar que la empresa Petróleos de Vene­
zuela debe cumplir y ejecutar "la política que dicte en materia de hidrocarburos 
el Ejecutivo Nacional, por órgano del Ministerio de Energía y Minas, en las 
actividades que le sean encomendadas” , según lo dispone el artículo l 9 del 
decreto N 9 1.123, de 30 de agosto de 1975, de creación de Petróleos de Vene­
zuela S. A. De acuerdo a esta norma, como ente de la Administración Descen­
tralizada, Petróleos de Venezuela es una institución del Estado, ejecutora de la 
política de hidrocarburos que dicte el Ejecutivo Nacional. Sin duda, esta es 
la primera manifestación del control administrativo que se ejerce sobre la 
empresa: la posibilidad que tiene el Ejecutivo Nacional de definirle la política 
que debe seguir en el campo de la industria petrolera; y esta definición de polí­
tica no se realiza por medio de las formas societarias — es decir, mediante la 
Asamblea—, sino por decisiones unilaterales del Ejecutivo Nacional.

Debe indicarse, además, dentro de esta misma orientación, que el decreto 
N 9 1.454, de 9 de marzo de 1976,131 mediante el cual se aprobó formalmente 
el V  Plan de la Nación, lo hizo de obligatorio cumplimiento por parte de las 
empresas del Estado, entre las cuales está Petróleos de Venezuela S. A., la cual 
debe ajustarse, en su actuación, a las estrategias, políticas, programas y metas 
del Plan.132

Por otra parte, como se ha visto, Petróleos de Venezuela S. A., se rige, 
además de por la Ley Orgánica que Reserva al Estado la Industria y el Co­
mercio de los Hidrocarburos, por los reglamentos de ella, por sus Estatutos, y

131. Véase en Gaceta Oficial N 9 186, Extr., del 11 de marzo de 1976.
132. Artículo 39
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por las disposiciones del derecho común que le sean aplicables, "por las dispo­
siciones que dicte el Ejecutivo Nacional” ,133 con lo que se abre un campo muy 
amplio para el ejercicio de un control administrativo de parte del Ejecutivo 
Nacional sobre la empresa. En ejercicio de esta potestad del Ejecutivo, inclusive 
de carácter estatutario, éste puede determinar las modalidades y formas como 
Petróleos de Venezuela deba realizar determinadas funciones.

Por ejemplo, la Asamblea de Petróleos de Venezuela S. A. tiene compe­
tencia para "decidir la constitución de sociedades operadoras que tendrán por 
objeto realizar las actividades y negocios inherentes a la industria petrolera que 
les determine la misma Asamblea y sobre la reestructuración de sociedades ya 
existentes, cuyas acciones les sean transferidas en propiedad a los mismos fines” .131 
Conforme a la Ley Orgánica que Reserva al Estado la Industria y el Comercio 
de los Hidrocarburos, se dejó a la exclusiva competencia del Ejecutivo Nacional 
la creación de las empresas que juzgara necesarias para el desarrollo regular y 
eficiente de las actividades reservadas, así como para "modificar su objeto, 
fusionarlas o asociarlas, extinguirlas y liquidarlas y aportar su capital a otra u 
otras de esas mismas empresas” ,135 pudiendo asignarle a Petróleos de Venezuela 
S. A. la propiedad de las acciones de cualesquiera de esas empresas” ;136 y se 
estableció expresamente — en la Ley Orgánica—  que todas esas empresas, inclu­
yendo a Petróleos de Venezuela S. A., se regirían por la misma Ley Orgánica y 
sus reglamentos, por sus propios Estatutos, por las disposiciones que dicte el 
Ejecutivo Nacional y por las del derecho común que le fueren aplicables.137 
Conforme a ello, por tanto, la propia Ley Orgánica excluyó del ámbito del 
legislador ordinario la regulación de las actividades de Petróleos de Venezuela 
S. A., por lo que, por ejemplo, ésta no está sometida a lo previsto en el artículo 
10 de la Ley de Presupuesto para el Ejercicio Fiscal 1979, que exige la auto­
rización previa de las Comisiones de Finanzas del Congreso o de su Comisión 
Delegada para la constitución de sociedades, y la suscripción y enajenación de 
acciones, por los institutos autónomos y por las compañías —como Petróleos 
de Venezuela S. A.—  en las que el Estado tenga más del 50 por ciento de las 
acciones.

En todo caso, debe recordarse que algunos entes del Estado han sido 
excluidos de esta obligación de requerir la autorización previa de las Comisiones 
del Congreso en sus propias leyes reguladoras. Tal ha sido el caso de la Corpo­
ración Venezolana de Fomento, cuya ley exige solamente la autorización previa

133 . Cláusula Tercera de los Estatutos.
134. Cláusula Décima Cuarta de los Estatutos.
135. Artículo 6q, base Primera.
136. Artículo 6q, base Segunda.
137. Artículo 7'
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del Ejecutivo N acional138 y del Fondo de Inversiones de Venezuela, cuya ley 
excluye, inclusive, la autorización previa y formal del Ejecutivo Nacional.139

En este mismo orden de ideas, en virtud de que Petróleos de Venezuela
S. A. está sometida a las disposiciones que dicte el Ejecutivo Nacional, podría 
surgir la duda sobre la aplicabilidad o no, y el ámbito y alcance en su caso, del 
decreto N 9 280, de 8 de abril de 1970 140 que contienen el Reglamento de 
Coordinación, Administración y Control de los Institutos Autónomos de la 
Administración Pública Nacional y que conforme a su artículo 51, sus normas 
rigen para las empresas del Estado en cuanto sean aplicables. Por supuesto, dada 
la naturaleza de la actividad de Petróleos de Venezuela S. A., no serían apli­
cables a dichas empresas las normas del citado reglamento; sin embargo, pare­
cería lo más conveniente que se hiciese una aclaratoria expresa por parte del 
Ejecutivo Nacional, tal como se ha hecho respecto del Fondo de Inversiones de 
Venezuela excluido de la aplicación del citado Reglamento en virtud del decreto 
N 9 372, del 27 de agosto de 1974.141

Ahora bien, en la reforma de los Estatutos de Petróleos de Venezuela S. A., 
formulada por el decreto N 9 250, del 23 de agosto de 1979, se aclaró y definió 
expresamente el ámbito del control político-administrativo sobre la empresa, al 
agregarse a la Cláusula Segunda que se refiere al objeto de la sociedad, lo 
siguiente:

"El cumplimiento del objeto social deberá llevarse a cabo por la sociedad 
bajo los lineamientos y las políticas que el Ejecutivo Nacional a través del Minis­
terio de Energía y Minas establezca o acuerde, en conformidad con las facúl­
tales que le confiere la ley.

’’Las actividades que realice la empresa a tal fin estarán sujetas a las normas 
de control que establezca dicho Ministerio en ejercicio de la competencia que le 
confiere el artículo 79 de la Ley Orgánica que Reserva al Estado la Industria y 
el Comercio de los Hidrocarburos” .

Por tanto, a partir de la reforma estatutaria de agosto de 1979, no hay 
duda respecto de las facultades de control del Ministerio de Energía y Minas 
sobre la empresa: por una parte, un control previo general de establecimiento 
de los lincamientos y políticas que deben guiar la acción de la empresa en la 
realización de su objeto social; y por la otra, la posibilidad de establecer diversos

138. Véase el artículo 12, Parágrafo único, del Estatuto de la Corporación Venezolana 
de Fomento en Gaceta Oficial N 9 30.668, del 14 de abril de 1975.

139. Véase el artículo 26 del Estatuto del Fondo de Inversiones de Venezuela en
Gaceta Oficial N 9 30.430, del 21 de junio de 1974.

140. Véase en Gaceta Oficial N 9 29-190, del 14 de abril de 1970.
141. Véase en Gaceta Oficial N 9 30.495, del 9 de septiembre de 1974.
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mecanismos de control posterior o concomitante respecto de las actividades que 
realice la empresa.

Además y respecto del control administrativo que el Ejecutivo Nacional 
puede ejercer sobre Petróleos de Venezuela S. A., deben destacarse las normas 
de las muy recientes Ley Orgánica de Régimen Presupuestario y Ley Orgánica 
de Crédito Público, promulgadas el 30 de julio de 1976.142

fc/) El control presupuestario

En efecto, la Ley Orgánica de Régimen Presupuestario, que regula "el 
proceso presupuestario de los organismos del Sector Público” , se aplica a todas 
las personas jurídicas estatales, es decir, que integran el sector público, y entre 
ellas a aquellas sociedades —como Petróleos de Venezuela S. A.— , en las 
cuales la República tenga una "participación igual o mayor al cincuenta por 
ciento (5 0 % )  del capital social” . Quedan "comprendidas, además, las sociedades 
de propiedad totalmente estatal —como Petróleos de Venezuela S. A.— , cuya 
función, a través de la posesión de acciones de otras sociedades, sea coordinar la 
gestión empresarial pública de un sector de la economía nacional” .143 No existe 
norma alguna en la Ley Orgánica que excluya a Petróleos de Venezuela C. A. 
de su ámbito de aplicación.

Ahora bien, conforme a esta Ley Orgánica de Régimen Presupuestario, que 
tiene el mismo rango legislativo que la Ley Orgánica que Reserva al Estado la 
Industria y el Comercio de los Hidrocarburos, Petróleos de Venezuela S. A., 
debería elaborar, conforme a ella, el presupuesto de su gestión, el cual, aprobado 
por el Directorio, debería ser remitido a través del Ministerio de Minas e Hidro­
carburos, a la Oficina Central de Presupuesto y la Oficina Central de Coordi­
nación y Planificación en la forma y fechas que determine el Reglamento de 
dicha ley.144 Este Presupuesto de Petróleos de Venezuela S. A., debería ser apro­
bado por el Ministerio de Minas e Hidrocarburos145 y posteriormente, debería
también ser aprobado por el Presidente de la República en Consejo de Ministros, 
quien debería decidir "la parte de las utilidades netas que serán ingresadas al 
Tesoro Nacional y la oportunidad de su entrega” ,146 a los efectos de que puedan 
figurar como ingresos nacionales en la Ley de Presupuesto.147 En esta forma, 
la decisión que los Estatutos de Petróleos de Venezuela asignan a la Asamblea 
en la Cláusula Cuadragésima Sexta sobre la distribución de utilidades, ha de estar 
en consonancia con la decisión del Ejecutivo Nacional. Queda entendido, en

142. Véase en Gaceta Oficial N 9 1.893, Extr., del 30 de junio de 1976.
143. Artículo l 9, ord. 4.
144. Artículo 60.
145. Artículo 61 y 53.
146. Artículo 61.
147. Artículo 18.
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todo caso, que la aprobación del presupuesto de Petróleos de Veneauela por 
el Presidente de la República en Consejo de Ministros, tal como lo precisa la 
propia ley, "no significará limitaciones en cuanto a los volúmenes de ingresos 
y gastos presupuestarios y sólo establecerá la conformidad, entre los objetivos, 
metas y programas de la gestión empresarial y los contenidos en el Plan de la 
Nación y en el Plan Operativo Anual” .148

A los efectos de la elaboración del Presupuesto, en todo caso, Petróleos 
de Venezuela S. A. se debería atener a la política sectorial que puede impar­
tirle el Ministerio de Energía y Minas,149 y el mismo debe contener "los estados 
financieros proyectados, así como toda aquella información económica, finan­
ciera y administrativa que se requiera para fines de programación, evaluación 
y control de su gestión” .150

Debe señalarse, por otra parte, que cuando las circunstancias lo aconsejen, 
el Presidente de la República, en Consejo de Ministros, podría limitarle o 
fijarle a Petróleos de Venezuela, los montos de determinados programas o pro­
yectos, indicando los gastos de operación e inversión que quedarán afectados.151

Por último, y también en cuanto a la gestión de su Presupuesto, Petróleos 
de Venezuela S. A. debería remitir al Ministerio de Energía y Minas, la Oficina 
Central de Presupuesto, la Oficina Central de Coordinación y Planificación y 
la Dirección Nacional de Contabilidad Administrativa, información periódica 
de su gestión presupuestaria, de acuerdo con las normas que dicte la Oficina 
Central de Presupuesto.152

Debe indicarse, sin embargo, que en general este control presupuestario 
sobre Petróleos de Venezuela S. A. no se ha aplicado, y hasta 1979 fue el Direc­
torio quien aprobaba el Presupuesto de Petróleos de Venezuela y sus empresas 
filiales.153 A nivel gubernamental, en agosto de 1979, se anunció que el Ejecutivo 
Nacional comenzaría a aprobar el Presupuesto de todas las empresas petroleras 
nacionalizadas,154 lo cual se hizo efectivo mediante la reforma de los Estatutos 
de Petróleos de Venezuela S. A., en los cuales se atribuyó a la Asamblea la 
facultad de "examinar, aprobar o improbar los presupuestos consolidados de 
inversiones y de operaciones de la sociedad y de las sociedades o entes afi­
liados” .154bia

148. Artículo 61.
149. Artículo 61 de la Ley Orgánica y artículo l 9 del decreto N 9 1.123, del 30 de 

agosto de 1975.
150. Artículo 53, aplicable en virtud de lo previsto en el artículo 6 l de la Ley Orgánica.
151. Artículo 62.
152. Artículo 63.
153. Cláusula Vigesimaséptima, ordinal 49, de los Estatutos.
154. Véase la información en El Nacional, Caracas, 9 de agosto de 1979, p. A-l.
154bis Cláusula Decimatercera, numeral 29 de los Estatutos.
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c') El control de las operaciones de crédito público

En cuanto a la Ley Orgánica de Crédito Público, de 30 de julio de 1976,
debe indicarse que la misma también se aplica en principio a todas las personas 
jurídicas estatales, y entre ellas, a las sociedades — como Petróleos de Venezuela
S. A.—  en las cuales la República tenga participación igual o superior al 51 
por ciento del capital social.155 Por tanto, todas las operaciones que realice 
Petróleos de Venezuela S. A., que consistan en la emisión y colocación de 
bonos u obligaciones de largo y mediano plazo y en las operaciones de tesorería 
o crédito a corto plazo; en la apertura de crédito con instituciones financieras, 
comerciales o industriales nacionales, extranjeras o internacionales; en la contra­
tación de obras, servicios o adquisiciones cuyo pago total o parcial se estipule 
realizar en el transcurso de uno o más ejercicios fiscales posteriores al vigente, 
en el otorgamiento de garantías; y en la consolidación, conversión o unificación 
de otras deudas; quedan sometidas a las previsiones —y a las excepciones—  de
la Ley Orgánica de Crédito Público.

Esta ley, en efecto, respecto las operaciones de crédito público de las socie­
dades del Estado, exige no sólo la aprobación del Presidente de la República, 
sino la autorización del Congreso, mediante ley.156 Sin embargo, expresamente 
se exceptúa de " este régimen” de autorizaciones previstas en el artículo 50, a 
las empresas creadas o que se crearen de conformidad con la Ley Orgánica que 
Reserva al Estado la Industria y el Comercio de los Hidrocarburos,157 por lo que 
Petróleos de Venezuela S. A. no requiere del consentimiento formal del Presi­
dente de la República en Consejo de Ministros ni del Congreso a través de una 
ley para realizar operaciones de crédito público. En todo caso, se entiende que 
la excepción se refiere sólo al régimen de autorizaciones que regula el artículo 
50 de la ley, y no al régimen general de la Ley Orgánica. Si ésta hubiese sido 
la intención, la excepción se hubiese incluido en el artículo 2? de la misma ley.158 
Como consecuencia, y salvo el régimen de autorizaciones, Petróleos de Vene­
zuela S. A. está sometida a las diversas condiciones que deben revestir las ope­
raciones y a los controles de parte del Ministerio de Hacienda,159 que se integran

155. Artículo 2, ordinal 25
156. Artículo 50.
157. Artículo 50, Parágrafo Unico.
158. En el Punto de Cuenta llevado por el Ministro de Minas e Hidrocarburos al

Presidente de la República el 2 de julio de 1975, contentivo del Proyecto de
documento de constitución de Petróleos de Venezuela S. A., se indicaba expresa­
mente que "a fin de evitar cualquier interpretación que pudiese sostener la apli­
cación de las limitaciones de la Ley de Crédito Público a Petróleos de Venezuela
y sus filiales, se recomendaba incluir un aparte al artículo V  del Proyecto, en el
cual se exceptuaban las operaciones de crédito, tanto activas como pasivas, de las 
empresas petroleras de las normas de la Ley Orgánica de Crédito Público.

159. Articulo 53, por ejemplo.
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también dentro de los controles administrativos que se pueden ejercer sobre 
Petróleos de Venezuela.

d) El control accionario

Por último, debe mencionarse que la empresa Petróleos de Venezuela S. A. 
está sometida, como toda compañía anónima, al control accionario que ejerce el 
Ejecutivo Nacional como titular de las acciones de la República. La Asamblea 
de Accionistas de la empresa, presidida por el Ministro de Energía y Minas,160 
tiene "la  suprema dirección y administración de la sociedad” ,161 y la integran, 
el Ministro de Energía y Minas y los demás Ministros que oportunamente pueda 
designar el Presidente de la República.162 Por tanto, es a través del mecanismo 
societario de la Asamblea que el Ejecutivo Nacional ejerce indirectamente el 
más amplio control sobre la empresa.

B. El régimen de prerrogativas

La empresa Petróleos de Venezuela S. A. puede decirse que en su actuación 
externa, no goza de las prerrogativas atribuidas al Estado, sino que se mueve 
como un sujeto de derecho privado. Como tal, por ejemplo, está sujeta al pago 
de los impuestos y contribuciones nacionales,163 por lo que nacionalmente no 
tiene ningún privilegio fiscal. Sin embargo, no está sujeta a ninguna clase de 
impuestos estadales ni municipales.164

En torno a este privilegio fiscal debe decirse que, sin lugar a dudas, el 
mismo es inconstitucional, pues no puede una ley nacional eximir de impuestos 
estadales o municipales, sin violar la autonomía de los Estados y de las Munici­
palidades. El problema ya ha sido discutido ante la Corte Suprema de Justicia 
y basta recordar la declaratoria de nulidad del artículo 20 de la ley aprobatoria 
del contrato celebrado entre el Ejecutivo Nacional y el Banco de Venezuela 
que estableció una exención de impuestos y contribuciones municipales, pronun­
ciada en virtud de que la Corte lo consideró inconstitucional, por violar el prin­
cipio de la autonomía del régimen fiscal de los Municipios mantenido en la 
Constitución.165

160. Cláusula Undécima.
1 6 1 . Cláusula Séptima.
162. Cláusula Undécima.
163 • Artículo 79 de la Ley Orgánica.
164. Artículo 79 ídem.
165. Véase sentencia de la Corte Plena, de 15 de marzo de 1962, en Gaceta Oficial N 9

760, Extr., del 22 de marzo de 1962. Véase la opinión que defiende la constitu-
cionalidad de este artículo de Carlos E. Padrón Amaré, en Román J . Duque 
Corredor: El Derecho de la Nacionalización Petrolera, cit., p. 230.
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Por otra parte, y en virtud de que la Ley que Reserva al Estado la Industria 
y el Comercio de los Hidrocarburos, declara de utilidad pública y de interés 
social las actividades reservadas, así como las obras, trabajos y servicios que 
fueren necesarios para realizarlas,160 no hay duda de que le es aplicable a Petró­
leos de Venezuela S. A., la prerrogativa procesal prevista en el artículo 46 
de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República y que exige a 
todo juez que decrete un embargo, secuestro, hipotecas, ejecuciones interdíctales 
o alguna medida de ejecución preventiva o definitiva sobre bienes afectados a 
una actividad de utilidad pública nacional, que antes de la ejecución de cuales­
quiera de dichos actos, notifique al Ejecutivo Nacional, por órgano del Procu­
rador General de la República, a fin de que se tomen las medidas necesarias 
para que no se interrumpa la actividad a que esté afectado el bien.

Por último, debe destacarse que en materia de competencia jurisdiccional 
para conocer de los juicios en que cualquier empresa del Estado, incluida Petró­
leos de Venezuela S. A., sea parte, la reciente Ley Orgánica de la Corte Suprema 
de Justicia, de 30 de julio de 1976,167 estableció la competencia de la Corte para 
conocer de las acciones que se propongan contra las empresas en la cual "el 
Estado tenga participación decisiva” ,168 con lo cual se ha establecido, además, 
un fuero a favor de las mismas, lo cual abarca, sin duda, a Petróleos de Vene­
zuela S. A.

De resto, en general, Petróleos de Venezuela S. A., no goza de ninguna 
de las prerrogativas del Fisco Nacional, por lo que su régimen normal es el del 
"derecho común” tal como lo precisan sus Estatutos.

4 . Apreciación general

Del análisis que se ha hecho anteriormente, resulta evidente que Petróleos 
de Venezuela S. A. es una empresa del Estado, integrada al Sector Público, es 
decir, a la estructura general organizativa del Estado, y que forma parte, por 
tanto, de lo que el derecho positivo denomina los organismos gubernamentales. 
Como tal, y conforme a los criterios de clasificación de los sujetos de derecho 
que hemos adoptado, Petróleos de Venezuela S. A., es una persona jurídica 
estatal, con forma jurídica de derecho privado (sociedad anónima).

Como persona con forma jurídica de derecho privado, Petróleos de Vene­
zuela S. A. está sometida básicamente a las normas del derecho mercantil. Sin 
embargo, como se vio, debido a que es una empresa del Estado, en la cual éste 
es único accionista, las normas de derecho mercantil se encuentran condicionadas

166 . Artículo 1*
167. Véase en Gaceta Oficial N 9 1.893, Extr., del 30 de junio de 1976.
1 6 8 . Artículo 42, ordinal 159
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por normas de derecho público. Por otra parte, como empresa del Estado, Petró­
leos de Venezuela S. A. es una persona jurídica estatal con lo que, en paralelo 
y complementando la normativa del derecho común que se le aplica, está some­
tida a un régimen de derecho público, que se traduce básicamente en normas 
de control, de manera de asegurar su integración al Sector Público, y en normas 
que por ello le conceden ciertas situaciones de prerrogativa en relación a los 
sujetos de derecho privado.

En definitiva, por tanto, se trata de una persona jurídica estatal, con forma 
de derecho privado, sometida tanto a un régimen de derecho privado como de 
derecho público.

V. ASPECTOS DE LA ORGANIZACION DE PETROLEOS DE VENEZUELA
COMO CASA MATRIZ DE LA INDUSTRIA PETROLERA NACIONALIZADA

Tal como se señaló anteriormente, la industria petrolera nacionalizada, con­
forme a lo previsto en la Ley Orgánica que reserva al Estado la Industria y el 
Comercio de los Hidrocarburos, ha seguido un proceso de organización que 
luego de transcurridos cuatro años de la promulgación de dicha ley, ha dado 
como resultado una organización integrada de la industria, con una empresa 
holding o casa matriz a la cabeza, Petróleos de Venezuela S. A., y con seis em­
presas operadoras: cuatro de ellas como empresas petroleras (Maravén, Lagovén, 
Menevén y Corpovén), una de investigaciones petroleras (Intevep) y otra como 
empresa petroquímica (Pequivén).

Interesa describir y analizar, ahora, los aspectos básicos de la organización, 
tanto de Petróleos de Venezuela S. A. como de sus empresas filiales, así como 
señalar los principios básicos de su funcionamiento e interrelaciones.

1. Aspectos generales

Tal como se ha señalado, Petróleos de Venezuela S. A. es una empresa
estatal de derecho privado, con forma de sociedad anónima, creada por decreto
N 9 1.123, del 30 de agosto de 1975, en el cual se formularon sus estatutos,
los cuales fueron posteriormente modificados por decreto N 9 250, del 23 de
agosto de 1979.

Conforme a los referidos estatutos, la empresa tiene su domicilio en Caracas, 
pudiendo establecer sucursales, agencias u oficinas en otros lugares de la Repú­
blica o del exterior.169 La duración de la empresa se estableció en cincuenta 
(50) años, contados a partir de la fecha de inscripción del documento consti­

169. Cláusula Primera.
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tutivo en el Registro Mercantil, es decir, a partir del 15 del septiembre de
1975 í t o

Además de su objeto específico como empresa petrolera,171 los cuales se 
rigen por la Ley Orgánica, los reglamentos de ella, por los Estatutos, por las 
disposiciones que dicte el Ejecutivo Nacional en base a sus facultades de control 
y el derecho común,172 Petróleos de Venezuela S. A. tiene los objetivos gene­
rales de toda sociedad mercantil, los cuales debe cumplir con arreglo a las normas 
del derecho civil y mercantil, tales como: "adquirir, vender, enajenar y traspasar, 
por cuenta propia o de tercero, bienes muebles e inmuebles; emitir obligaciones; 
promover, como accionistas o no, otras sociedades civiles o mercantiles y aso­
ciarse con personas naturales o jurídicas, todo conforme a la ley; fusionar, rees­
tructurar o liquidar empresas de su propiedad; otorgar créditos, financiamientos, 
fianzas, avales o garantías de cualquier tipo, y, en general, realizar todas aquellas 
operaciones, contratos y actos comerciales que sean necesarios o convenientes 
para el cumplimiento del mencionado objeto” .

La empresa, tal como se señaló en la parte anterior, está sometida a diversos 
mecanismos de control por parte del Ejecutivo Nacional, y en particular, del 
Ministerio de Energía y Minas, con el objeto de que su actividad se cumpla 
con arreglo a las políticas estatales.

Ahora bien, en cuanto a la organización básica de la empresa, deben distin­
guirse el órgano de dirección general de la empresa, es decir, la Asamblea, de 
los órganos de administración de la sociedad, integrados por el Directorio y 
los funcionarios que lo dirigen, el Presidente, los Vicepresidentes y los Direc­
tores; el Representante Judicial y los Coordinadores de Funciones.

2. La Asamblea de Petróleos de Venezuela S. A.

A . Carácter y miembros

La Asamblea, como órgano societario, tiene la suprema dirección y admi­
nistración de la sociedad 173 y debe ser presidida, siempre, por el Ministro de 
Energía y Minas.174

Las acciones de Petróleos de Venezuela S. A., que son cien (100), tal 
como se señaló, son de carácter normativo a favor de la República,175 y no 
pueden ser enajenadas ni gravadas en forma alguna.176

170. Véase lo indicado en la nota N g 8.
171. Cláusula Segunda.
172. Cláusula Tercera.
173. Cláusula Séptima.
174. Cláusula Undécima.
175. Cláusula Quinta.
176. Cláusula Sexta.
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La representación de dichas acciones, es decir, de la República en la Asam­
blea corresponde al Ministro de Energía y Minas y a los demás Ministros que 
oportunamente pueda designar el Presidente de la República.177 Por tanto, la 
Asamblea regularmente constituida representa la universalidad de las acciones 
y sus decisiones, dentro de los límites de sus facultades, son obligatorias para 
la sociedad.178 A la Asamblea pueden asistir los Directores de la empresa.1781513

B . Formalidades de constitución y de realización

Las Asambleas pueden ser ordinarias o extraordinarias.179

La Asamblea ordinaria debe reunirse en el domicilio de la sociedad, es 
decir, en Caracas, dos veces al año, una dentro de los noventa días siguientes 
al cierre de cada ejercicio anual, es decir, en el primer trimestre de cada año;180 
y otra dentro del último trimestre de cada año.181

La Asamblea ordinaria se debe reunir por convocatoria del Directorio, hecha 
con quince (15) días de anticipación, por lo menos, mediante la publicación 
de un aviso en un diario de circulación nacional de la ciudad de Caracas.182

En cuanto a las Asambleas extraordinarias, éstas se reunirán en el mismo
domicilio, es decir, en Caracas, siempre que interese a la sociedad,183 correspon­
diendo la iniciativa de la reunión al Ejecutivo Nacional, mediante oficio dirigido 
por el Ministro de Energía y Minas al Directorio, o por convocatoria escrita 
de éste dirigida al Ejecutivo Nacional por órgano del Ministro de Energía y 
Minas.184

En todo caso, trátese de Asambleas Ordinarias o de Asambleas Extraordi­
narias, de sus reuniones debe levantarse un acta en la cual se indicarán las deci­
siones adoptadas, la cual debe ser firmada por el Presidente de la Asamblea, 
es decir, el Ministro de Energía y Minas, los demás Ministros designados para 
representar a las acciones de la República, si fuere el caso, y los Directores de 
la empresa que estuviesen presentes en la misma.185

Las actas serán levantadas por el Secretario de la Asamblea, quien a la
vez es el Secretario del Directorio. El Secretario es el funcionario encargado de 
certificar las copias que de las mismas deben de expedir.188

177. Cláusula Undécima.
178. Cláusula Décima.
178bis Cláusula Décima Quinta
179. Cláusula Octava.
180. Cláusula Cuadragésima Tercera.
181. Cláusula Duodécima.
182. Cláusula Novena.
183. Cláusula Duodécima.
184. Cláusula Novena.
185. Cláusula Décima Quinta.
186. Cláusula Trigésima Seguda.
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C. Atribuciones de la Asamblea Ordinaria

De acuerdo con la Cláusula Décima Tercera de los Estatutos, las atribuciones 
de la Asamblea Ordinaria son:

1. Conocer, aprobar o improbar el informe anual del Directorio, el balance 
y el estado de ganancias y pérdidas;

2. Examinar, aprobar o improbar los presupuestos consolidados de inver­
siones de operaciones de la sociedad y de las sociedades o entes 
afiliados;

3. Conocer el informe del Comisario;

4 . Designar un (1) Comisario y su suplente, de acuerdo con lo previsto 
en el Código de Comercio;

5. Asignar responsabilidades de Dirección a los Vicepresidentes en 
aquellas áreas específicas que considere convenientes;

6. Señalar las atribuciones y deberes de los demás Directores;

7. Fijar el sueldo del Presidente, de los Vicepresidentes y demás Direc­
tores, así como el del Comisario;

8. Disponer la distribución de utilidades, así como el pago de bonifi­
caciones especiales a los miembros del Directorio, cuando lo consi­
dere conveniente;

9- Designar Representante Judicial;

10. Deliberar sobre cualquier otro asunto incluido en la respectiva convo­
catoria, o que se considere conveniente tratar.

Los proyectos de presupuestos consolidados, el informe anual del Direc­
torio, el balance, el estado de ganancias y pérdidas y el informe del Comisario 
deberán ser enviados al Ministro de Energía y Minas y a los demás represen­
tantes de la República, si los hubiere, con treinta (30) días de anticipación por 
lo menos a la fecha de la reunión de la Asamblea.

D . Otras atribuciones de la Asamblea

Además de las atribuciones antes mencionadas, las Asambleas ordinarias 
y extraordinarias deben decidir “ la constitución de sociedades operadoras que 
tendrán por objeto realizar las actividades y negocios inherentes a la industria 
petrolera que les determine la misma Asamblea y sobre la reestructuración de 
sociedades ya existentes, cuyas acciones le sean transferidas en propiedad a los 
mismos fines” .187

187. Cláusula Décima Cuarta.
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3. El Directoría de Petróleos de Venezuela S. A.

A . Carácter e integración

El Directorio de la empresa es el órgano administrativo de la sociedad con 
las más amplias atribuciones de administración y disposición, sin otras limita­
ciones que las establecidas en la ley, en el decreto de creación de la empresa y 
en sus Estatutos.188

El Directorio está integrado por once (11) miembros designados mediante 
decreto por el Presidente de la República. Uno de dichos miembros será desig­
nado con arreglo a lo dispuesto en la Ley sobre representación de los Trabaja­
dores en los Institutos Autónomos, Empresas y Organismos de Desarrollo Eco­
nómico del Estado. El Presidente de la República podrá designar suplentes 
llamados a llenar las faltas temporales de cualquiera de los Directores Prin­
cipales.189

De acuerdo al artículo 8° de la Ley que reserva al Estado la Industria y el 
Comercio de los Hidrocarburos, los miembros del Directorio, así como los otros 
directivos, administradores, empleados y obreros de la empresa, no se consi­
deran funcionarios o empleados públicos.

En el mencionado decreto de designación se debe indicar los miembros 
que hayan de ocupar los cargos de Presidente y de los de Vicepresidentes.190

N o pueden ser Directores de Petróleos de Venezuela durante el ejercicio 
de sus cargos: los Ministros del Despacho, el Secretario y Subsecretario General 
de la Presidencia, los miembros de la Corte Suprema de Justicia, el Procurador 
General de la República y los Gobernadores de los Estados, Territorios Fede­
rales y Distrito Federal. Tampoco podrán ser Directores de la Sociedad las per­
sonas que tengan con el Presidente de la República o con el Ministro de Energía 
y Minas parentesco hasta el cuarto grado de consanguinidad o segundo de afi­
nidad.191

Asimismo, están inhabilitados para ser Directores de la empresa, los decla­
rados en estado de quiebra o los condenados por delitos castigados con penas 
de presidio o de prisión.192

Ahora bien, tanto el Presidente, los Vicepresidentes, los Directores que se 
indiquen en el decreto de la designación, deberán dedicarse en forma exclusiva 
a sus funciones dentro de la sociedad.193 Contrariamente a lo que sucedió con

188. Cláusula Décima Sexta.
189. Cláusula Décima Séptima.
190. Cláusula Décima Octava.
191. Cláusula Vigésima Novena.
192. Cláusula Trigésima Primera.
193. CláusulaV igésima.

472



los miembros del Directorio desde septiembre de 1975 hasta agosto de 1979, 
de los cuales solamente cuatro eran a dedicación exclusiva, en el actual Direc­
torio de Petróleos de Venezuela, designado por decreto N" 255, del 29 de 
agosto de 1979,194 todos los Directores Principales, además del Presidente y 
del Vicepresidente, deben dedicarse al ejercicio de sus funciones dentro de la 
sociedad a tiempo completo. De los Directores Suplentes designados, dos de 
ellos también se deben dedicar a sus funciones a tiempo completo.105

Los Directores duran dos (2) años en el ejercicio de sus funciones, pero 
deben continuar en su ejercicio, a pesar del vencimiento de sus períodos, hasta 
tanto los sustitutos sean designados y tomen posesión de los respectivos cargos.196

En caso de falta absoluta de un Director, se debe proceder a la designación 
de su sustituto, por el tiempo que falte de su respectivo período, y se entiende 
por falta absoluta: la ausencia ininterrumpida, sin razón que la justifique, a 
más de cuatro (4 ) sesiones del Directorio; la ausencia injustificada a más de 
doce (12) sesiones del Directorio durante un año; la remoción en cualquier 
otro caso de incumplimiento de las obligaciones inherentes a su cargo; la renun­
cia y la muerte o la incapacidad permanente.191

B. Incompatibilidad de los Directores

Además de las incompatibilidades previstas para todos los servidores de la 
República en los artículos 123 y 124 de la Constitución, y que se aplican a los 
miembros del Directorio y a todos los administradores de la empresa, los Esta­
tutos de la sociedad prevén dos tipos de incompatibilidades, unas de carácter 
económico y otras de carácter político.

En efecto, los Directores de Petróleos de Venezuela S. A. no pueden cele­
brar ninguna clase de operaciones con la sociedad ni con los entes filiales de 
ella, ni por sí, ni por personas interpuestas, ni en representación de otra persona. 
Los Directores deben abstenerse de concurrir a la respectiva sesión de Directorio, 
en la cual tengan interés o participación de cualquier naturaleza.198

Por otra parte, ni el Presidente ni los demás Directores de la sociedad podrán 
desarrollar actividades como directores de organizaciones políticas mientras estén 
en el ejercicio de sus funciones.199

194. Véase en Gaceta Oficia! N 0 31.809, del 29-8-1979.
195. Artículo 3? del decreto.
196. Cláusula Décima Novena.
197. Cláusula Vigésima Primera.
198. Cláusula Vigésima Octava.
199. Cláusula Trigésima.
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C. Formalidades de las reuniones y efectos de las decisiones

El Directorio debe reunirse cada vez que lo convoque el Presidente, y por 
lo menos, una vez a la semana. También debe sesionar cada vez que cuatro (4) 
o más Directores así lo soliciten.200

El Presidente y cinco (5 ) Directores forman quorum y, salvo disposición 
en contrario, las decisiones son tomadas por la mayoría absoluta de los miem­
bros presentes. En caso de que el Presidente no estuviere de acuerdo con la deci­
sión aprobada, podrá convocar una Asamblea Extraordinaria, la cual decidirá 
sobre el asunto.201

De las decisiones tomadas se debe levantar por el Secretario, acta en el 
libro especial destinado a tal efecto. Las actas deben ser firmadas por el Presi­
dente, los demás Directores que hubieren concurrido a la sesión y el Secretario.202

Los Directores son personal y solidariamente responsables en los términos 
establecidos respecto a los administradores en el Código de Comercio.203

En caso de ausencia de un Director se presume su conformidad con respecto 
a las decisiones adoptadas, a menos que haga constar el voto salvado en la 
próxima reunión del Directorio a la cual asista.204

El Directorio debe tener un Secretario, de su libre elección, el cual ejercerá 
también las funciones de Secretario de la Asamblea. Este debe levantar las actas 
tanto de la Asamblea como del Directorio, certificar las copias que de las mismas 
deban expedirse, y desempeñar las demás funciones que le asigne el Direc­
torio.205

D . Atribuciones del Directorio

Tal como se señaló, como órgano administrativo de la sociedad, el Directorio 
ejerce la suprema administración de los negocios de la sociedad y, en especial, 
tiene las siguientes atribuciones:

1. Planificar las actividades de la sociedad y evaluar periódicamente el 
resultado de las decisiones adoptadas;

2. Dictar los reglamentos de organización interna;

200. Cláusula Vigésima Segunda.
201. Cláusula Vigésima Tercera.
202. Cláusula Vigésima Cuarta.
203 . Cláusula Vigésima Quinta.
204. Cláusula Vigésima Sexta.
205 . Cláusula Trigésima Segunda.
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3. Establecer y clausurar sucursales, agencias u oficinas y nombrar corres­
ponsales en el país o en el exterior;

4. Examinar, aprobar y coordinar los presupuestos de inversiones y de
operaciones de las sociedades o entes afiliados;

5. Controlar y supervisar las actividades de las sociedades afiliadas y en
especial, vigilar que cumplan sus decisiones;

6. Designar los Coordinadores de Funciones.

7. Crear los comités, grupos de trabajo u organismos similares que se
consideren necesarios, fijándoles sus atribuciones y obligaciones.

8. Autorizar la celebración de contratos, pudiendo delegar esta facultad 
de acuerdo con la reglamentación interna especial que al efecto se dictare;

9- Ordenar la convocatoria de la Asamblea;

10. Presentar a la Asamblea ordinaria el informe anual sobre sus ope­
raciones, el balance y el estado de ganancias y pérdidas del ejercicio;

11. Determinar el apartado correspondiente a la reserva legal y los demás 
que se considere necesario o conveniente establecer;

12. Proponer a la Asamblea la distribución de utilidades y el pago de 
bonificaciones, si fuere el caso;

13. Nombrar y remover el personal de la sociedad, con arreglo a los 
reglamentos de organización interna, asignándoles sus cargos, atribuciones y 
remuneraciones;

14. Controlar y supervisar el entrenamiento y desarrollo del personal de 
la industria petrolera;

15. Establecer la política general de remuneraciones y jubilación de su 
personal y de las sociedades o entes filiales;

16. Establecer la política general en lo tocante a la investigación científica,
proceso y desarrollo de patentes para la industria petrolera y coordinar su apli­
cación por las sociedades o entes filiales;

17. Delegar el ejercicio de una o varias de sus atribuciones en uno o 
más de sus Directores o en otros funcionarios de la sociedad;

18. Proponer a la Asamblea las modificaciones de los Estatutos que 
considere necesarias, y

19- Cualesquiera otras que le señale la ley o la Asamblea.
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En particular, tal como lo prevé la cláusula Cuadragésima Cuarta, el Direc­
torio debe presentar a la Asamblea Ordinaria, un Informe en el cual se indicará: 
el resumen general del estado de la sociedad, de las operaciones realizadas en el 
ejercicio y cualesquiera otros datos que el Directorio considere conveniente citar.

E. Atribuciones del Presidente y los Vicepresidentes

La dirección inmediata y la gestión diaria de los negocios de la sociedad 
están a cargo del Presidente, quien es, además, su representante legal.20® El 
Presidente tiene los siguientes deberes y atribuciones:

1. Suscribir la convocatoria de la Asamblea en los casos contemplados 
en la Cláusula Novena;

2. Convocar y presidir el Directorio;

3. Ejecutar o hacer que se ejecuten las decisiones de la Asamblea y del 
Directorio;

4 . Suscribir todos los documentos relativos a las operaciones de la sociedad, 
pudiendo delegar esta facultad conforme a los reglamentos de organización 
interna;

5. Constituir apoderados judiciales o extrajudiciales y factores mercan­
tiles, previa aprobación del Directorio, fijando sus facultades en el poder que 
les confiera;

6. Ejercer la representación de la sociedad de acuerdo con lo establecido 
en el presente instrumento, siendo entendido que no tendrá la representación 
judicial de ella;

7. Resolver todo asunto que no esté expresamente reservado a la Asam­
blea o al Directorio, debiendo informar a éste en su próxima reunión.207

La empresa, además, puede tener uno o varios Vicepresidentes, según se 
establezca en el decreto de designación,208 con los deberes y atribuciones que le 
asignan los Estatutos, la Asamblea y el Directorio.-09 Este debe determinar, en 
cada caso, el Vicepresidente que haya de suplir al Presidente en sus faltas tem­
porales.210 Hasta el presente, en el decreto de designación, sólo se ha nombrado 
un Vicepresidente.211

?06. Cláusula Trigésima Tercera.
207. Cláusula Trigésima Tercera.
208. Cláusula Décima Octava.
209. Cláusula Trigésima Quinta.

10. Cláusula Trigésima Sexta.
211. Para el Directorio designado en agosto de 1979. Véase el decreto N" 255, del 

29-8-1979, en Gaceta •Oficial N" 31.809, del 29-8-1979.
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F. Atribuciones de los Directores, como Directores 
de Enlace

Además de sus responsabilidades como Miembros del Directorio, cada Direc­
tor tiene responsabilidades específicas, en particular, en cuanto concierne a velar 
por el eficaz desempeño de una o más actividades específicas. Así, los Directores 
son Directores de Enlace, en relación a las diversas actividades funcionales pre­
vistas en la Cláusula Trigésima Novena de los Estatutos: exploración, produc­
ción, transporte, refinación, mercado interno, mercado externo y relaciones 
internacionales, investigación y protección ambiental, desarrollo de recursos 
humanos, relaciones industriales, materiales y equipos, administración y finanzas, 
y cualesquiera otras que se estimen necesarias.

En concreto, en la actualidad, existen Directores de Enlace en las siguientes 
áreas: 1) Planificación; 2) Organización y Recursos Humanos; 3) Control y 
Finanzas; 4) Mercado Interno y Exploración; 5) Comercio y Suministros; 6) 
Petroquímica; 7) Fajas Petrolíferas del Orinoco, y 8) Materiales y Equipo, Pro­
ducción, Refinación y Computación y Sistemas.

Los Directores como Directores de Enlace, en sus áreas específicas, así, 
tienen las siguientes actividades:

1. Inspeccionar, guiar y aconsejar la gerencia funcional respectiva de las 
compañías operadoras.

2. Verificar que las gerencias funcionales de las compañías operadoras 
entiendan y apliquen las normas y objetivos de Petróleos de Venezuela.

3. Asesorar las compañías operadoras a fin de que tengan organizaciones 
gerenciales capaces en las diferentes funciones.

4. Mantener informados al Comité Ejecutivo y al Directorio de las prin­
cipales actuaciones de las compañías operadoras.

5. Asesorar a los Coordinadores Funcionales sobre todas las normas,
objetivos y actividades de la sociedad, y asegurarse de que sean tomadas en con­
sideración en el desarrollo de programas funcionales.

6. Comprobar que los programas funcionales llenan las necesidades de 
Petróleos de Venezuela y de las compañías operadoras.

7. Proponer al Comité Ejecutivo cambios en los programas funcionales o 
en las normas.

8. Mantener al Comité Ejecutivo y al Directorio informados del estado 
general de las funciones y efectividad de los coordinadores responsables de las 
mismas.
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G . El antiguo Comité Ejecutivo del Directorio

Durante el período 1975-1979, como se dijo, no todos los miembros del 
Directorio debían ejercer sus funciones a tiempo completo; por ello, el Direc­
torio constituyó el Comité Ejecutivo compuesto por los Directores a dedicación 
exclusiva y el Presidente y Vicepresidente de la empresa. Este Comité Ejecutivo, 
además de ejercer las atribuciones que le delegara el Directorio, asesoraba al 
Presidente en el desempeño de sus funciones y estudiaba y evaluaba las propuestas 
que debían ser presentadas al Directorio para su decisión, particularmente los 
objetivos, planes y programas a largo plazo.

En particular, el Comité Ejecutivo ejercía las siguientes atribuciones:

1. Revisaba y recomendaba al Directorio los objetivos a largo plazo y 
el tiempo y método para lograrlos;

2. Autorizaba, por delegación del Directorio, la celebración de contratos.

3. Efectuaba revisiones ordinarias de los resultados operativos y finan­
cieros, así como de los programas y planes, v. g . :

*  Perspectiva de la industria en Venezuela y en el mundo.

*  Revisión de la actuación y planificación de cada una de las compañías
operadoras.

*  Movimientos de personal en la industria.

*  Evaluaciones y planes generales para cada función.

*  Pronósticos financieros (actualizados por lo menos una vez cada año).

4. Estudiaba y aprobaba para su presentación al Directorio, los proyectos
de reestructuración y racionalización de la industria.

5. Presentaba recomendaciones al Directorio en relación con los pro­
gramas anuales propuestos por las compañías operadoras, incluyendo los pre­
supuestos de capital.

6 . Analizaba los proyectos de aumento de presupuesto de la Sociedad 
y empresas operadoras y hace las recomendaciones pertinentes al Directorio.

7. Recomendaba al Directorio normas de funcionamiento y administra­
ción para la sociedad.

8 . Aprobaba, con la debida autorización del Directorio, asuntos relacio­
nados con el funcionamiento y administración de las operadoras cuando éstas 
solicitaban orientación sobre la aplicación de determinadas normas, tales como:
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*  Condiciones extraordinarias contractuales, financieras o de venta o 
cualquier otra acción propuesta que pueda sentar precedentes importantes.

*  Términos y/o condiciones para hacer o finiquitar reclamos, litigios o 
controversias.

*  Posibles adquisiciones o desinversiones y ventas, traspasos u otras dis­
posiciones de bienes muebles o inmuebles, dentro de los límites que establezca el 
Directorio.

*  Excepciones a las normas.

9. Evaluaba y recomendaba sobre asuntos de la sociedad, tales como:

^ Estudios especiales llevados a cabo por los comités interfuncionales e 
intercompañías.

*  Presupuestos de gastos, incluyendo los objetivos de estímulo del empleado 
y los gastos de contratación profesional y técnica externa.

*  Arrendamientos y compromisos similares a largo plazo a ser asumidos 
por Petróleos de Venezuela.

*  Relaciones Públicas y eventos especiales.

*  Programas de responsabilidad y seguro de las propiedades.

Ahora bien, a partir de agosto de 1979, en vista de que todos los once 
miembros del Directorio más dos Directores Suplentes ejercen sus funciones a 
tiempo completo, las funciones del antiguo Comité Ejecutivo han sido asumidas 
por el Directorio en pleno.

H . Los Comités del Directorio

Para cada una de las actividades funcionales, que son objeto de Coordina­
ción en relación a las empresas operadoras, se ha designado a un Comité del
Directorio, presidido por el respectivo Director de Enlace, integrado por 2 ó 3
Directores y un funcionario que ejerce la Coordinación funcional, que actúa, 
además, como Secretario del Comité.

Estos Comités identifican una de las características resaltantes del sistema 
de gerencia por Comités adoptado por Petróleos de Venezuela.

En la actualidad funcionan los siguientes 13 Comités del Directorio: de 
Planificación; de Información y Relaciones; de Organización y Recursos Huma­
nos; de Refinación; de Control y Finanzas; de Mercado Interno; de Comercio 
y Suministros; de Petroquímica; de Exploración; de la Faja Petrolífera del Ori­
noco; de Computación y Sistemas; de Materiales y Equipos, y de Producción.

479



4. El representante judicial

La sociedad tiene un Representante Judicial, quien es de la libre elección 
y remoción de la Asamblea, y debe permanecer en el cargo mientras no sea sus­
tituido por la persona designada al efecto. El Representante Judicial es el único 
funcionario, salvo los apoderados debidamente constituidos facultados, para 
representar judicialmente a la sociedad, y, en consecuencia, toda citación o noti­
ficación judicial de la sociedad debe practicarse en la persona que desempeñe 
dicho cargo. Igualmente el Representante Judicial está facultado para intentar, 
contestar y sostener todo género de acciones, excepciones y recursos; convenir y 
desistir de los mismos o de los procedimientos; absolver posiciones juradas; cele­
brar transacciones en juicio o fuera de él; comprometer en árbitros arbitradores o 
de derechos; tachar documentos públicos y desconocer documentos privados, hacer 
posturas en remates judiciales y constituir a ese fin las cauciones que sean nece­
sarias y, en general, para realizar todos los actos que considere más convenientes 
a la defensa de los derechos e intereses de la sociedad, sin otro límite que el 
deber de rendir cuenta de su gestión, por cuanto las facultades que se confieren 
lo son a título meramente enunciativo y no limitativo.212

Sin embargo, el Representante Judicial para convenir, transigir, desistir, 
comprometer en árbitros arbitradores o de derecho, hacer posturas en remate y 
afianzarlas, necesita la previa autorización escrita del Directorio. Todas las ante­
riores facultades pueden ser ejercidas por el Representante Judicial, conjunta o 
separadamente con otro u otros apoderados judiciales que designe la sociedad.213

El Representante legal, a la vez es el Consultor Jurídico de la empresa, y 
tiene las siguientes funciones básicas:

1. Informar y asesorar al Presidente y al Directorio acerca de los aspectos 
legales de la organización y funcionamiento de Petróleos de Venezuela.

2. Emitir dictámenes sobre los asuntos que le sean especialmente some­
tidos por el Presidente, el Comité Ejecutivo y el Directorio.

3. Guiar funcionalmente a los consultores jurídicos de las empresas ope­
radoras.

Además, los siguientes son los deberes y responsabilidades principales del 
Consultor Jurídico:

1) Recomendar las políticas concernientes a los aspectos legales de las 
diversas actividades de la sociedad para la orientación y debido control de toda 
la organización.

212. Cláusula Trigésima Segunda.
213. Cláusula Trigésima Octava.
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2) Informar y recomendar los requisitos legales, procedimientos y docu­
mentación en relación con:

a. El establecimiento de la estructura corporativa.

b. La tramitación de asuntos oficiales.

c. El financiamiento de las actividades de la sociedad y de las empresas
operadoras.

d. Impuestos nacionales y extranjeros.

3) Participar en la formulación de las políticas concernientes a las prin-
cipales relaciones contractuales o acciones sujetas a las leyes nacionales, estadales 
o municipales.

4 ) Disponer y coordinar el trabajo de asesores jurídicos internos o externos.

5) Supervisar la preparación y presentación de documentos legales, infor­
mes para las dependencias gubernamentales; y, personalmente, elaborar y pre­
sentar cualquier documento de índole legal que revista singular importancia o 
complejidad.

6) Velar por el mantenimiento de registros completos de contratos y 
otros registros y documentos corporativos de carácter legal.

7) Asistir a las reuniones del Comité Ejecutivo, el Directorio y otros 
comités de los cuales forme parte.

8 ) Mantener contacto directo con los Directores y Coordinadores de la
Sociedad y con la Presidencia y consultores jurídicos de las empresas operadoras,
para el mejor desempeño de sus actividades.

5. La coordinación de junciones

A. Los coordinadores funcionales

El sistema de coordinación de funciones es el sistema básico en la organi­
zación de Petróleos de Venezuela. En cada área funcional que puede determinarse 
conforme a lo previsto en la Cláusula Trigésima Novena,214 no sólo se ha desig­
nado un Director de Enlace y se ha constituido un Comité del Directorio, sino 
que se ha designado un funcionario, con la denominación de Coordinador Fun­
cional, con las siguientes atribuciones y obligaciones:

214. Conforme a esta cláusula, se pueden designar Coordinadores Funcionales en las 
siguientes áreas: 1) Explotación; 2) Producción; 3) Transporte; 4) Refinación; 
5) Mercado Interno; 6) Mercado Externo y relaciones internacionales; 7) Inves­
tigación y protección ambiental; 8) Desarrollo de recursos humanos; 9) Relaciones 
industriales; 10) Materiales y equipos; 11) Administración y finanzas, y 12) 
Cualesquiera otros que se estimen necesarias.
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1. Asesorar, en las fundones que les hayan sido encomendadas, a las 
empresas filiales de la sociedad;

2. Examinar e informar al Directorio, a través del Presidente, sobre los 
proyectos que se presenten en las actividades de su incumbencia;

3. Evaluar periódicamente los proyectos aprobados, informar al Direc­
torio, a través del Presidente, sobre su ejecución y recomendar los ajustes que 
consideren pertinentes, y

4. Cualesquiera otras que les asigne el Directorio.215

Para la designación de los Coordinadores de Funciones se debe tomar en 
cuenta la formación profesional universitaria de los candidatos o su preparación 
equivalente, así como su experiencia en las áreas que les hayan de ser encomen­
dadas.216

Los Coordinadores de Funciones deberán dedicarse en forma exclusiva al 
desempeño de sus cargos y su ejercicio se ajustará a lo establecido en el respectivo 
reglamento de organización interna.217

En la actualidad, tal como se señaló, se han designado Coordinadores en 
las siguientes áreas funcionales: Planificación; Información y Relaciones; Organi­
zación y Recursos Humanos; Refinación; Control y Finanzas; Mercado Interno; 
Comercio y Suministros; Petroquímica; Exploración Faja Petrolífera del Orinoco; 
Computación y Sistemas; Materiales y Equipos, y Producción.

B . Funciones de los Coordinadores Funcionales

Los Coordinadores Funcionales tienen las siguientes atribuciones y obli­
gaciones:

1) Asesorar en las funciones que les hayan sido encomendadas a las em­
presas filiales de la sociedad.

2) Examinar e informar al Presidente o al Director de Enlace en quien 
éste delegue, sobre los proyectos que se presenten en las actividades de su incum­
bencia.

3) Evaluar periódicamente los proyectos aprobados, informar al Presi­
dente o al Director de Enlace en quien éste delegue, sobre su ejecución y reco­
mendar los ajustes que consideren pertinentes.

4 ) Mantenerse al día en el desarrollo y evolución de su función en la
industria.

215. Cláusula Cuadragésima.
216. Cláusula Cuadragésima Primera.
217. Cláusula Cuadragésima Segunda.
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5) Llevar a cabo los estudios básicos, incluyendo evaluación y planifica­
ción a largo plazo, y el avalúo de las actividades de la industria.

6) Proporcionar asesoramiento técnico y especializado y servicios al Di­
rectorio y sus comités y a otros ejecutivos de la casa matriz.

7 ) Revisar los programas y proyectos del presupuesto de capital en sus
funciones, propuestos por las compañías operadoras.

8) Asegurar el desarrollo del personal técnico y gerencial de la industria
en la función respectiva y mantener informado al Presidente o al Director de
Enlace en quien éste delegue.

9) Mantener contactos apropiados con los otros Coordinadores Funcio­
nales para obtener y proporcionar opiniones y asesoramiento en las respectivas 
actividades funcionales.

C. El Comité de Operaciones

El Comité de Operaciones ha sido establecido con el objeto de coordinar 
los programas de operaciones que afectan las disponibilidades de petróleo para 
la venta. Tiene como propósito fundamental asegurar la consistencia de los 
diversos programas de operaciones con los objetivos generales y particulares de 
suministro, programas y proyectos principales de inversión y las metas de ventas.

El Comité de Operaciones está compuesto por los Coordinadores de Explo­
ración, Producción, Refinación, Planificación, Suministro y Comercio, Mercado 
Interno y Control y Finanzas. Un miembro del personal de la Coordinación de 
Suministro y Comercio ejercerá las funciones de Secretario.

El Directorio puede designar un Director para presidir el Comité; en caso 
contrario, la presidencia estará a cargo de uno de los Coordinadores miembros del 
Comité y es rotada trimestralmente entre ellos. Las reuniones tienen la frecuencia 
necesaria, pero por lo menos una vez a la semana, y a ellas pueden ser invitados 
ejecutivos de Petróleos de Venezuela y de las empresas operadoras cuando vayan 
a ser tratados temas que requieran su presencia.

Las funciones básicas del Comité de Operaciones son las siguientes:

1) Estudiar y opinar sobre los proyectos de presupuesto de las compañías 
operadoras antes de su presentación al Comité Ejecutivo y al Directorio.

2) Recibir informes mensuales sobre. la ejecución de los programas de 
operación, evaluarlos y presentar recomendaciones.

3) Estudiar y emitir opiniones sobre materias que afectan la disponibi­
lidad de petróleo, tales como:
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—  Programas de perforación y desarrollo de nueva capacidad de produc­
ción de petróleo y gas natural.

—  Programas de recuperación secundaria o terciaria.

—  Programas de mantenimiento y reparación de instalaciones de pro­
ducción.

—  Proyectos de inversiones en refinerías, plantas de gas y plantas de líqui­
dos de gas natural.

—  Programas de mantenimiento mayor de plantas, tanqueros, etc.

— Proyectos de inversión en facilidades de almacenamiento, embarque, 
muelles, unidades flotantes, tanqueros, etc.

Por conducto de los Directores de Enlace asignados a las funciones en él 
representadas, el Comité de Operaciones mantendrá informado de sus actividades 
al Presidente y al Comité Ejecutivo y recibirá las instrucciones pertinentes.

D . Funciones específicas de algunas de las Coordinaciones

a) La Coordinación de Exploración

La Coordinación de Exploración tiene como funciones básicas, lograr un 
conocimiento cabal del subsuelo, acometer la búsqueda exitosa de hidrocarburos 
y asegurar un nivel óptimo de reservas.

A tal efecto, tiene los siguientes deberes y responsabilidades principales: 
coadyuvar en la formulación de la política exploratoria nacional, extensiva a las 
áreas aún no asignadas a la industria nacionalizada; revisar y evaluar las actividades 
exploratorias de las afiliadas; vigilar el cumplimiento de los programas explora­
torios aprobados; guiar, coordinar y asesorar técnicamente a las empresas afi­
liadas en aspectos especiales de sus programas, y realizar estudios, recomendar 
proyectos y propiciar acciones pertinentes, con y a través de las afiliadas.

Para el cumplimiento de estas atribuciones, la Coordinación de Exploración 
tiene las siguientes gerencias: Gerencia de Areas Libres; Gerencia Geoeconómica, 
y Gerencia de Programas.

b) La Coordinación de Producción

La Coordinación de Producción abarca, entre otras, las actividades rela­
cionadas con la cuantificación, extensión y desarrollo de reservas de hidrocar­
buros; la perforación y reacondicionamiento de pozos; producción, transporte, 
almacenaje y embarque de petróleo y gas desde el yacimiento hasta el punto
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de entrega a barcos, refinerías y sistemas comerciales de distribución; el levan­
tamiento artificial y recuperación adicional de hidrocarburos; la extracción, frac­
cionamiento, almacenaje y embarque de líquidos de gas natural y las facilidades 
y servicios que complementan las operaciones de producción; transporte y em­
barque de crudos, gas y líquidos de gas natural.

Para el logro de estos objetivos, la coordinación tiene los siguientes deberes 
y responsabilidades principales: coadyuvar en la formulación de la política de 
producción nacional; asegurar la disponibilidad económica de crudos, gas y 
líquidos de gas a corto, mediano y largo plazo, de acuerdo con los objetivos 
establecidos; establecer metas y estrategias de producción de hidrocarburos con 
las empresas filiales, consistentes con las metas y lincamientos de Petróleos de 
Venezuela; maximizar el aprovechamiento económico del gas y sus derivados; 
asegurar la suficiencia en los planes de inversión en instalaciones de produc­
ción; establecer las bases técnico-económicas para la preparación de los presu­
puestos de inversiones de producción; analizar, evaluar, jerarquizar y conso­
lidar las inversiones de producción presupuestadas por las empresas filiales y 
hacer recomendaciones al respecto; coordinar estudios de factibilidad económica 
para el desarrollo de nuevas áreas; maximizar el aprovechamiento de los recursos 
humanos; revisar la suficiencia numérica y cualitativa de los recursos humanos 
y hacer recomendaciones al respecto; evaluar la asistencia tecnológica y trans­
ferencia de tecnología foránea y asistir y apoyar a las empresas filiales en sus 
esfuerzos por desarrollar tecnología propia y reducir su dependencia de la tec­
nología foránea; establecer las bases para la cuantificación de reservas y elabo­
ración de pronósticos; establecer criterios y políticas de conservación y protección 
del medio ambiente, los cuales deben ser consistentes con las normas legales 
y reglamentarias vigentes, así como velar por su cumplimiento; asegurar el 
mayor aprovechamiento intercompañías de pozos e instalaciones, tales como: 
plantas de gas, plantas eléctricas, plantas de tratamiento, estaciones de flujo, 
oleoductos, gasoductos, terminales, etc.; evaluar la eficacia técnico-económica 
operacional de la industria en materia de producción; mantener al día los costos 
de producción de crudos, segregaciones, gas y productos del gas natural y esta­
blecer las bases para su determinación; conocer en forma general las operaciones 
de producción de las empresas filiales, siguiendo la evolución y solución de los 
problemas importantes y el progreso de los proyectos mayores y especiales; cono­
cer y mantenerse al día en las innovaciones y últimos adelantos tecnológicos de 
producción desarrollados dentro o fuera del país, y mantener contacto en materia 
de producción con el Ministerio de Minas e Hidrocarburos y demás Ministerios 
e Institutos del Ejecutivo Nacional, particularmente en los asuntos que afectan 
a toda la industria.
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Para el cumplimiento de estas actividades, la Coordinación de Producción 
tiene las siguientes gerencias: operaciones; gas y energía; explotación y pla­
nificación.

c) La Coordinación de Refinación

La Coordinación de Refinación tiene las siguientes funciones básicas: coor­
dinar y asesorar en las actividades funcionales relacionadas con refinación dentro 
de Petróleos de Venezuela y con las empresas subsidiarias. Estas actividades 
incluyen planificación a mediano y largo plazo, así como evaluación de ope­
raciones.

Con tal objeto, tiene los siguientes deberes y responsabilidades principales: 
La coordinación inicia o coordina estudios de planificación para instalaciones de 
refinación y evalúa las proposiciones de inversión para recomendaciones al Comité 
de Operaciones, al Director de Enlace y al Comité Ejecutivo para su aprobación; 
La Coordinación se mantiene al día sobre las actividades de competidores y evalúa 
el efecto de éstos sobre Petróleos de Venezuela; desarrollar y presentar índices 
de rendimiento operacional para información de Petróleos de Venezuela y las 
empresas subsidiarias; participar en la formulación de programas de investiga^ 
ción y estudios de ingeniería, evaluar la efectividad de los contratos de tecno­
logía, así como asegurar el apoyo tecnológico entre operadores, y evaluar la 
efectividad de las organizaciones de refinación de las subsidiarias en término 
de los resultados obtenidos y de la planificación hacia el futuro.

Para el cumplimiento de estas actividades, la Coordinación de Refinación 
cuenta con dos gerencias: de Planificación y de Evaluación.

d) La Coordinación de Mercado Interno

Esta Coordinación de Mercado Interno tiene las siguientes funciones básicas: 
coordinar y asesorar las actividades funcionales relacionadas con el mercado 
interno y las empresas operadoras subsidiarias. Estas actividades incluyen plani­
ficación, financiamiento, importación, transportación, suministro, almacenamiento, 
distribución y expendio de los productos derivados de hidrocarburos en el terri­
torio nacional.

Para el cumplimiento de esas funciones, la Coordinación iniciará o revisará 
y recomendará para su aprobación al Comité de Operaciones, al Director de 
Enlace o al Comité de Mercado Interno de Petróleos de Venezuela, según com­
peta: programas, proyectos o actividades desarrolladas por las empresas opera­
doras o por el personal de la Coordinación; para lo cual, deberá mantenerse al 
día sobre el desarrollo del mercado interno e innovaciones con técnicos de 
mercado, operaciones, nuevos productos, equipos, etc., así como mantener con­
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tacto con las casas matrices de las ex concesionarias con el propósito de conservar 
el nivel tecnológico en el mercado interno; consolidará los programas de ventas 
a corto, mediano y largo pla2o, preparados por las empresas subsidiarias, para 
su presentación a los Comités de Operaciones y Mercado Interno; coordinará 
la creación y funcionamiento de la empresa operacional que se ocupará de la 
logística de transporte y distribución para el mercado interno a nivel nacional; 
e intervendrá y mediará en las diferencias de opinión o de interpretación refe­
rente a las normas, operaciones o procedimientos relativos a las actividades en 
este mercado.

Estas funciones la cumple la Coordinación de Mercadeo Interno a través 
de las siguientes gerencias: Ventas, Operaciones, Planificación y Tecnología.

e) La Coordinación de Comercio y Suministro

La Coordinación de Comercio y Suministro tiene las siguientes funciones 
básicas: asistir al Director de Enlace y al Comité de Comercio y Suministro a 
nivel del Directorio en el proceso de elaborar e implantar normas, directrices, 
orientaciones y estrategias para las empresas operadoras subsidiarias en materia 
de Comercio y Suministro; coordinar, supervisar y controlar las actividades de 
comercialización y suministros de crudo y productos de la industria; fijar, man­
tener y fortalecer la estructura de precios del petróleo venezolano, sin desconocer 
las realidades del mercado internacional; velar que se mantenga un volumen 
adecuado de ventas a largo plazo a mercados estables y remuneradores; desarrollar 
normas y directrices en materia de transporte marítimo, incluyendo la contrata­
ción y adquisición de buques, y servir de fuente principal de información, aná­
lisis y recomendaciones para el Directorio en materia de Comercio y Suministro.

Para el cumplimiento de tales funciones, tiene los siguientes deberes y 
responsabilidades principales en las siguientes áreas: Comercio: recomendar 
normas y directrices; optimización de resultados consolidados; informe mensual 
al Directorio. Mercado, Precios, Ventas, Oportunidades y Limitaciones; coordi­
nar ventas de volúmenes adicionales; manejo de solicitudes de compra; analizar 
y recomendar sobre ventas no tradicionales; establecer sistemas de información 
y dirigir Subcomité de Comercio.

En el área del Análisis Comercial: evaluar alternativas en comercio y 
suministro preparar las bases económicas para operaciones de ventas; analizar 
y recomendar ajustes en precios; participar en desarrollo de precios notificados 
y deliberaciones sobre estrategias; revisar análisis económico de las subsidiarias; 
asistir en la conducción de relaciones con organismos públicos, y servir de 
enlace con la Coordinación de Planificación.
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En el área de Suministro: coordinar actividades de suministros; racionalizar 
y reducir costos; recomendar normas y directrices; informe mensual al Direc­
torio (producción y disposición, inventarios, problemas operacionales, oportu­
nidades y limitaciones); analizar y recomendar en materia de suministros y 
fletamentos, y dirigir el Subcomité de Suministro.

En el área de las Relaciones Internacionales: coordinar la preparación de 
informes sobre mercados internacionales; estudiar las condiciones de demanda, 
suministros mundiales y del país; servir de apoyo para contactos con organiza­
ciones internacionales (OPEP, ARPEL, Empresas Estatales); realizar estudios 
en materia energética; servir de apoyo para los contactos con oficinas en el 
exterior, y supervisar y mantener el Centro de Información.

Para el cumplimiento de estas actividades, la Coordinación cuenta con 
tres gerencias: de Suministro, de Relaciones Internacionales y de Planificación 
Comercial.

f )  La Coordinación de Organización y Recursos Humanos

Tiene las siguientes funciones básicas: asegurar la disponibilidad para 
Petróleos de Venezuela y las compañías operadoras del personal calificado a 
todos los niveles para el mejor desenvolvimiento de las operaciones presentes 
y futuras mediante la elaboración y aplicación de normas efectivas de selección, 
empleo, ubicación, separación, remuneración, adiestramiento, desarrollo y bien­
estar de trabajadores, y planificación de la estructura organizativa de Petróleos 
de Venzuela para el desempeño de sus funciones de la manera más eficiente, 
así como la progresiva modificación de las organizaciones de las empresas ope­
radoras, a fin de hacerlas más homogéneas entre sí y con la casa matriz.

Para el cumplimiento de estas funciones, se le han asignado los siguientes 
deberes y responsabilidades: en el área de los Recursos Humanos: preparar 
normas de Relaciones Industriales aplicables al personal de PDVSA, así como 
desarrollar planes para el bienestar de los trabajadores: asesorar al personal 
gerencial y supervisorio en todo lo concerniente a la administración de su per­
sonal; selección temprana del personal con potencial para cargos ejecutivos y 
gerenciales y elaborar planes para su desarrollo recabar de las operadoras toda 
la información relativa a movimiento de personal, entrenamiento, ubicación del 
personal en las diversas funciones, etc.; revisar y asesorar sobre las políticas, 
normas, planes y sistemas aplicables al personal en todas las empresas, planificar 
su estandarización a mediano y largo plazo; analizar y asesorar sobre los cambios 
importantes en políticas y normas de personal, planes, etc., que proyecten las 
empresas operadoras; promover los estudios preparatorios para las contrataciones
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colectivas, ejerciendo la representación y enlace de PDVSA durante la ejecución 
de las mismas y en las negociaciones; y conocer los nuevos métodos en la admi­
nistración de personal y mejor utilización del personal a nivel nacional e inter­
nacional para aprovecharlos dentro de las características propias de la industria.

En el área de Organización: preparar y mantener al día los organigramas 
de PDVSA, con indicación de la relación entre el Directorio, Comité Ejecutivo, 
Presidencia, Vicepresidencia, Directores, Comités Permanentes y Temporales del 
Directorio, Comités Funcionales, Coordinadores, el resto de la organización y 
las empresas operadoras; preparar y mantener al día el manual de organización 
de PDVSA con indicación clara de las funciones, líneas de autoridad y de 
contacto, así como el Reglamento Interno para los Directores y sus Suplentes, 
descripción de puestos, esquema de remuneración y ubicación de los puestos y 
los sistemas y procedimientos a ser aplicados en el funcionamiento de PDVSA; 
y revisar las estructuras organizativas de las operadoras y compararlas para 
determinar similitudes y diferencias; proponer los cambios en las mismas que 
se consideren necesarios. Analizar los cambios proyectados en las estructuras 
organizativas de las operadoras y asesorar a la gerencia en todos aquellos casos 
que por su importancia y alcance deban recibir aprobación.

Para el cumplimiento de estas actividades, la coordinación tiene las siguientes 
gerencias: Recursos Humanos y Organización y Remuneración.

6. Otros órganos

Dentro de la organización básica de Petróleos de Venezuela S. A., además
del Comisario designado cada año por la Asamblea Ordinaria, el cual tiene
las atribuciones previstas en el Código de Comercio,218 están previstos el Asesor 
Principal del Presidente y el Asistente Ejecutivo del Presidente y Secretario de 
la Sociedad.

A. La Asesoría del Presidente

El Asesor del Presidente, particularmente en el campo de las relaciones
públicas, tiene a su cargo desarrollar y administrar las políticas y los programas
de la sociedad, destinados a proyectar y mantener su imagen pública en el país 
y en el exterior, así como asegurar relaciones favorables con el sector público, 
el sector privado, el personal y las comunidades donde opera la sociedad. Asesora 
y asiste a las empresas operadoras en el desempeño de sus responsabilidades de 
relaciones públicas.

218. Cláusulas Cuadragésima Séptima y Cuadragésima Octava.
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En particular son sus deberes y responsabilidades principales, las siguientes:

1) Desarrollar y recomendar políticas y programas para lograr el enten­
dimiento y el apoyo necesarios a la filosofía básica, a las políticas aprobadas y 
a las acciones tomadas por la sociedad; y divulgar e interpretar las políticas y 
programas aprobados entre el personal, los clientes, los representantes de los 
poderes públicos y el público en general.

2) Planificar, dirigir y coordinar los programas de relaciones públicas 
de la sociedad y asesorar y asistir a las empresas operadoras en esas actividades.

3) Coordinar la utilización de todos los recursos de la sociedad para 
anticipar y obtener solución rápida y efectiva de problemas graves que afecten 
las relaciones con los clientes, empleados, el público y los poderes públicos.

4) Desarrollar, recomendar y ejecutar programas de publicidad institucio­
nal y los integra con los de las empresas operadoras cuando sea necesario.

5) Intervenir en el trabajo destinado a la participación de la sociedad en 
organizaciones de carácter regional y nacional; comerciales e industriales; cívicas 
y otras calificadas, para emitir opiniones y adoptar actitudes de interés público.

6) Obtener y presentar a la Presidencia la evaluación continua de la 
imagen de la sociedad frente a sus diferentes públicos y del ambiente en que 
opera, para lograr así una comprensión más profunda de lo que éstos piensan y 
esperan.

7) Coordinar y vigilar los programas y presupuestos de relaciones públicas 
de las empresas operadoras, para asegurarse de que se elaboren y ejecuten en 
conformidad con la política los objetivos y los planes establecidos.

8) A solicitud del Presidente, desempeñar deberes especiales y actuar 
como vocero en el campo de las relaciones públicas.

9) Mantener contacto directo y con la frecuencia necesaria con los Direc­
tores y Coordinadores de la sociedad y con las empresas operadoras, para el mejor 
desempeño de sus actividades.

10) Mantener contacto con la Oficina Central de Información, a fin de 
establecer planes y programas de mutua colaboración, así como también cuidar 
que la política de relaciones públicas de la empresa guarde armonía con la del 
Estado.

B. La Secretaría de la Sociedad

El Asistente Ejecutivo del Presidente y Secretario de la Sociedad es, a la vez, 
Secretario de la Asamblea y del Directorio y antes, del Comité Ejecutivo; asiste
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al Presidente en sus actividades y vela por el ordenado y eficaz funcionamiento 
de la Secretaría de la Presidencia; coordina el trabajo de los Comités en la 
presentación de sus programas e informes de progreso; tiene a su cargo la orga­
nización de todas las reuniones de la Asamblea, del Directorio y del Comité 
Ejecutivo, la preparación del Orden del Día y la elaboración de las Actas donde 
quede constancia de las decisiones tomadas. Las actas de las reuniones de la 
Asamblea y del Directorio serán asentadas en libros especiales, deberán ser fir­
madas por el Presidente de la Asamblea, los demás representantes designados 
por el Presidente de la República y por los Directores presentes, en el caso de 
las Asambleas; y por el Presidente de la Sociedad, los demás Directores que 
hubieren concurrido a la reunión y el Secretario cuando se trate de reuniones del 
Directorio. De las decisiones del Comité Ejecutivo se dejará constancia en minutas 
preparadas al efecto.

Los deberes y responsabilidades fundamentales de este funcionario son 
los siguientes:

1) Asistir al Presidente en sus actividades.

2) Velar por el ordenado y eficaz funcionamiento de la Secretaría de la 
Presidencia.

3) Coordinar el trabajo de los Comités en la presentación de sus pro­
gramas e informes de progreso.

4) Preparar el Orden del Día de las Asambleas y de las reuniones del 
Directorio y del Comité Ejecutivo, según las instrucciones del Presidente.

5) Levantar las actas de las reuniones y tenerlas a disposición de los 
Directores para consulta.

6 ) Preparar la correspondencia, según las instrucciones que reciba del 
Presidente.

7) Proponer sistemas y procedimientos para la presentación de asuntos 
a la consideración de la Asamblea, del Directorio y del Comité Ejecutivo y una 
vez aprobados, velar por su cumplimiento.

8) Velar porque esté disponible toda la información necesaria sobre los 
asuntos a tratar.

9 ) Convocar, por instrucciones del Presidente, a otros funcionarios a las 
reuniones del Directorio y del Comité Ejecutivo para la presentación de asuntos.

10) Mantener en custodia los documentos corporativos.

11) Mantener contacto con los Directores y Coordinadores, según sea 
conveniente para el mejor desempeño de sus actividades.
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